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Los servicios públicos esenciales tales como el acceso al agua, saneamiento y suministro 
eléctrico en el ámbito internacional simbolizan los elementos sustanciales en que funda el 
progreso de los seres humanos. Justamente debido a la importancia que implican en la vida del 
hombre es que los mismos, hoy por hoy, son considerados y consecuentemente reconocidos 
como derechos humanos. Así lo ha señalado El Fondo de las Naciones Unidas por la Infancia. 
Ahora bien, específicamente en el caso del acceso al agua la Organización de las Naciones 
Unidas mediante la Resolución 64/292, de fecha 28 de julio del 2010 ha reconocido 
expresamente el derecho humano al agua potable y al saneamiento, como derecho sustancial para 
la materialización de los demás derechos fundamentales (Asamblea General de las Naciones 
Unidas, 2010). Ello es así porque en efecto contar con acceso a vitales servicios básicos no solo 
mejorara las condiciones de vida de las personas sino que además permitirá que las mismas se 
abran camino para poder ejercitar otros derechos esenciales y alcanzar el proyecto de vida al que 
todo ser humano tiene derecho. 
En nuestro país, el servicio esencial público de acceso al agua fue incorporado en nuestra 
normativa en el año 2017. Por lo cual actualmente nuestra Constitución lo considera como 
derecho fundamental. Presentándose, en este sentido, un reconocimiento por parte del Estado 
peruano en la facilitación en el acceso a vital recurso hídrico de forma progresiva y universal.  
(Ley N° 30588 de Reforma Constitucional que reconoce el Derecho de Acceso al Agua como 
Derecho Constitucional, 2017). Servicio que es importante resaltar, hoy por hoy, cobra 
relevancia bajo la coyuntura sanitaria que azota a nuestro país y el mundo y que está siendo la 
causante de miles de decesos en la población peruana. Ello en razón que al no contar con agua 
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será imposible realizar un adecuado lavado de manos, parte importante del protocolo de 
prevención que se debe seguir en el actual contexto, y así evitar contraer no solo el COVID 19 
sino también otro tipo de enfermedades. Además es menester señalar que la carencia de agua 
potable no solo limitara una higiene adecuada sino además la debida asepsia en la preparación de 
los alimentos que consumen los ciudadanos carentes de vital servicio. 
En el ámbito local la prestación de servicios públicos esenciales son de competencia de la 
Municipalidad, en el caso en concreto hacemos referencia a la Municipalidad de Lima 
Metropolitana, la misma que puede brindar los servicios mediante una empresa prestadora de 
servicios. No obstante, por diversas razones no comprende en su regulación la facilitación de 
acceso al agua, saneamiento y suministro eléctrico a los posesionarios prescribientes de 
propiedades no pertenecientes al Estado. Apreciándose claramente una problemática que puede 
devenir en graves consecuencias en ese sector de la población más aún bajo la coyuntura 
sanitaria en la que nos encontramos. En razón a ello es que en el presente trabajo de 
investigación se busca dar respuesta al siguiente problema ¿Cómo se ve afectado los derechos 
constitucionalmente protegidos de los posesionarios prescribientes de Barrios Altos con relación 
a la normativa que regula el acceso a servicios públicos esenciales? La hipótesis general es que la 
vigente normativa legal que regula la instalación de servicios básicos esenciales vulnera derechos 
constitucionalmente protegidos en nuestro ordenamiento jurídico interno y normas 
supranacionales. El objetivo general es analizar cómo la normativa que regula el acceso a 
servicios públicos esenciales afecta los derechos constitucionalmente protegidos de los 
posesionarios prescribientes de Barrios Altos. 
Para llevar a cabo el estudio el trabajo de investigación se ha estructurado de la siguiente 
manera. En primer lugar, el planteamiento del problema el mismo que ha sido redactado de 
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forma deductiva lo cual implica que iniciamos abordando el tema materia de investigación de 
modo general para culminarlo de manera particular. Asimismo en esta primera parte se cumple 
con identificar y delimitar el problema de investigación. En segundo lugar, se plantea la pregunta 
de investigación tanto general como las preguntas específicas. Tercero, se consigna la 
formulación de hipótesis general y especifica que básicamente consiste en plantear una posible 
solución al caso materia de análisis. En cuarto lugar se plantean los objetivos a lograr con la 
presente investigación. Posterior a ello y en la quinta parte se efectúa la delimitación de la 
investigación realizada, que básicamente busca pormenorizar de manera concreta nuestras zonas 
de atención en la búsqueda de información, y así de este modo sentar la frontera en cuanto a 
espacio, tiempo y circunstancias que se le asignara al estudio por realizar. Ya en la sexta parte 
del trabajo se desarrolla la respectiva justificación detallando no solo las razones por las cuales 
se realiza el estudio, y la conveniencia del mismo, sino también los beneficios y aportes que 
puede generar el estudio a la problemática planteada. La sétima parte del trabajo desarrollado 
comprende el marco teórico de la investigación realizada, del cual se desprenden por un lado, las 
bases teóricas en la cual se efectúan algunas precisiones teórico conceptual, tales como que se 
entiende por servicios públicos esenciales, en que consiste una norma, que se entiende por 
derechos fundamentales y cuando nos encontramos ante una vulneración de los mismos. Por otro 
lado, tenemos al marco normativo en el cual se consignan y se analizan las normativas que 
regulan el acceso a los servicios públicos esenciales, respetando la jerarquía de las mismas. 
Asimismo, hacemos referencia al marco conceptual en donde se describe las acepciones que 
tendrán algunos términos a fin de comprender la información consignada en el presente trabajo 
de investigación. Posterior a ello ya, en el marco contextual se describirá el aspecto político, 
económico, social y ambiental respecto a la problemática materia de análisis y la situación actual 
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en la cual se encuentran los posesionarios prescribientes carentes de servicios básicos esenciales. 
En la parte antepenúltima u octava del trabajo se desarrolla la metodología aplicada en la 
presente investigación la misma que comprende los enfoques y alcances del estudio efectuado 
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Análisis de la normativa que regula el acceso a servicios públicos esenciales y la 
vulneración de derechos constitucionalmente protegidos de los posesionarios prescribientes 
de Barrios Altos 
1. Planteamiento del problema 
Nuestro país se caracteriza por ser un Estado de Derecho el mismo que se organiza a 
partir de las normas jurídicas y se somete a ellas para resguardar los derechos de los ciudadanos. 
En este sentido, un Estado de Derecho es “un Estado en el que el poder es ejercido no como 
poderío material, sino en observancia de ciertas reglas preestablecidas” (Rubio, 2020, p. 40). 
Estas reglas denominadas también normas jurídicas desde la perspectiva del Derecho tienen 
como fin primordial reglar los comportamientos en sociedad de las personas, lo cual implica 
regir de manera efectiva en medio de la comunidad (Rubio, 2020). Ello con la finalidad de 
alcanzar una adecuada vida en sociedad. Ahora bien, la norma desde el enfoque de un derecho 
fundamental de acuerdo a García (2013) "debe ser entendida como los sentidos interpretativos 
atribuibles a las disposiciones consignadas en la Constitución" (p.11). Bajo esta línea Medina 
(1997) citado por Víctor García Toma (2013) señala que estas hacen alusión al conjunto de 
garantías, y potestades que nuestra máxima norma reconoce de inmediato a sus titulares. Pues 
bien, si la finalidad del sistema de normas jurídicas es amparar los derechos de los ciudadanos, es 
deber del Estado proteger los derechos de la persona porque el mismo es el servidor de la 
sociedad. Esta protección a la que se hace mención debe otorgarse con mayor rigurosidad cuando 
están en juego derechos fundamentales de los ciudadanos no solo en cumplimiento a nuestra 
normativa sino debido a los compromisos internacionales en los cuales nuestro país es parte. 
Bajo esta línea y en concordancia con Quintanilla (1989) citado por García (2013) la persona 
humana según Tomás de Aquino, comprendida como ser con potencia racional y voluntad libre, 
es lo más óptimo de la naturaleza. Por consiguiente, todos tienen la obligación de defender y 
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proteger sus derechos. Además la persona humana constituye un final en sí mismo, razón por la 
cual nunca podrá ser empleado como medio. Habría que decir también que la persona humana 
tiene atributos esenciales tales como la libertad, la racionalidad y la sociabilidad las mismas que 
terminan siendo el cimiento, la raíz y el fundamento de su dignidad (García, 2013). Pues bien, 
siendo esta su esencia le pertenecen específicos derechos esenciales que son poderes o potestades 
sobre todo lo que se considere necesario para alcanzar su destino, lo que en buena cuenta implica 
contar con lo esencial para desarrollarse como ser humano (García, 2013). Habiendo hecho la 
precisión de que el Estado debe amparar los derechos de las personas y sobre todo aquellos 
derechos que le permitan finalmente realizarse como tal, es necesario referir que el acceso a los 
servicios públicos esenciales es una forma de viabilizar que la persona humana alcance dicho 
objetivo por cuanto son imprescindibles para el desarrollo integral de la persona en la sociedad, 
no facilitar dichos servicios públicos esenciales implica la vulneración de derechos consagrados 
en nuestra Constitución y en normas supranacionales de las cuales nuestro país es parte. Todo 
ello debido a que solo con el acceso a los mismos se lograra un desarrollo pleno e integral como 
ser humano en sociedad, por la sencilla razón que el acceso a esenciales servicios públicos 
generan externalidades en el ciudadano en diversos ámbitos de su vida. Por consiguiente, la 
negación a los mismos deviene en la vulneración de derechos propios al ser humano por el 
simple hecho de serlo. Pero ¿qué implica el término vulneración de derechos? Vulnerar significa 
“transgredir, quebrantar, violar una ley o precepto” (Real Academia Española., 2019, primer 
párrafo). Respecto a los Derechos fundamentales, la RAE precisa “que, por ser inherentes a la 
dignidad humana y por resultar necesarios para el libre desarrollo de la personalidad, son 
normalmente recogidos por las constituciones modernas asignándoles un valor jurídico superior” 
(Real Academia Española., 2019, s/p). De la unión de estos dos términos se puede concluir que 
 11 
   
 
la vulneración de derechos implica la trasgresión y el quebrantamiento de derechos propios a la 
dignidad humana ello debido a que se niega lo mínimo indispensable para que todo ser humano 
se realice en sociedad. De esta manera y con el afán de evitar su vulneración es que los mismos 
son considerados en las constituciones, norma superior de todo Estado, asignándoles un valor 
jurídico superior. En este sentido, los Estados no solo deben señalar expresamente el respeto a 
los derechos que conlleven a una vida en condiciones dignas, porque ello no es suficiente. En lo 
que se deben enfocar es en que los mismos se pongan en práctica, se materialicen para generar 
un impacto positivo en los ciudadanos que ven vulnerados sus derechos ya que ello generara 
como consecuencia un cambio efectivo en nuestra sociedad. Ahora bien, a modo de comprender 
mejor la implicancia de los servicios públicos esenciales en la vida del hombre, por cuanto su no 
acceso conlleva a la vulneración de derechos constitucionalmente protegidos, es oportuno 
relievar que dichos servicios son considerados de interés mayoritario para la sociedad por lo cual 
su acceso debe estar a disponibilidad de los usuarios que lo requieran a cambio de una tarifa 
razonable, dejando de lado toda discriminación en su entrega ya que su acceso genera 
condiciones para un desarrollo personal adecuado, pero sobre todo digno. Es válido resaltar, que 
siendo estos servicios esenciales para la vida del hombre, su finalidad no termina en la 
satisfacción de las necesidades de una comunidad, sino también se busca la promoción social por 
cuanto de ese modo se alcanzaría el desarrollo económico y civil de un país (Reyna & Ventura, 
2008). Para ilustrar mejor lo señalado es importante precisar que dentro de los servicios públicos 
esenciales está el acceso al agua, saneamiento y suministro eléctrico, siendo este último hoy por 
hoy indispensable no solo para acceder al portafolio de bienes durables que mejoran las 
condiciones de vida de las personas, sino también porque permite materializar el derecho a la 
educación sobre todo bajo la coyuntura sanitaria que vivimos por la pandemia. Ahora bien, 
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siendo el agua necesaria para todas las actividades de los seres vivos, el fin es que tan preciado 
recurso esté garantizado para el consumo humano. Por esto, es necesario recalcar que la 
limitación en el acceso a vital recurso significa la vulneración al derecho fundamental del acceso 
al agua y los derechos que se pueden materializar al contar con la misma, ya que no es posible 
concebir una vida digna si se carece de dicho recurso vital por cuanto el agua es necesaria para la 
alimentación, higiene, salud, trabajo entre otros. En este sentido conviene subrayar entonces que 
un Estado que permite la violación de derechos fundamentales no cumple su papel de Estado 
garantista por cuanto permite la negación de lo esencial para una vida digna. Es de tal 
importancia el agua que en el ámbito internacional a través de la Resolución 64/292, de fecha 28 
de julio del 2010 se reconoció explícitamente el derecho humano al agua potable y al 
saneamiento, como derecho sustancial para la materialización de los otros derechos 
fundamentales (Asamblea General de las Naciones Unidas, 2010). En nuestro país, en el año 
2017 fue incluido en la Constitución el derecho fundamental del acceso al agua potable por lo 
cual el Estado reconoce el acceso de forma progresiva y universal a la misma (Ley N° 30588 de 
Reforma Constitucional que reconoce el Derecho de Acceso al Agua como Derecho 
Constitucional, 2017). No obstante, se debe agregar que a nivel mundial también se hace 
mención que los servicios sociales básicos, que no es otra cosa que servicios públicos esenciales, 
tales como el agua, alcantarillado entre otros representan los elementos principales en que se 
funda el desarrollo del ser humano. Siendo esto así, a la fecha se considera a los mencionados 
servicios básicos esenciales la categoría de derechos humanos. Servicios que es importante 
resaltar cobran relevancia bajo la coyuntura sanitaria que azota a nuestro país y el mundo. Bajo 
este orden de ideas todo gobierno que niega a sus ciudadanos el acceso a estos servicios públicos 
esenciales termina violentando derechos humanos (Mehrotra, Vandemoortele, & Delamonica, 
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2000), por cuanto el no acceso implica peligro en la salud, carencia de instalaciones de 
saneamiento higiénicamente seguras, indebida asepsia en la preparación de alimentos entre otras 
situaciones perjudiciales para el que carece de esencial servicio, lo que decanta en una vida en 
condiciones indignas. Por todo esto, la importancia del acceso a los mencionados servicios ha 
generado que su factibilidad no solo se encuentre regulada en nuestro ordenamiento sino también 
en normas supranacionales de las cuales el Perú es parte. Regulación que no solo puede quedar 
como papel mojado en tinta, sino que se debe materializar a fin de satisfacer la demanda de lo 
mínimo indispensable para desarrollarse de manera integral en la sociedad. 
En lo que respecta a las razones que han dado origen a esta problemática podemos 
señalar que muchas han sido las causas que han generado que ciudadanos de Lima metropolitana 
vean vulnerados su derecho al acceso de servicios públicos esenciales tales como agua, 
saneamiento y suministro eléctrico. No obstante, en el presente trabajo de investigación 
trataremos las más puntuales. Esta lamentable situación, aunque parezca increíble, se viene 
presentando por mucho tiempo sin que ninguna autoridad se detenga a atender la situación que 
aqueja a este sector de personas. Por ello consideramos que una de las primeras causas de la 
tratada problemática es la inacción de las autoridades competentes para atender las necesidades 
básicas de la población, en el caso en concreto hacemos referencia a los posesionarios 
prescribientes de los Barrios Altos. Bajo esta misma línea, otra de las causas que limitan el 
acceso a servicios públicos esenciales es que las empresas que facilitan dichos servicios, 
amparados en Decretos, Directivas entre otras normas de rango jerárquico inferior a nuestra 
Constitución, y ordenamiento civil requieren como requisito esencial para facilitar el acceso a los 
servicios básicos una constancia de posesión, la misma que solo será otorgada a quienes formen 
parte de lo regulado en la Ley 28687, Ley de desarrollo y complementaria de formalización de la 
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propiedad informal, acceso al suelo y dotación de servicios básicos, y en donde no calzan los 
posesionarios prescribientes generándose un entrampamiento normativo ya que el requisito 
solicitado, como es el caso de la constancia de posesión, regulado en el reglamento de la empresa 
prestadora del servicio, jamás podrá ser entregado por parte de la Municipalidad al posesionario 
prescribiente ya que este no ejerce la posesión informal en una propiedad del Estado. Así se 
encuentra establecido en la ordenanza municipal N° 1487 que regula el otorgamiento de 
constancia de posesión para la factibilidad de servicios básicos en el marco de la Ley 28687. 
Situación que finalmente limita al posesionario prescribiente, que no forma parte de la ordenanza 
en el marco de la ley del acceso a servicios públicos esenciales. Otro problema que sale a luz, y 
que puede ser considerado como una causa más del no acceso a servicios públicos esenciales, es 
que de no contar con constancia de posesión, las empresas que facilitan los servicios básicos 
requieren como requisito esencial copia literal que acredite la propiedad, apreciándose por parte 
de las empresas prestadoras de servicios básicos esenciales su alineación por la tesis constitutiva 
ya que asumen que los solicitantes del servicio solo serán propietarios cuando figuren inscritos 
en Registros Públicos. Situación que solo será posible una vez que se cuente con una sentencia 
que emita el Juzgado declarando propietario al poseedor. Conviene subrayar que solo lo declara 
en tal condición ya que el poseedor al cumplir lo consignado en la norma para prescribir ya se 
constituyó en propietario. La posición asumida por las empresas prestadoras de servicios dista 
mucho de lo señalado por el máximo intérprete de la constitución que en el caso 01573-2012-
PA/TC recalcó que, la demostración de la existencia previa de un título de propiedad no puede 
ser un condicionante para acceder a vital recurso hídrico considerado derecho humano 
fundamental (EX N° 1573-2012- PA/TC, 2013). Siendo esto así, no hay argumento valedero 
para denegar lo mínimo indispensable para desarrollarse en condiciones dignas y ello comprende 
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contar con servicios básicos indispensables para la vida. Por consiguiente todo servicio público 
considerado de consumo masivo y esencial para la vida, tales como el agua, saneamiento y 
suministro eléctrico no puede ser denegado por el Estado ya que su deber es facilitarlo con la 
finalidad de brindar condiciones adecuadas de vida a los ciudadanos, las mismas que generaran 
un impacto positivo en el diario vivir por cuanto su acceso produce externalidades. 
De las causas señaladas en los párrafos precedentes, lo concreto es que hoy por hoy 
existen ciudadanos en Lima Metropolitana que ven vulnerados sus derechos constitucionalmente 
protegidos ya que no tienen acceso a los servicios públicos esenciales, servicios que bajo la 
problemática que vive nuestro país por la pandemia sanitaria cobran mayor relevancia, no solo 
porque los mismos permiten a todo ser humano vivir en condiciones dignas sino porque su 
acceso permite poner en práctica otros derechos de vital importancia. Ahora bien, el derecho a 
los servicios públicos esenciales tales como el derecho al agua, alcantarillado, al suministro 
eléctrico, se pueden entender comprendidos dentro del derecho al respeto por la dignidad de la 
persona humana, dignidad comprendida dentro de los Derechos consignados en la Constitución, 
la misma que refiere en el Artículo 1 que “la defensa de la persona humana y el respeto a su 
dignidad son el fin supremo de la Sociedad y del Estado” (Constitución Política del Perú, 1993, 
art. 1). No obstante, y muy a nuestro pesar, esto parece haber quedado solo en el texto escrito ya 
que actualmente, existen muchos ciudadanos en Lima Metropolitana, específicamente en Barrios 
Altos que han vivido por muchos años y aún continúan viviendo sin servicios esenciales en sus 
hogares, los cuales permiten dinamizar otra serie de derechos amparados también en la 
constitución para mejorar las condiciones de vida. Ello debido a la posición asumida por las 
empresas predadoras de servicios básicos y a la regulación vigente reflejada a través de una 
ordenanza municipal N° 1487, comentada en párrafos precedentes, que regula el otorgamiento de 
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constancia de posesión para la factibilidad de servicios básicos en el marco de la ley 28687. 
Dicha ordenanza como ya se había mencionado no contempla a los posesionarios prescribientes 
ya que no forman parte de lo regulado en la Ley 28687, Ley de desarrollo y complementaria de 
formalización de la propiedad informal, acceso al suelo y dotación de servicios básicos (2006), 
norma que comprende según el artículo 3 de la misma “aquellas posesiones informales referidas 
en el artículo anterior, que se hubiesen constituido sobre inmuebles de propiedad estatal, hasta el 
31 de diciembre de 2004” (art. 3). En buena cuenta todo posesionario no comprendido en la ley 
28687 vera postergado el derecho de acceder a servicios indispensables para la vida porque no 
existe alternativa que le permita acceder a los mismos. 
Ahora bien, no son pocos los informes periodísticos que han dado a conocer múltiples 
incendios en quintas, solares y callejones de los Barrios Altos que no solo han destruido las 
pertenecías de este sector de la población sino que ha cobrado la vida de muchas personas. Para 
ser precisos, ello en mayor medida se ha producido en menores de edad y adultos mayores por el 
uso de velas u otros medios para no vivir en penumbras. Sin embargo, esto no parece preocupar a 
las autoridades competentes que ni con la coyuntura sanitaria por el COVID 19 voltean su 
mirada a la realidad de estos ciudadanos peruanos que con el afán de obtener el vital recurso 
hídrico en muchas ocasiones deben pagar hasta 2 veces más de su precio regular por el agua 
potable generando un perjuicio económico en sus ingresos, o lo que es peor terminan siendo 
víctimas de la corrupción que a través de malos funcionarios prometen la realización del trámite 
a cambio de una suma de dinero, lo cual no se puede permitir si buscamos contribuir con la lucha 
contra la corrupción que tanto daño le está haciendo a nuestro a país y que afecta en mayor 
medida a las poblaciones con menores recursos. Por esto, consideramos que el tema a tratar en el 
presente trabajo de investigación es de suma importancia, ello en razón que de no encontrar una 
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solución a la mencionada problemática las consecuencias en este sector de la sociedad que ve 
vulnerados sus derechos constitucionalmente protegidos podrían ser irreparables. Por cuanto el 
ciudadano y su familia sin acceso a servicios públicos esenciales para su desarrollo, están 
condenados a vivir con una inadecuada higiene personal, indebida asepsia en la elaboración de 
sus alimentos lo cual puede afectar no solo su salud, sino además su seguridad personal frente a 
la sociedad, situación que puede alterar el desarrollo normal de su vida ya que verá limitado su 
desarrollo integral. Además de ello, el ciudadano, carente de servicios públicos esenciales puede 
verse en desventaja frente a otro ciudadano que tiene acceso, por ejemplo, al servicio eléctrico, 
ya que el primero no podrá acceder a los medios de comunicación que de alguna manera u otra lo 
informarían de la coyuntura económica, política, sanitaria, social entre otras presentadas en 
nuestro país y al no contar con información las decisiones a tomar pueden devenir en su 
perjuicio. Lo cual no parece ser justo, sino discriminatorio. Puesto que se estarían vulnerando 
una serie de derechos considerados de obligatoria protección y respeto, originando una vida en 
condiciones indignas. 
La posición asumida por las empresas prestadoras de servicios básicos que decantan en la 
tesis constitutiva y por cual una persona con la condición de posesionario solo será propietaria 
cuando cuente con una sentencia de prescripción adquisitiva registrada en Registros Públicos a 
fin de que se expida la copia literal que refleje el dominio sobre el predio es errónea. Por cuanto 
desde su perspectiva, dicha sentencia recién constituye al posesionario en propietario, situación 
que debe señalarse no cuenta con aceptación mayoritaria en la doctrina y finalmente niega 
servicios básicos esenciales a la población. En este sentido, desde la perspectiva de Alan Pasco 
Arauco, y a la cual nos sumamos, optar por la tesis constitutiva contraviene lo consignado en el 
Código Civil, plenos distritales, plenos casatorios, entre otra normativa que señalan 
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expresamente que la propiedad se adquiere con el paso del tiempo mediante la prescripción 
adquisitiva de dominio (LP TV - Pasión por el derecho, 2019). Bajo esta línea, desde la posición 
de Gunther Hernán Gonzales Barrón el posesionario prescribiente sin sentencia ya es propietario, 
por cuanto la sentencia solo es declarativa más no constitutiva. Es decir, los jueces reconocen 
derechos preexistentes, reconoce un derecho ya adquirido, algo que ya se produjo y por lo cual el 
poseedor ya es propietario. En este orden de ideas también se ha pronunciado Jorge y Francisco 
Avendaño en su obra Derechos Reales en donde ambos autores decantan por la tesis declarativa 
al referir que el magistrado no vuelve al poseedor en propietario, sino que meramente declara 
que dicho poseedor se ha convertido en propietario siempre que se cumpla un periodo de tiempo 
consignado en el ordenamiento jurídico (Avendaño & Avendaño, 2019). Ahora bien, si los 
magistrados reconocen derechos que ya existen, y no crean derechos, por cuanto corroboran la 
existencia de una preeminencia jurídica a favor de una persona y eso es lo plasmado en un fallo 
judicial (LP Pasión por el derecho, 2017), desde nuestra perspectiva, por un lado, no parece 
razonable, que las municipalidades que se supone son las encargadas de buscar el desarrollo del 
ciudadano dentro de su competencia, no implementen medidas a fin de otorgar la constancia de 
posesión que permita al posesionario prescribiente el acceso a lo mínimo indispensable para el 
desarrollo que son los servicios públicos, específicamente acceso al agua potable, saneamiento y 
suministro eléctrico. Por otro lado, las empresas prestadoras de servicios bajo la tesis declarativa 
podrían considerar apto al poseedor prescribiente para que se le brinde los mencionados servicios 
ya que el juez solo termina declarándolo propietario, no constituyéndolo, por cuanto él ya es 
propietario. Ello en razón a que cumplió lo consignado en la norma para serlo. Dicho de otro 
modo, si en la usucapión el magistrado corrobora que se ha producido los componentes 
constitutivos de la prescripción adquisitiva y después de todo brinda el fallo judicial en la cual 
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declaran si el demandante se ha transformado en propietario por prescripción adquisitiva, solo lo 
declara, no lo constituye en tal condición jurídica, por cuanto él ya lo es. De tal manera que esta 
podría ser una salida a la tratada problemática, es decir, decantar por la tesis declarativa con la 
finalidad de salvaguardar derechos fundamentales ya que no resulta prudente seguir negando lo 
mínimo indispensable a quien según el Código civil ya se ha constituido en propietario. No 
obstante, es oportuno señalar, muy a nuestro pesar, que esto no está sucediendo, generando 
finalmente perjuicio en el posesionario prescribiente, vulnerando lo consignado en nuestra 
Constitución que comprende la defensa y respeto a una vida en condiciones dignas de todos los 
peruanos, vida digna que solo será posible si se cuenta con las condiciones mínimas necesarias 
para un desarrollo integral de la misma, es decir, con servicios básicos esenciales tales como 
agua potable, saneamiento y suministro eléctrico porque los mismos generan externalidades en la 
vidas de las personas. Siendo esto así, bajo la tesis declarativa, con la finalidad de salvaguardar 
derechos fundamentales, y la fuerza normativa de la Constitución reflejada en el artículo 38 que 
dispone que “todos los peruanos tienen el deber de […] respetar, cumplir y defender la 
Constitución” (pp. 28-29), consideramos deben facilitárseles a los posesionarios prescribientes 
servicios públicos esenciales ya que la citada disposición hace referencia tanto a los gobernantes 
como a los gobernados. Por consiguiente en situaciones en las que se vean expuestos derechos 
fundamentales, la fuerza o el valor normativo de la Constitución peruana pueden servir de 
argumento clave en pro de la defensa de la misma. Ello en razón a que están en riesgo derechos 
esenciales para la vida, y es precisamente por esa característica de esencial que no pueden ser 
denegados bajo ningún argumento. 
La problemática planteada en el presente trabajo de investigación la encontramos en un 
sector de la población del Cercado de Lima, específicamente en Barrios Altos, cuna del 
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criollismo del Perú. 
Por lo señalado en los párrafos precedentes, reiteramos la importancia que merece el tema 
que se tratará en el presente trabajo de investigación ya que consideramos que no se puede 
primar la forma antes que el fondo cuando se trata de Derechos consagrados en nuestra Carta 
Magna, menos aun cuando existe jurisprudencia que ha fallado a favor del respeto por los 
Derechos Fundamentales de toda persona, amparados no solo en nuestro ordenamiento jurídico 
interno, sino además protegidos por normas supranacionales de las cuales el Perú es parte. En 
este sentido, es oportuno señalar que la presente investigación tiene como finalidad analizar 
¿Cómo se ve afectado los derechos constitucionalmente protegidos de los posesionarios 
prescribientes de Barrios Altos con relación a la normativa que regula el acceso a servicios 
públicos esenciales? 
2. Pregunta de investigación 
¿Cómo se ve afectado los derechos constitucionalmente protegidos de los posesionarios 
prescribientes de Barrios Altos con relación a la normativa que regula el acceso a servicios 
públicos esenciales? 
2.1. Pregunta general 
¿Cómo se ve afectado los derechos constitucionalmente protegidos de los posesionarios 
prescribientes de Barrios Altos con relación a la normativa que regula el acceso a servicios 
públicos esenciales? 
2.2. Preguntas específicas 
¿Cómo regula la normatividad vigente el acceso a la instalación de servicios públicos 
esenciales? 
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¿Qué derechos constitucionalmente protegidos de los posesionarios prescribientes de 
Barrios Altos se ven vulnerados con la normatividad que regula el acceso a servicios 
básicos esenciales? 
3. Formulación de la hipótesis 
3.1. Hipótesis General 
La vigente normativa legal que regula la instalación de servicios básicos esenciales 
vulnera derechos constitucionalmente protegidos en nuestro ordenamiento jurídico 
interno y normas supranacionales. 
3.2. Hipótesis especificas 
Las normas que regulan el acceso a la instalación de servicios básicos no contemplan 
la posibilidad de que los posesionarios prescribientes accedan a los servicios públicos 
esenciales. 
Los derechos vulnerados con la vigente normativa son el derecho al agua, la dignidad, 
la salud, el derecho a la igualdad, el derecho a la educación y el derecho del 
consumidor o usuario. 
4. Objetivos 
4.1. Objetivo general 
Analizar cómo la normativa que regula el acceso a servicios públicos esenciales afecta 
los derechos constitucionalmente protegidos de los posesionarios prescribientes de 
Barrios Altos. 
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4.2. Objetivos específicos 
Determinar cómo regula la normatividad vigente el acceso a los servicios públicos 
esenciales. 
Identificar los derechos constitucionalmente protegidos de los posesionarios 
prescribientes de Barrios Altos vulnerados con la normatividad que regula el acceso a 
servicios básicos esenciales? 
5. Delimitación de la investigación 
El tema a desarrollarse en el presente Trabajo de Investigación tiene como escenario de 
estudio a una zona correspondiente al Cercado de Lima denominada Barrios Altos que, 
conjuntamente con el Damero de Pizarro, conforman el Centro Histórico de la ciudad de Lima. 
Siendo esto así, conviene subrayar que Barrios Altos, se convierte en el barrio más antiguo del 
Perú y quizás de Sudamérica. Lo paradójico en esta situación es que pese a su antigüedad existen 
zonas de Lima Cercado que no cuentan a la fecha con acceso a servicios básicos esenciales, 
situación que posiciona en mayor vulnerabilidad a las personas que carecen de indispensables 
servicios, aún en mayor medida bajo la coyuntura sanitaria que enfrenta nuestro país y el mundo 
y que está cobrando la vida de muchos ciudadanos. Ello debido a que este sector de la población 
no podrá realizar un adecuado y continuo lavado de manos a fin de evitar contraer el COVID 19 
porque no cuentan con vital recurso. Respecto al periodo en el cual se realiza la presente 
investigación podemos señalar que dicho estudio se ha efectuado entre el año 2019 y 2020 
resaltando que la problemática que afecta a este sector de ciudadanos existe desde hace mucho 
tiempo. Ahora bien, cabe destacar que siendo el objeto de estudio en el presente trabajo la 
normativa que regula el acceso a servicios públicos esenciales y la vulneración de derechos 
constitucionalmente protegidos de los posesionarios prescribientes de Barrios Altos, se realizará 
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en el desarrollo del presente trabajo de investigación la explicación conceptual de ciertos 
términos que permitan la comprensión adecuada del tema tratado. Entre tales términos tenemos 
qué se entiende por una norma, cuál es el concepto de servicios públicos, cuando nos 
encontramos ante la vulneración de derechos constitucionalmente protegidos, y qué se entiende 
por posesionario prescribiente. 
6. Justificación 
El término de la transgresión de los derechos fundamentales llamados también derechos 
constitucionales o derechos humanos que decanta en una vida en condiciones indignas de los 
posesionarios prescribientes de Barrios Altos es lo que motiva el estudio realizado en el presente 
trabajo de investigación. Ello debido a que el ser humano solo podrá alcanzar su desarrollo en 
condiciones óptimas si cuenta con lo mínimo indispensable para vivir, lo cual implica contar con 
servicios públicos esenciales para el desarrollo de su vida. Entre estos servicios esenciales 
encontramos la factibilidad del servicio de agua potable, de suma importancia para el uso y 
consumo humano, y para la materialización de otros derechos que devienen del acceso a vital 
recurso hídrico ya que el acceso al agua genera externalidades en la población en diversos 
aspectos de la vida, por consiguiente su no acceso puede producir grave perjuicio en el estado de 
salud de aquellos que carecen de la misma. No obstante, este no es el único ya que podemos 
encontrar también aquí al saneamiento y suministro eléctrico, siendo este último el que permite 
acceder al portafolio de bienes durables que eleva la calidad de condiciones de vida de la 
población. Servicios esenciales que dicho sea de paso hoy por hoy cobran mayor relevancia 
debido a la coyuntura sanitaria por el COVID 19 que azota no solo al Perú sino además al 
mundo. Ahora bien, pese a ser de vital importancia para la vida del hombre contar con estos 
servicios públicos esenciales, a la fecha existen muchos ciudadanos que no tienen acceso a los 
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mismos, vulnerándose de este modo una serie de derechos fundamentales. Ello en razón a que el 
no acceso al elemento hídrico vital tiene repercusiones en la vida de los ciudadanos, a todas luces 
contradictorias con el valor máximo que se le otorga a la persona en nuestro ordenamiento 
jurídico. 
Atendiendo esta problemática, mediante la materialización de la fuerza normativa de la 
Constitución se podría lograr un desarrollo positivo en la sociedad a través de la facilitación al 
acceso de servicios indispensables por cuanto ello producirá una mejora en la calidad de vida de 
este sector de la población. Situación que finalmente devendría en beneficios para los ciudadanos 
que a la fecha no cuentan con servicios básicos ya que no verían en riesgo su salud, educación, 
alimentación, entre otros derechos que devienen del acceso al agua, saneamiento y el servicio 
eléctrico. Todo ello en razón a que no se trata, de pregonar que el Estado peruano si considera a 
los derechos fundamentales en su ordenamiento, porque ello muchas veces es papel mojado en 
tinta, se trata de movilizar todo el engranaje que interviene en la facilitación de servicios 
esenciales por cuanto los mismos son lo mínimo indispensable que necesita la persona para 
afianzar el goce o disfrute de los derechos recogidos en nuestra Carta Magna y en normas 
supranacionales. 
7. Marco Teórico 
7.1. Bases teóricas 
El tema abordado en el presente Trabajo de Investigación tiene una estrecha relación con 
los derechos consagrados en nuestra Constitución que tiene la persona humana por el simple 
hecho de serlo y que están regulados en normas supranacionales que todo país que se considere 
un Estado de Derecho debe respetar. De esta manera es preciso señalar que a nivel internacional 
nuestro país forma parte de diversos compromisos internacionales por los cuales el Estado 
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peruano debe procurar facilitar el acceso a lo mínimo indispensable para el crecimiento de la 
persona en comunidad lo cual implica contar con servicios públicos esénciales. Dentro de este 
marco internacional, en primer lugar, tenemos lo establecido en la Declaración Universal de 
Derechos Humanos en la cual se consigna que “Toda persona tiene derecho a un nivel de vida 
adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar […]” (Declaración 
Universal de los Derechos Humanos, 1948, art 25.1). De lo señalado expresamente en la 
normativa supranacional se puede comprender que el bienestar se alcanzara cuando se cuente 
con lo mínimo indispensable para desarrollarse en sociedad, ello significa contar con servicios 
básicos esenciales tales como acceso al agua potable, saneamiento y suministro eléctrico. En 
segundo lugar tenemos a la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de 
Discriminación contra la Mujer en donde se precisa el derecho a “Gozar de condiciones de vida 
adecuadas, particularmente en las esferas de la vivienda, los servicios sanitarios, la electricidad y 
el abastecimiento de agua, el transporte y las comunicaciones” (Convención sobre la Eliminación 
de todas las formas de Discriminación contra la Mujer, 1987, art. 14, inciso 2, literal h). Bajo lo 
señalado es imposible pensar que los seres humanos podrán alcanzar condiciones de vida 
adecuadas si se limita el acceso a lo minino indispensable para desarrollarse como persona. En 
este sentido es deber del Estado peruano garantizar la factibilidad a vitales servicios ya que de 
ellos depende la vida y salud de los ciudadanos También es preciso hacer referencia a la 
Convención sobre los Derechos del Niño en la cual se deja expresamente señalado que se debe 
“Combatir las enfermedades y la malnutrición en el marco de la atención primaria de la salud 
[…], y el suministro de alimentos nutritivos adecuados y agua potable salubre, […] (Convención 
sobre los Derechos del Niño, 1989, art. 24, inciso 2, literal c). Es decir, un Estado que tiene como 
prioridad entre otros temas la salud de la población infantil debe procurar facilitar de vital 
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recurso como es el agua potable a los sectores que carecen del mismo sin discriminación alguna 
ya que solo de esta manera sus condiciones de vida mejoraran. Todo ello debido a que no se 
puede hablar de condiciones adecuadas para la persona sino se cuenta con lo mínimo necesario 
para vivir de manera digna. Habría que decir también que la Convención sobre los Derechos de 
las Personas con Discapacidad respecto a los servicios esenciales ha señalado que se debe 
“Asegurar el acceso en condiciones de igualdad de las personas con discapacidad a servicios de 
agua potable y su acceso a servicios, […]” (Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad, 2006, art. 28, inciso 2, literal a), por la sencilla razón de que ello generara 
externalidades en diversos ámbitos de la vida de aquellos que tienen acceso a los mismos. 
Todavía cabe señalar al Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales por 
el cual se deja constancia en el art. 11. 1. “[…] el derecho de toda persona a un nivel de vida 
adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados [...]” y el 
artículo 12 que dispone, “[…] el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de 
salud física y mental […]” (Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
1966, arts. 11-12). Derechos que por cierto no solo deben quedar como tinta sobre el papel, sino 
que solo podrán materializarse de contar con servicios básicos esenciales Se debe agregar que en 
la Resolución 64/292, de fecha 28 de julio del 2010 se hizo el reconocimiento explícito del 
derecho humano al agua potable y al saneamiento, como derecho sustancial para la 
materialización de los otros derechos fundamentales (Asamblea General de las Naciones Unidas, 
2010). Motivo por el cual en el año 2017 el Perú incluyo en el artículo 7-A de la Constitución 
vigente el derecho fundamental del acceso al agua potable por lo cual el Estado reconoce el 
acceso de forma progresiva y universal al recurso hídrico vital (Ley N° 30588 de Reforma 
Constitucional que reconoce el Derecho de Acceso al Agua como Derecho Constitucional, 
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2017). No obstante, es oportuno señalar que aún existe en nuestro país un gran sector de la 
población entre rural y urbana que no cuenta con vital recurso hídrico lo cual los expone a mayor 
vulnerabilidad debido a la pandemia del COVID 19 que enfrenta nuestro país y que está siendo 
la causante de muchos decesos en el Perú. En razón a ello, es necesario trabajar para que 
importante derecho se materialice generando beneficios en la población. Pero no solo porque 
tenemos una pandemia que azota a nuestro país y porque una de las defensas para prevenir 
contraer el mortal virus es mediante el protocolo adecuado de lavado de manos y desinfección, 
sino porque contar con esenciales servicios permite que las personas alcancen vida en 
condiciones adecuadas que por derecho le corresponde ya que la misma es considerada con 
máximo valor en nuestro ordenamiento jurídico. 
De esta manera se puede señalar que la privación del acceso a los servicios públicos 
esenciales, tales como el agua potable, saneamiento, servicio eléctrico, entre otros, comprende la 
afectación a un derecho humano que toda persona posee, ya que tienen estrecha relación o se 
resumen en el respeto por su dignidad. Motivo por el cual se considera que la denegación a la 
accesibilidad de servicios públicos esenciales como son el agua potable, saneamiento, servicio 
eléctrico entre otros, no solo vulnera derechos establecidos en nuestra normativa interna que el 
Estado debe amparar, sino que además atropella derechos consagrados en normas 
supranacionales que todo Estado debe respetar por cuanto ello implica el compromiso y deber de 
los países de trabajar con la finalidad de brindar calidad de vida a sus ciudadanos. 
A modo de adelanto podemos señalar que todo posesionario que busque acceder a 
servicios básicos esenciales en primer lugar recurre a las empresas prestadoras de los servicios 
tales como SEDAPAL, ENEL entre otros a fin de que pueda acceder a los mismos. Dichas 
empresas solicitan como requisito para su acceso un documento denominado constancia de 
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posesión, expedida por la municipalidad competente, la cual no será otorgada a quienes no 
formen parte de la ordenanza municipal N° 1487 que regula la entrega de constancia de posesión 
para la factibilidad de servicios básicos en el marco de la Ley 28687, norma que a groso modo, 
comprende en el artículo 3 a las posesiones informales que se hubiesen conformado sobre 
inmuebles de pertenencia del Estado hasta el 31 de diciembre de 2004 (Ley de desarrollo y 
complementaria de formalización de la propiedad informal, acceso al suelo y dotación de 
servicios básicos N° 28687, 2006). Lo cual resulta paradójico por cuanto es competencia de la 
autoridad edil el desarrollo local de obras que hagan posible la mejora en la calidad de vida de 
los ciudadanos. Ahora bien, a fin de poder acceder por lo menos al agua potable los ciudadanos 
carentes de servicios deben desembolsar en muchas ocasiones hasta dos veces más de su precio 
regular por el agua potable, ya que vital recurso es indispensable para su alimentación, aseo, 
salud, etc. Lo cual finalmente genera un perjuicio económico en personas con escasos recursos. 
No siendo suficiente con la falta de regulación en perjuicio de los posesionarios 
prescribientes no contemplados en la ley 28687, a modo de brindar pseudo soluciones a los 
usuarios, las empresas prestadoras de los servicios básicos, requieren como requisito esencial 
copia literal que acredite la propiedad, decantando erróneamente por la tesis constitutiva de la 
propiedad, la misma que vulnera el derecho humano a contar con servicios públicos esenciales, 
situación que solo termina perjudicando a los mismos. Por cuanto al solicitar dicho documento 
asumen que los mencionados posesionarios solo serán propietarios cuando figuren inscritos en 
Registros Públicos, situación que solo será posible una vez que se cuente con una sentencia que 
emita el Juzgado declarando propietario al poseedor por cuanto esté ya se constituyó como 
propietario al cumplir lo establecido en la norma para serlo. Esta posición por la tesis constitutiva 
desde la perspectiva del abogado, docente de la Universidad Mayor de San Marcos y magister en 
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Derecho Civil Alan Pasco Arauco, y a la cual nos sumamos contraviene lo consignado en el 
Código Civil, entre otra normativa que señalan expresamente que la propiedad se adquiere con el 
paso del tiempo mediante la prescripción. En consecuencia, el prescribiente sin sentencia ya es 
propietario, por cuanto la sentencia solo es declarativa más no constitutiva (LP TV - Pasión por 
el derecho, 2019). Siendo esto así, el Abogado y Magíster en Derecho Civil de la Pontificia 
Universidad Católica del Perú Gunther Hernán Gonzales Barrón refiere que no se debe olvidar 
que los magistrados reconocen derechos preexistentes. Por lo cual la sentencia solo reconoce un 
derecho ya adquirido, algo que ya se produjo y por lo cual el poseedor ya es propietario, la 
sentencia no lo constituye en propietario, porque él ya lo es desde que cumplió lo señalado en la 
norma para prescribir (LP Pasión por el derecho, 2017). Bajo esta misma perspectiva se ha 
pronunciado Jorge y Francisco Avendaño en su obra Derechos Reales donde ambos autores 
decantan por la tesis declarativa al referir que el magistrado que tiene bajo su dirección el 
proceso de prescripción no hace a la persona con condición de poseedor en propietario sino que 
resuelve que todo sujeto con condición de posesionario se ha vuelto propietario al cumplir el 
plazo establecido en el Código Civil. Este es uno de los motivos por el cual los magistrados no 
son los únicos que cuentan con la facultad para declarar que se ha efectuado la prescripción 
adquisitiva de dominio. (Avendaño & Avendaño, 2019)  
De lo señalado se puede concluir que al cumplir lo consignado en la norma para 
prescribir, el posesionario se constituye en propietario, es decir se erige en propietario, motivo 
por el cual al acudir al despacho de un magistrado civil mediante un proceso de prescripción, el 
mismo finalmente lo declarara como tal, no lo constituye. Así se encuentra claramente 
establecido en nuestra normativa civil. No obstante, pese a lo señalado en la normativa, existe 
una posición contraria a lo establecido en nuestro Código Civil reflejada no solo en la doctrina 
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sino además en fallos de la Corte Suprema y por la cual se señala que la sentencia que expide el 
magistrado recién constituye al poseedor en propietario, motivo por el cual no tendrá tal 
condición si no acude a un proceso de prescripción, haciendo una obligación acudir al juzgado. 
Ahora bien, siguiendo la línea de Javier y Francisco Avendaño consideramos que la resolución 
emitida por el juez solo declara al posesionario en propietario por cuanto él ya se ha constituido 
al cumplir lo consignado en la norma. Pues bien, si ya se ha constituido en propietario ¿por qué 
denegar lo esencial para el desarrollo de su vida que finalmente implica contar con servicios 
básicos esenciales tales como acceso al agua potable, saneamiento y suministro eléctrico? ¿Por 
qué limitar su acceso? cuando ello puede devenir en consecuencias irreparables para el sector 
que carece de los mismos, no solo para la salud de las personas que carecen de tales servicios, 
sino para que puedan alcanzar vida en condiciones adecuadas ya que así se encuentra establecido 
en nuestra Constitución. En este orden de ideas se ha pronunciado la Corte Suprema en diversas 
sentencias, tales como la Casación N° 1118-2013, San Martín, citado por Pozo & Juárez (2015) 
en la cual se señala que la prescripción se produce de pleno derecho y nuestro marco normativo 
no compele que para obtener este derecho, tenga antes que conseguirse fallo judicial a favor que 
así lo manifieste dentro de un proceso de prescripción adquisitiva. Esto en razón a que el artículo 
952 del Código Civil señala que quien obtiene un bien por prescripción “puede” interponer 
demanda para que el magistrado lo declare propietario del bien. Es decir, iniciar un juicio de 
prescripción adquisitiva de dominio es una opción, más no una obligación. Lo que no implica 
que aquella persona que posea un bien inmueble no tenga derechos sobre el mismo ya que 
nuestro Código Civil es sumamente claro al consignar la palabra “puede”. Para ser precisos este 
posesionario sin necesidad de una sentencia ya se constituyó en propietario porque cumplió lo 
establecido en la norma y no existe obligación de acudir a la instancia judicial a solicitar una 
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sentencia emitida por el juez, por cuanto ello es solo de manera opcional de conformidad con 
nuestra normativa civil. Sin embargo, es preciso señalar que en algunas situaciones no se ha 
considerado como tal, al posesionario, por haber dejado de acudir al Poder Judicial e iniciar la 
demanda de prescripción, siendo esto solo de manera opcional. Lo cual debemos señalar 
contradice lo señalado en muestro marco jurídico y de manera indirecta conlleva a que este 
poseedor realice desembolsos económicos en toda gestión y tramite respectivo al proceso de 
prescripción. Con lo cual discrepamos ya que tales decisiones generan una falta de 
predictibilidad en las decisiones emitidas por el Poder Judicial por cuanto en algunos casos 
nuestra Corte Suprema si valora la condición de posesionario constituido como propietario y en 
otros casos simplemente se desconoce tal situación lo cual resulta contradictorio. Ahora bien 
encontrar esta contraposición en doctrina puede ser comprensible, pero que tal contradicción se 
presente en fueros de la Corte Suprema es francamente preocupante ya que no existe un norte 
claro para los operadores jurídicos ni uniformidad en las decisiones tomadas por temas tratados 
con mucha frecuencia y de suma importancia para el Derecho Cabe señalar que esta misma 
posición se aprecia en la sentencia 003-2015 Tacna, la misma que en términos sencillos no solo 
afirma una posición a favor del carácter declarativo de la sentencia estimatoria en el proceso de 
prescripción adquisitiva de dominio, sino que también hace referencia al cuarto pleno civil que 
en su numeral 5.6 señala que la mera alegación del demandado, en el sentido de haber adquirido 
el bien por usucapión, no es suficiente para desestimar la pretensión de desalojo y declarar la 
improcedencia de la demanda. Por lo cual corresponde al juez del desalojo considerar los medios 
de prueba en los cuales sustente el demandado su derecho invocado sin que ello signifique que 
dicho magistrado deba o se encuentre facultado a emitir decisión sobre la usucapión (Corte 
Suprema de Justicia de la República, 2017). Cabe destacar que este pronunciamiento ha sido 
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reiterado por la Corte Suprema a través de la Casación 294-2018- Lima, la misma que también es 
de desalojo por posesión precaria y en donde se concluye que ha de corresponder a la instancia 
de mérito efectuar una valoración probatoria completa que le permita expresar un 
pronunciamiento con la debida motivación sobre el caso materia de análisis ello de conformidad 
a los lineamientos señalados en el Cuarto Pleno Casatorio Civil (Corte Suprema de Justicia de la 
República, 2019). 
De acuerdo a todos los fallos consignados hasta el momento más el cuarto pleno casatorio 
civil, el derecho de propiedad del usucapiente surge al cumplimiento del plazo con los 
requerimientos que exige la norma, por lo cual no se necesita sentencia y esto señalado tiene 
efectos prácticos. Ya que por un lado un demandante puede demandar desalojo contra un 
usucapiente y este ante dicha demanda puede mostrar su acerbo probatorio y decirle al 
magistrado que no debe considerarlo precario por cuanto su condición es la de propietario del 
bien y aunque no cuente con su derecho declarado, la sentencia que así lo haga es meramente 
declarativa, ya que solo reconoce un derecho preexistente que se constituyó al cumplir lo 
establecido en nuestro marco jurídico para adquirir un bien inmueble, por lo tanto puede oponer 
su derecho ya que bajo la tesis declarativa este usucapiente es ya propietario. Cabe resaltar que si 
bien asumimos esta posición en el caso materia de análisis los posesionarios a los que se hace 
referencia son aquellos que si han iniciado un proceso de prescripción adquisitiva de dominio, 
los mismos que esperan una sentencia en donde se les declare propietario, porque ya lo son. Por 
lo tanto, siendo esta su condición buscan acceder a los servicios básicos esenciales, sin embargo 
los mismos son denegados mientras no presenten una copia literal a la empresa prestadora de 
servicios, documento que solo obtendrán al registrar la sentencia en SUNARP por mandato del 
juez, a fin de que el posesionario aparezca como titular de dominio del predio materia de 
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prescripción, Situación que finalmente generara que el tiempo para acceder a servicios 
indispensables se amplíe, por consiguiente se vulneren derechos fundamentales. Por ello, 
creemos que no hay razón para privar de vitales servicios cuando ya opero la prescripción y se 
inició la demanda por ello, menos aun cuando están de por medio derechos fundamentales de la 
persona. Esta falta de consenso respecto al tema planteado ha ocasionado que hoy por hoy en 
tiempos de pandemia, y en donde se exigen protocolos de higiene a fin de evitar ser uno más en 
las estadísticas de contagiados por COVID 19, un sector de la población no cuente con servicios 
básicos tales como acceso al agua potable saneamiento y suministro eléctrico, condenándolos a 
ser vulnerables a este virus que está cobrando la vida de muchas personas sin que las autoridades 
facultadas para brindar solución realicen algo al respecto, desconociendo el valor supremo 
otorgado a la persona en nuestra Constitución, máxima norma de nuestro ordenamiento jurídico. 
Ahora bien, posición contraria se ha considerado en la Casación Nº 10590-2012, 
Cajamarca, citado por Pozo Sánchez y Juárez Taipe (2015) sobre prescripción adquisitiva de 
dominio la cual señala lo siguiente “Para adquirir un inmueble en propiedad por prescripción es 
indispensable que medie un proceso judicial o administrativo (notarial) según corresponde” (p. 
286). En este sentido, Pozo & Juárez (2015) señalan que debería decantarse por la tesis 
constitutiva ello en razón a que la exigencia de una sentencia constitutiva de alguna manera u 
otra aseguraría que los poseedores sean más diligentes con la propiedad adquirida lo cual 
incentiva la inscripción del derecho de propiedad ganado. La citada casación es una de las 
muestras de la falta de uniformidad en las decisiones tomadas por las autoridades que 
administran justicia respecto a la naturaleza de la sentencia de prescripción. Bajo esta posición la 
persona con la condición de poseedor solo se constituirá en propietario cuando el juez expida la 
sentencia. En este orden de ideas antes de la emisión de la resolución el propietario podrá 
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reclamar su derecho. Sobre la posición planteada surge muchas interrogantes, no obstante, 
queremos detenernos solo en una a modo de ejemplo. Si la posición por la tesis constitutiva es 
certera, el plazo consignado en la norma para prescribir un bien inmueble ya no seria 10 años 
sino que a ese periodo habrá que incrementársele el plazo en el cual se desarrolle el proceso de 
prescripción lo cual no resulta razonable si lo que en verdad se busca es actuar respetando lo 
consignado en nuestro ordenamiento jurídico. Ahora, independiente a ello se estaría 
transgrediendo el artículo 1 de nuestra Constitución y por el cual se deja expresamente señalado 
que el individuo y su libertad es el centro de toda decisión por parte del Estado. La posición que 
afirma la naturaleza jurídica constitutiva del fallo judicial que declara fundada la demanda de 
prescripción adquisitiva de dominio también se aprecia en la sentencia de casación 3332-2013 La 
Libertad, ya que la misma refiere entre sus considerandos que el haber cumplido el plazo 
estipulado en la norma y los requisitos para la prescripción solo se genera un derecho 
expectaticio respecto del derecho de propiedad. Motivo por lo cual es necesario que tal derecho 
sea declarado por la autoridad competente mediante sentencia firme, es decir consentida o 
ejecutoriada, que declare propietario del bien al beneficiario. En buena cuenta se concluye que es 
necesario contar con un fallo judicial firme. En razón a ello si uno se encuentra en trámite de 
apelación se considera que no se tiene el derecho de propiedad porque no existe aún sentencia 
firme que así lo señale (Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República, 
2014). Argumento que se respeta en el presente trabajo pero que no se comparte. Ahora bien, la 
sentencia de casación 993-2006 Lima, también precisa la naturaleza jurídica constitutiva del fallo 
judicial que declara fundada la demanda de prescripción adquisitiva de dominio por cuanto aquí 
la Corte Suprema a través de su Sala de Derecho Constitucional y Social en una demanda de 
nulidad de acto jurídico que interpone el usucapiente ratifica el carácter de infundado de esta 
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demanda bajo el argumento que se encontraba en trámite la apelación. Es decir, al considerar que 
no había una sentencia firme, el usucapiente no era dueño, y por lo tanto el titular anterior podría 
transferir la propiedad del bien sin problema alguno (Sala Constitucional y Social Transitoria, 
2007). Precisado lo anterior es importante resaltar, respecto a la naturaleza jurídica de la 
sentencia que declara fundada la demanda de prescripción adquisitiva de dominio, que nuestra 
Corte Suprema debe tomar una posición y sentar un precedente que facilite a los operadores 
jurídicos, entre ellos los justiciables, que dicho sea de paso son finalmente los destinatarios de las 
resoluciones casatorias sobre todo de la jurisprudencia vinculante, tener un norte sobre la 
naturaleza jurídica de la sentencia que declara fundada la demanda en el proceso de prescripción 
interpuesto por el usucapiente. Ya que solo con dicho precedente se podrá zanjar el problema de 
la falta de uniformidad en los fallos judiciales, por cuanto mediante lo decidido se señalara de 
manera definitiva que el fallo judicial que declara fundada la demanda en el proceso de 
prescripción adquisitiva de dominio tiene efectos constitutivos o efectos declarativos. En buena 
cuenta será un norte a seguir por los operadores jurídicos y justiciables para definir su línea de 
acción en un caso de prescripción adquisitiva. 
Vista las dos posturas es válido referir que en el presente trabajo de investigación, en 
cuanto a doctrina, se ha asumido una postura la cual se alinea a lo consignado por Alan Pasco 
Arauco, Gunther Hernán Gonzales, Jorge Avendaño y Francisco Avendaño. Respecto a los fallos 
emitidos por la Corte Suprema la postura adoptada en el trabajo realizado se alinea a los fallos 
judiciales que consideran que la naturaleza jurídica de la sentencia que declara fundada la 
demanda de prescripción es meramente declarativa, por cuanto no se puede solo considerar a una 
prescripción por la existencia de una sentencia, que debemos subrayar, solo declara al 
posesionario en propietario, ya que el posesionario se constituyó en propietario al cumplir lo 
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establecido en la normativa civil. De esta manera, Gonzales Barrón precisa que si alguien señala 
que la prescripción solo aparece cuando las personas concretan su situación ante un notario o 
ante un magistrado, entonces lo que sucedería sería que la situación del posesionario no es de 
hecho, sino que necesitaría un título formal que acredite la nueva condición jurídica. Lo que sería 
una contrariedad en llamarlo posesión de hecho. En este sentido y bajo lo señalado, 
consideramos un despropósito no contemplar a ese sector de posesionarios para la entrega de la 
constancia de posesión que finalmente permitirá el acceso a servicios básicos esenciales para 
alcanzar una vida en condiciones dignas, o en su defecto se considere apto al poseedor 
prescribiente para que se le brinde los mencionados servicios ya que el juez con su sentencia solo 
termina declarándolo propietario, no constituyéndolo, por cuanto él ya es propietario. En 
consecuencia, con la finalidad de salvaguardar derechos constitucionalmente protegidos seria 
idóneo que las empresas prestadoras del servicio, adoptando la tesis declarativa puedan 
contemplar al posesionario prescribiente en su regulación a fin de que los mencionados 
ciudadanos accedan a lo mínimo indispensable para el desarrollo de su vida. Ya que resulta poco 
razonable denegar lo esencial para vivir en condiciones adecuados solo porque se prima la 
entrega de un documento por sobre el respeto a un derecho fundamental olvidando que los 
servicios públicos esenciales tales como agua potable y saneamiento son necesarios para la vida, 
salud y dignidad de la persona. Teniendo presente la suma importancia que comprenden los 
servicios básicos en la vida del hombre es que una primera salida para esta problemática seria 
incluir en la regulación de la ley 28687 a los posesionarios prescribientes de Barrios Altos a fin 
de que la autoridad edil facilite la constancia de posesión que permite que los usuarios accedan a 
los servicios indispensables. La segunda salida seria considerar de manera excepcional a los 
posesionarios prescribientes para la facilitación de los servicios ya que los mismos son 
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propietarios por cuanto se constituyeron como tales al cumplir lo consignado en la norma y han 
entablado juicio de prescripción para que se les declare en tal situación. 
 
 
Fuente: (LP TV - Pasión por el derecho, 2019), (LP Pasión por el derecho, 2017), (Avendaño & Avendaño, 2019), 




El cuadro precedente muestra a groso modo las posiciones antagónicas referentes a la naturaleza 
de la sentencia de prescripción adquisitiva de dominio, no solo en la doctrina peruana sino 
también en fallos de la Corte Suprema lo cual genera cierta incertidumbre ante la falta de 
Tesis declarativa
Optar por la  tes is  consti tutiva  contraviene lo cons ignado en el  C.C., 
plenos  dis tri ta les , plenos  casatorios , entre otra  normativa  que 
señalan expresamente que la  propiedad se adquiere con el  paso 
del  tiempo mediante la  P.A.D.
Alan Pasco 
Arauco
Si  bien crítica  a  Pasco por pretender igualar los  remedios  
posesorios  a  los  de la  propiedad a l  postular que un desalojo s i rve 
para  di lucidar el  dominio y también la  usucapión, coincide con el  
respecto a  que el  P.P. s in sentencia  ya  es  propietario, por cuanto la  
sentencia  solo es  declarativa  más  no consti tutiva. Los  jueces  
reconocen derechos  preexis tentes , adquiridos , por lo cual  el  
poseedor ya  es  propietario. 
La  usucapión opera  de pleno derecho y la  ley no obl iga  que para  
adquiri r este derecho tenga previamente que obtenerse sentencia  
favorable que as í lo declare dentro de un proceso sobre P.A.D., 
dado que el  art. 952 del  C.C. es  claro a l  establecer que quien 
adquiere un bien por prescripción ‘puede’ entablar juicio para  que 









El  juez no hace a l  poseedor propietario, s ino que declara  que el  
poseedor se ha  vuelto propietario a l  cabo de un tiempo. Esta  es  la  
razón por la  que el  juez no es  el  único facultado para  declarar la  
prescripción.                                                                                                             
“La  resolución judicia l  es  declarativa: el  juez no hace a l  poseedor 
propietario, s ino que declara  que el  poseedor se ha  vuelto 





Para  adquiri r un inmueble en propiedad por prescripción 
es  indispensable que medie un proceso judicia l  o 
adminis trativo según corresponde, y s i  antes  que el lo 
acontezca  se produce a lgún elemento perturbador o que 
afecte a lgunos  de los  requis i tos  que la  ley exige, la  
pretens ión prescriptoria  no podrá  ser estimada en la  
medida que las  exigencias  legales  no concurran 
satis factoriamente; esto es , la  paci ficidad y esta  no se 
da  por haber s ido el  recurrente demandado por 
reivindicación, de lo que claramente se denota la  
exis tencia  de confl icto entre los  sujetos  procesales  
desde mucho antes  que se plantee la  demanda de 
reivindicación; por lo que se ha  interrumpido el  término 
de la  prescripción; en consecuencia  no se ha  infringido 
el  artículo 953 del  C.C.
Debería  decantarse por la  tes is  consti tutiva  el lo en razón 
a  que la  exigencia  de una sentencia  consti tutiva  de 
a lguna manera u otra  aseguraría  que los  poseedores  
sean más  di l igentes  con la  propiedad adquirida  lo cual  
incentiva  la  inscripción del  derecho de propiedad 
ganado
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uniformidad en temas de suma relevancia pero sobre todo reiterados. Consignada ambas 
posiciones es preciso señalar que nuestra postura se alinea a la expresada por Gunthern Garrón 
Gonzales, esto es la sentencia tiene naturaleza declarativa, ya que al culminar el proceso de 
prescripción la sentencia expedida por el juez que lleva la causa es meramente declarativa ya que 
el mismo solo reconoce un derecho ya constituido al cumplir lo consignado en la norma para 
prescribir. Ahora bien, a modo de contar con un norte a seguir respecto al tema tratado, 
consideramos que la Corte Suprema debe adoptar una postura, sea esta declarativa o constitutiva 
mediante un pleno casatorio civil. Ello debido a que tal postura asumida permitirá saber cómo 
desenvolvernos en esto temas de prescripción, ya que si bien en doctrina la posiciones pueden ser 
discrepantes, finalmente son opiniones y quedan en eso. No obstante, esto debe evitarse en las 
decisiones tomadas por la Corte Suprema ya que si no existe un norte a seguir las decisiones 
tomadas que en una situación consideran que la naturaleza jurídica de la sentencia es constitutiva 
y en otras situaciones que es declarativa puede generar suspicacias, las mismas que resquebrajan 
la seguridad jurídica de suma importancia en la administración de justicia. 
Antes de centrarnos en el tema que convoca al presente trabajo de investigación es 
necesario detenernos para explicar, de manera concisa, las formas mediante las cuales el 
ciudadano peruano puede obtener la propiedad de un bien mueble o inmueble de conformidad 
con nuestra normativa civil. En este sentido, es preciso señalar que de conformidad con nuestro 
ordenamiento jurídico la propiedad se adquiere en forma originaria y en forma derivada. Cuando 
se adquiere en forma originaria no hay un sujeto que transmite la propiedad, no existe un sujeto 
que antes tenía la propiedad y que ahora renuncia a la misma para que sea transmitida al 
adquiriente, aquí aparece la propiedad de modo unilateral, por lo cual se conoce como 
adquisición unilateral, por cuanto hay solo una parte. Dicho en sencillo por la adquisición 
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originaria el propietario adquiere la propiedad sin que otro lo transmita (Avendaño & Avendaño, 
2019). Ahora bien dentro de la adquisición originaria tenemos ciertos tipos de adquisición. En 
primer lugar, tenemos a la apropiación civil, que es necesario señalar, es lícita, y que se 
diferencia de la apropiación ilícita que es un tipo penal. La apropiación civil consiste en coger 
bienes que no son de nadie. A modo de ejemplo es válido señalar que el artesano coge las 
conchitas de mar y los convierte en un collar. Estas conchitas ya transformadas es un nuevo bien 
y pertenece al artesano. Este tipo de adquisición está regulado en el artículo 929 de nuestro 
Código Civil de 1984 del cual se desprende que la apropiación civil consiste en hacer suyos 
bienes muebles que no son de nadie. En segundo lugar, tenemos la especificación, que es la 
transformación de un bien mueble en otro bien mueble con nuevas características dando lugar a 
una nueva propiedad. Por ejemplo si se toma un hilo y se hace una chompa, el propietario de esa 
chompa es el que elaboro la misma, el artesano, ya que el Código Civil peruano de 1984 señala 
que “El objeto que se hace de buena fe con materia ajena pertenece al artífice, pagando el valor 
de la cosa empleada. […]” (art. 237). Es decir, que quien transforma una materia prima en otro 
bien, es dueño del otro bien, con la obligación de retribuir el valor de la materia prima a su 
dueño. En tercer lugar, tenemos a la mescla, regulada también en nuestro Código Civil de 1984 
específicamente en el segundo párrafo del artículo 937 que refiere expresamente lo siguiente 
“[…] La especie que resulta de la unión o mezcla de otras de diferentes dueños, pertenece a éstos 
en proporción a sus valores respectivos” (art. 937). En buena cuenta de conformidad con nuestro 
ordenamiento civil la mezcla no es otra cosa que la unión de bienes muebles dando lugar a un 
nuevo producto. A modo de graficar lo mencionado se puede señalar que las mesclas de aceites 
da como resultado un perfume. Pues bien, en ese nuevo bien hay un surgimiento de la propiedad. 
En cuarto lugar, encontramos al aluvión, que es la adherencia paulatina de un pedazo de terreno, 
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también llamado bien inmueble o predio, a otro. Este tipo de adquisición está regulado en 
nuestro Código Civil en el artículo 939. En quinto lugar, tenemos en el artículo 949 a la avulsión, 
cuando debido a lluvias la fuerza del rio desprende un pedazo de tierra y lo une a nuestra tierra, 
cabe destacar que aquí la unión es más brusca, repentina, en grandes tamaños, e instantánea, su 
aplicación es para bienes inmuebles o predios (Código Civil, 1984). 
Finalmente uno más de los tipos de adquisición originaria, y en el cual más ahondaremos 
en el presente trabajo de investigación es la prescripción adquisitiva, en donde una persona que 
posee un bien inmueble o bien mueble adquiere la propiedad por ejercer la posesión por un 
transcurso de tiempo, plazo requerido y requisitos que exige la ley. Esta se da tanto en bienes 
muebles o inmuebles. Así lo contempla nuestro Código Civil de 1984 que precisa “La propiedad 
inmueble se adquiere por prescripción mediante la posesión continua, pacífica y pública como 
propietario durante diez años. […]” (art. 950). Del citado artículo del Código Civil se aprecia que 
al cumplir lo consignado en el mismo, respetando el plazo respectivo, se habrá adquirido la 
propiedad de un bien mueble o inmueble, motivo por cual el posesionario ya constituido en 
propietario deberá requerir mediante proceso de prescripción se expida la sentencia que lo 
declara en propietario, ello debido a que finalmente el juez reconoce un derecho ya adquirido. En 
este orden de ideas, se debe resaltar que si de naturaleza jurídica se trata “para la doctrina 
mayoritaria, la usucapión es un modo originario de adquirir la propiedad u otro derecho real, […] 
(Pozo & Juárez, 2015, p. 281). Por cuanto en este caso no existe un sujeto que antes tenía la 
propiedad y que ahora renuncia a la misma para que sea transmitida al adquiriente. En el caso en 
concreto la propiedad surge de modo unilateral. En cuanto a qué se busca con la prescripción 
también llamada usucapión Pozo & Juárez (2015) afirman que es la forma más adecuada para 
fortalecer la posición del poseedor y convertirlo en propietario de un derecho real frente a un 
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propietario que por diversas situaciones no saca provecho económicamente de un bien sea este 
mueble o inmueble. En este sentido, habría que decir que la figura de la prescripción permite 
sanear física y legalmente bienes muebles e inmuebles que no están siendo explotados 
económicamente, lo cual resulta de suma importancia a fin de reducir la informalidad en cuanto a 
predios se trata. De manera semejante a lo señalado por los citados autores, en cuanto a 
prescripción se refiere, Jorge y Francisco Avendaño (2019) han precisado que la prescripción 
adquisitiva de dominio es un resultado del resguardo de la posesión. Cabe señalar, que suele la 
propiedad imponerse por sobre la posesión. Sin embargo, cuando el propietario no pone en 
práctica su derecho, es decir no lo utiliza económicamente y el posesionario si lo hace, pero 
además por un plazo estipulado por la normativa para prescribir, la institución de la posesión 
vence a la propiedad. Por ello se dice que la figura de la posesión representa de algún modo la 
victoria de una situación de hecho sobre el derecho. 
De lo consignado en los párrafos precedentes se puede apreciar que mediante la 
adquisición originaria una persona puede obtener la propiedad se trate de un bien mueble o 
inmueble siempre que se cumpla lo estipulado en la norma que regula el tipo de adquisición. 
Ahora bien, conviene subrayar que si bien se ha hecho mención a diversos tipos de adquisición 
para el caso materia de análisis ahondaremos en la prescripción adquisitiva de dominio por 
cuanto al cumplir lo consignado en la norma para prescribir el posesionario se constituye en 
propietario del bien. Motivo por el cual al acudir a una empresa prestadora de servicios a 
solicitar se le faciliten los mismos no deberían denegárselo. No solo porque son indispensables 
para concretar el desarrollo de la vida, sino porque quien solicita los servicios básicos ya es 
propietario al cumplir lo establecido en el Código Civil para serlo. 
Respecto a la adquisición derivada o transferencia de propiedad, conocida como acto 
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bilateral o multilateral, por cuanto hay más de 2 voluntades, podemos decir que en esta 
adquisición hay un sujeto que tiene la propiedad y que renuncia a la misma para que sea 
transmitida al adquirente. En buena cuenta esa forma de adquisición se denomina transferencia 
porque la propiedad ya no se queda con el anterior propietario sino que se transmite al nuevo 
adquiriente. Es derivada porque el derecho deriva de otro que, dicho sea de paso, tenía el 
derecho, y es bilateral porque es un acto que debe estar representado por dos partes o más, en 
donde uno de ellos es el propietario anterior, y el otro es el nuevo, lo que no ocurre en la 
adquisición originaria. Cabe resaltar que del centro de esta relación, transferencia derivada o 
bilateral, puede derivar un contrato de compraventa, donación, transacción, permuta, anticipo de 
legítima, sucesión testamentaria, sucesión intestada y una infinidad de actos. En este orden de 
ideas es oportuno señalar que los actos de transferencia de propiedad pueden ser actos 
voluntarios si se trata de una compraventa, donación, transacción, permuta, etc. Por cuanto en 
estos casos un sujeto, voluntariamente, que tiene la propiedad renuncia a la misma para que 
inmediatamente sea adquirida por la persona que adquiere dicho derecho (Avendaño & 
Avendaño, 2019). No obstante es válido señalar que también tendremos otros actos, en donde 
efectivamente también el derecho deriva de otra persona, pero ya no por su voluntad, sino por 
imperio de la ley, y en este caso nos estamos refiriendo a la sucesión testamentaria como a la 
sucesión intestada. Bajo esta línea, es preciso señalar, que si bien hay un tipo de transferencia por 
acto voluntario y en la sucesión, sea esta testada o intestada, es el imperio de la ley, también 
tenemos la trasferencia forzosa en el caso de la adjudicación por remate. Donde es el juez quien 
manda y ordena transmitir la propiedad de un sujeto para adjudicarla a otro. Desarrollada las 
formas de adquirir la propiedad consideramos necesario detallar a groso modo que se entiende 
por propiedad. De este modo, en palabras de Jorge y Francisco Avendaño (2019) se puede 
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señalar que la propiedad entendida en términos civiles es la potestad jurídica que posibilita usar, 
disfrutar, disponer y reivindicar bienes ello de conformidad con nuestro marco jurídico vigente. 
Cabe resaltar, que en sentido constitucional se entiende como la titularidad que comprende todo 
derecho patrimonial de la persona. De la propiedad también se precisa que es un derecho erga 
omnes lo cual implica que se ejerce contra todos. Tal ejercicio contra el resto de personas es una 
manifestación de lo que se entiende como la oponibilidad que caracteriza a todos los derechos 
reales y en particular a la propiedad. Se hace referencia además que es un derecho absoluto, no 
porque no tenga límites, sino porque confiere todas las facultades juntas. Se debe agregar que la 
propiedad es un derecho perpetuo, porque no se acaba debido a que una persona no la use. Razón 
por la cual la prescripción extintiva no afecta la propiedad porque esta no se pierde por el solo no 
uso, para que se pierda otro debe adquirirla por la prescripción adquisitiva de dominio 
(Avendaño & Avendaño, 2019). De lo precisado por el citado autor queda claro que la 
prescripción adquisitiva de dominio no genera que la propiedad de un sujeto se pierda porque la 
misma no ha sido materia de uso. Lo que se sucede es que la propiedad se pierde cuando un 
posesionario adquiere el bien por prescripción. Lo cual es de suma importancia aunque no lo 
parezca en un país con tanta informalidad como el Perú ya que mediante la figura de la 
prescripción se puede formalizar un bien mueble o inmueble física y legalmente. En este orden 
de ideas, hoy por hoy y bajo la coyuntura sanitaria que atravesamos se observa lo que la 
informalidad genera en el campo laboral. En ese sentido el camino a la formalidad no solo 
comprende la formalización del empleo sino también formalizar tanto física como legalmente los 
predios si es que lo que verdaderamente se busca es disminuir los índices de informalidad en 
diversos ámbitos. 
A continuación, con la finalidad de hacer comprensible al lector lo desarrollado en 
 44 
   
 
párrafos anteriores presentamos un mapa conceptual que resume de manera clara las formas de 
obtención de la propiedad. Bajo esta línea se puede apreciar que una de las formas de obtener la 
propiedad es mediante la adquisición originaria por la cual la propiedad aparece de modo 
unilateral, no existe una persona que lo transmite que es lo que se presenta en la adquisición 
derivada. Siendo esto así, entre las formas de conseguir unilateral u originaria se encuentra la 
prescripción adquisitiva de dominio, figura que dicho sea de paso permite regularizar los predios 
tanto física como legalmente y que vale la pena aclarar se efectúa de modo opcional de 
conformidad con nuestro Código Civil. 
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Fuente: (Código Civil , 1984), (Avendaño & Avendaño, 2019).  
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Habiendo precisado en los párrafos precedentes que se entiende por propiedad y que 
nuestro ordenamiento regula que existen dos formas de conseguir la propiedad tales como la 
adquisición derivada y la adquisición originaria, haciendo la salvedad que dentro de la segunda 
forma de adquisición se encuentra la prescripción adquisitiva de dominio. Prescripción que se 
gana con el paso del tiempo mediante la posesión continua, pacífica y publica como propietario, 
por cuanto así se encuentra establecido en nuestro ordenamiento civil. Resulta realmente 
paradójico lo contemplado por parte de la Municipalidad de Lima en la ordenanza municipal N° 
1487, ordenanza que norma la emisión de constancias de posesión, por cuanto en la misma, 
específicamente en el artículo 9, se hace mención que la entrega de dicho documento solo es 
viable para los ciudadanos que se encuentren dentro de lo regulado en la Ley 28687 (Ordenanza 
que regula el Otorgamiento de Constancia de Posesión para la Factibilidad de Servicios Básicos 
N° 1487, 2010). Observándose que la ordenanza N° 1487 actúa bajo el marco de la Ley 28687 y 
por la cual se consigna en el artículo 3 que solo las posesiones informales constituidas sobre 
inmuebles de propiedad estatal hasta el 31 de diciembre de 2004 podrán recibir la constancia de 
posesión. Dejando de lado al poseedor prescribiente que ve limitado el derecho a acceder al 
otorgamiento de constancia de posesión, requisito esencial solicitado por las empresas 
prestadoras de los servicios básicos para concretar la factibilidad a los mencionados servicios 
esenciales. De este modo podemos apreciar que la ordenanza N° 1487 no contempla a los 
posesionarios que no forman parte de lo regulado en la Ley 28687, generando un 
entrampamiento normativo que solo termina dificultando el acceso a la factibilidad de servicios 
públicos esenciales que permiten lograr vida en condiciones dignas. Lo cual desde nuestra 
perspectiva resulta sorprendente puesto que es competencia del gobierno local buscar los medios 
idóneos para promover el desarrollo local que mejore la calidad de vida de los ciudadanos con la 
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finalidad de reducir las brechas de desigualdad, aún más cuando ello comprende la vulneración 
de lo mínimo necesario para el progreso de la persona en sociedad. Personas que muchas veces 
deben pagar hasta dos veces el precio regular del agua potable con tal de contar con vital recurso 
hídrico, por cuanto es sabido que el acceso al servicio de agua potable reduce en gran medida las 
enfermedades atribuidas a la escases de la misma. Esta situación de altos costos también se 
presenta en el caso de suministro eléctrico, hoy tan necesario para los bienes durables que elevan 
la calidad de vida de las personas y para el acceso a la educación debido a la coyuntura sanitaria 
por el COVID 19. En buena cuenta si el posesionario usucapiente desea acceder a servicios 
básicos las empresas prestadoras de servicios solicitan una constancia de posesión, motivo por el 
cual el poseedor prescribiente acude a la Municipalidad respectiva para solicitarla. Entidad que 
da como respuesta la imposibilidad de su expedición por cuanto dicho poseedor prescribiente no 
se encuentra regulado en la ley 28687, ley marco de la ordenanza N° 1487 que norma la entrega 
de constancia de posesión para la factibilidad de servicios básicos. Como si esto no fuera 
suficiente, en la búsqueda de otro camino que permita acceder a servicios básicos esenciales, otra 
problemática que sale a relucir es que de no contar con constancia de posesión, las empresas que 
facilitan los servicios básicos requieren como requisito esencial copia literal que acredite la 
propiedad del posesionario, asumiendo erróneamente que los mencionados posesionarios solo 
serán propietarios al contar con una sentencia de prescripción inscrita en registros, ya que desde 
su perspectiva la sentencia es constitutiva del derecho de propiedad. Ahora bien, la postura 
asumida por las empresas prestadoras de los servicios públicos esenciales dista mucho de lo 
decidido por el Tribunal Constitucional en el expediente 01573-2012-PA/TC en el cual se dejó 
expresamente señalado que si bien existía una controversia con respecto a la propiedad, ello no 
implicaría la limitación al acceso de un servicio público esencial como es el agua potable. Por lo 
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tanto, al tratarse de un servicio básico esencial el máximo intérprete de la Constitución ha 
señalado que siendo el agua potable considerado derecho fundamental, su factibilidad no se 
encuentra subordinada a que el solicitante demuestre previamente que cuenta con un título de 
propiedad del sitio para el cual solicita vital servicio (EX N° 1573-2012- PA/TC, 2013). De lo 
señalado se puede apreciar que un servicio público de consumo masivo y sustancial para la vida 
como el agua no puede estar sujeto al cumplimiento de requisitos de forma puesto que la no 
factibilidad vulnera un derecho humano reconocido no solo en nuestra Constitución sino también 
en acuerdos supranacionales de las cuales el Perú es parte. En consecuencia, asumir que los 
mencionados posesionarios solo serán propietarios cuando cuenten con una sentencia de 
prescripción inscrita en Registros Públicos por cuanto solo con la sentencia se constituyen en 
propietarios, no solo es una posición errónea, sino que contraviene lo señalado en nuestra 
Constitución y normas supranacionales ya que dicha posición asumida no está orientada a 
atender las necesidades esenciales de la población que finalmente reducen brechas de 
desigualdad en la sociedad peruana. Muy por el contrario, lo que se aprecia a la fecha es que la 
desigualdad en el acceso al agua y al saneamiento acrecienta la situación de transgresión en las 
que se encuentran ciudadanos peruanos de menores recursos de económicos decantando en un 
problema público, problema que dicho sea de paso solo captura la atención de los políticos en 
épocas de campaña. De esta manera, reafirmamos lo ya señalado líneas arriba respecto a la 
posición por la tesis constitutiva, asumida por las empresas prestadoras de servicios por cuanto 
dicha perspectiva dista mucho de lo planteado por especialistas en el tema tratado entre ellos 
Alan Pasco Arauco quien señala que la prescripción sin sentencia puede ser invocada como 
argumento de defensa frente a una demanda de reivindicación puesto que la prescripción se gana 
con el solo paso del tiempo (LP TV - Pasión por el derecho, 2019). En este sentido, también se 
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manifiesta Gunther Hernán Gonzales Barrón, quien si bien crítica a Pasco Arauco por pretender 
igualar los remedios posesorios a los de la propiedad al postular que un desalojo sirve para 
dilucidar el dominio y también la usucapión (Gonzales, 2013), coincide con Arauco respecto a 
que la prescripción se gana con el solo paso del tiempo y que frente a la discusión clásica si la 
sentencia de prescripción tiene naturaleza constitutiva o tiene naturaleza declarativa, refiere que 
la discusión debe tomar partido a favor de la tesis declarativa ya que los magistrados lo único 
que hacen es comprobar la validez de una venia jurídica a favor de una persona y eso es lo que 
finalmente se consigna en el fallo que resuelve el caso. En consecuencia, el poseedor 
prescribiente sin sentencia ya es propietario, por cuanto la sentencia solo es declarativa más no 
constitutiva. Es decir, los jueces reconocen derechos preexistentes, por consiguiente, la sentencia 
solo reconoce un derecho ya adquirido, algo que ya se produjo y por lo cual el poseedor ya es 
propietario (LP Pasión por el derecho, 2017). Así se encuentra regulado en el Código Civil de 
1984 que a la letra señala expresamente que “Quien adquiere un bien por prescripción puede 
entablar juicio para que se le declare propietario […]” (art. 952). Del citado artículo se aprecia 
claramente que interpondrá juicio el sujeto que ya adquirió la propiedad, que ya se constituyó en 
propietario, en consecuencia el adquiriente recurrirá a juicio para que se le expida una sentencia 
que lo declare como tal. Haciendo la salvedad que esto será de modo opcional de conformidad 
con el citado artículo. Para reforzar lo señalado líneas arriba no se debe perder de vista que la 
figura de la prescripción es un hecho, inicia y culmina como un hecho firme en la posesión que 
se desarrolla durante un margen de tiempo según lo que el legislador ordena. Ahora bien, si la 
prescripción es un hecho, sería contradictorio, en palabras de Gunther Barrón que surja siempre 
en cuando se cuente con un título formal, ya que bajo esa posición se apartaría de los que es 
considerado como un hecho (LP Pasión por el derecho, 2017).  
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Es importante resaltar que el posesionario del cual se trata en el presente trabajo de 
investigación no es cualquier tipo de poseedor, sino el poseedor prescribiente. Es decir, aquel 
que posee un inmueble de manera continua, pacífica y publica como propietario durante 10 años 
pero que aún no cuenta con sentencia, pero ya es propietario porque cumplió lo señalado en la 
ley para obtener un bien por prescripción (Código Civil , 1984). Así también lo han señalado 
Jorge y Francisco Avendaño (2013) quienes afirman que la sentencia emitida por el Poder 
Judicial es meramente declarativa ya que el magistrado no convierte al poseedor en propietario, 
sino que señala que el sujeto con condición de poseedor se transforma en propietario al cumplir 
cierto tiempo estipulado en la norma. 
Ahora bien, de lo señalado hasta el momento es oportuno resaltar la gran afectación que 
pueden sufrir los poseedores prescribientes por carecer de servicios públicos esenciales. Ello 
debido a que la inaccesibilidad para contar con agua potable, implica la vulneración del derecho 
humano a contar con este vital recurso hídrico. Por la sencilla razón que sin el acceso a tal 
elemento vital la persona considerada de máxima importancia en nuestro ordenamiento no podrá 
satisfacer sus necesidades elementales, asimismo tampoco podrá atender otras necesidades que 
sin ser consideradas esenciales posibilitan la mejora en las circunstancias de su existencia. 
Situación que también se puede presentar en el caso del acceso al suministro eléctrico, el mismo 
que también es comprendido como un servicio público esencial y que hoy cobra relevancia 
debido a la pandemia que enfrenta nuestro país y que ha orillado a que la población estudiantil se 
eduque de modo virtual, educación a la que solo podrán acceder de contar con suministro 
eléctrico. Siendo esto así, la negativa para acceder a dicho servicio estaría afectando el derecho a 
la salud, el derecho a la educación de los estudiantes que componen las familias, privadas de los 
servicios públicos esenciales. Asimismo, consideramos que el derecho a la igualdad estaría 
 51 
   
 
siendo irrespetado, ello en razón a que se permite que otro sector tenga acceso a dichos servicios, 
tal es el caso, como ya se había hecho mención de los pobladores que se encuentren dentro del 
ámbito de aplicación de la Ley 28687 que más adelante se desglosará a detalle para comprender 
su regulación, dejando de lado a los pobladores que no forman parte de la mencionada ley. No 
obstante, además se vulnera el derecho del usuario que tiene una ubicación predilecta en nuestro 
marco jurídico al igual que el consumidor. Bajo esta línea, a continuación pasaremos a analizar 
los derechos vulnerados de acuerdo a su jerarquía. 
Antes de desmenuzar los derechos que son vulnerados en los posesionarios de Barrios 
Altos, consideramos oportuno señalar ¿qué entendemos por servicios públicos o servicios 
sociales básicos?, y ¿por qué implican suma importancia en el desarrollo de la persona humana 
para una vida digna? Para ello consideramos adecuado precisar lo señalado en principio por 
organismos internacionales para posteriormente desglosar lo señalado desde un punto de vista 
interno. En este sentido, según Mehrotra, et al. (2000) en ¿Servicios Básicos para todos? del 
Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, los servicios sociales básicos simbolizan los 
elementos sustanciales en que se basa el crecimiento de todo ser humano, por ello ahora se 
asignan a tales servicios la categoría de derechos humanos. Siendo esto así, la negatividad de su 
acceso a los ciudadanos por parte de un Estado implica la vulneración de los derechos humanos 
reconocidos no solo por el ordenamiento jurídico interno sino además por normas 
supranacionales que amparan dichos derechos (Mehrotra, et al., 2000). Dicho en sencillo un 
Estado que no permite el acceso a la salud, al acceso al agua, a contar con instalaciones 
sanitarias, educación y todo lo que ello implica; o en su defecto no vela para que los mismos 
sean alcanzados por sus ciudadanos, pese a ser considerados de consumo masivo y esenciales 
para la vida, vulneran dichos derechos, puesto que los mismos pueden significar el logro 
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personal en todo ámbito de dichas personas. En este orden de ideas es obligación del Estado 
proveer de los elementos indispensables para desarrollarse en condiciones dignas, no solo porque 
así lo señala nuestro ordenamiento jurídico, sino además porque nuestro país es parte de 
convenios internacionales que tienen como fin dotar de lo necesario a sus ciudadanos con el 
objetivo de retirarlos del estado de vulnerabilidad en el que se encuentran. Ya que esa situación 
de vulnerabilidad puede acarrear afectaciones en su salud convirtiéndose ello en una traba para 
su desempeño normal en la sociedad. Cabe resaltar que con el objeto de acceder a servicios 
esenciales estos ciudadanos deben desembolsar sumas superiores al monto real del agua potable, 
por ejemplo, con tal de contar con este elemento hídrico necesario para su existencia. Otro punto 
importante a tratar en este sentido es que en muchas ocasiones las personas que buscan acceder a 
servicios básicos terminan siendo víctimas de la corrupción por cuanto malos funcionarios 
ofrecen la promesa de la agilización de los trámites o de la viabilidad de los mismos a cambio de 
una suma de dinero. Haciendo más oneroso el acceso a esénciales servicios para aquellos que 
optan por obtenerlos de esta forma. Situación que claramente no es aceptable y que rechazamos, 
pero que en ocasiones suele parecer la única salida a las personas carentes de los servicios, las 
mismas que se topan con las limitaciones por parte de las instituciones competentes, trabas 
burocráticas y falta de empatía por las necesidades primordiales que aquejan a estos ciudadanos. 
Por todo esto, finalmente los usuarios carentes de servicios que no desean ver expuesta su salud 
y sobrevivencia ven como única forma para acceder a vitales servicios a través del pago de 
prebendas pese a ser ciudadanos de escasos recursos. Lo cual no debe suceder si lo que se busca 
en realidad es que nuestro país combata la corrupción en todos sus sentidos. 
Es válido mencionar que los Pactos y Convenios Internacionales vinculados con los 
derechos humanos señalan que los gobiernos tienen el deber total de facilitar el acceso a dichos 
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servicios y velar por su cumplimiento. Ahora bien, se ha determinado según Mehrotra, et al. 
(2000) en ¿Servicios básico para todos? del Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia que 
en muchos Estados dichos servicios no se otorgan no solo porque el Estado no trabaje su 
legislación para la efectividad del acceso a los mismos, sino que el gran problema es que no se 
cuenta con la información que precisa la cantidad de personas que viven carentes de estos. Por lo 
cual la carencia de datos es uno de los grandes obstáculos para la entrega de servicios básicos. 
Barrera que finalmente decanta en la desigualdad en el acceso al agua potable y al saneamiento, 
generando como consecuencia un incremento de las condiciones de vulnerabilidad en la vida de 
este sector de ciudadanos carentes de servicios básicos y de escasos recursos. 
Lo mencionado en los párrafos anteriores respecto a la importancia de contar con 
servicios públicos esenciales tiene estricta relación con la posición de organismos 
internacionales. No obstante, dicha significación también es tomada en cuenta en el ámbito 
peruano aunque dicha importancia aún quede solo en la teoría por cuanto en la práctica queda 
mucho por hacer en beneficio de los ciudadanos que hasta la fecha carecen de servicios públicos 
esenciales. Siendo esto así Gaspar Ariño (2004) citado en la obra titulada los Servicios Públicos 
en el Perú de autoría de Reyna y Ventura (2008) afirma que la noción de servicio público se debe 
plantear bajo el marco del fin que tiene el Estado. De esta manera los citados autores hacen 
referencia que estos fines no pueden ser reconocidos sin tener en cuenta los objetivos de la 
administración pública. La misma que puede ser entendida en dos formas diferentes, por un lado, 
la administración pública del Estado de Policía; y por el otro la del Estado de Derecho por el cual 
los administrados no son ya objeto de poder, sino ciudadanos. Es válido señalar que en el Estado 
de Derecho la administración pública tiene como fin la satisfacción de los intereses del 
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ciudadano, en buena cuenta, cumple un rol prestacional en su beneficio que mediante la 
administración puede satisfacer sus necesidades básicas (Reyna & Ventura, 2008). 
 Es oportuno señalar que el artículo 43 de la constitución considera la forma del Estado 
de derecho social y democrático. Siendo esto así, Reyna y Ventura (2008) señalan que en razón a 
ello se puede comprender que la labor que cumple la administración pública es notoriamente 
prestacional, con lo cual se aprecia que dicha administración finalmente termina convirtiéndose 
en un instrumento. Esa afirmación sigue la idea del artículo 39 de nuestra Constitución de 1993 
que expresamente señala que los funcionarios y trabajadores pertenecientes al sector público se 
encuentran al servicio de la Nación. Del enunciado se desprende que la labor de los funcionarios 
públicos debe tener como fin atender las necesidades generales de la población dentro de sus 
competencias. Y entre tales competencias se encuentra la obligación por parte del Estado de 
proveer de lo mínimo indispensable a los ciudadanos para desarrollarse en condiciones dignas, lo 
que no es otra cosa que contar con servicios básicos esenciales tales como agua, saneamiento y 
suministro eléctrico ya que su no acceso pone en grave peligro su salud y otros derechos de suma 
importancia para alcanzar el desarrollo humano, medio único para obtener bienestar no solo 
individual sino también colectivo. Ya que la provisión de lo mínimo indispensable para el 
desarrollo en condiciones adecuadas genera un impacto en el ciudadano. 
A decir de Palomar Olmeda (2000) citado por Reyna y Ventura (2008) en “todos los 
países civilizados la administración pública tiene por misión satisfacer las necesidades de interés 
general” (p. 592). Bajo este orden de ideas si la administración pública cumple finalidades 
prestacionales entonces es válido entender que lleva a cabo la labor de prestar servicios de 
naturaleza pública, considerados de consumo masivo y sustanciales para la vida, es decir, 
servicios públicos (Reyna & Ventura, 2008). 
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Ahora bien, ¿qué se entiende por servicio públicos?, ¿contamos acaso con una definición 
precisa? ¿Los mencionados servicios son sumamente importantes para el desarrollo de una vida 
integral? esta y otras interrogantes serán disipadas en los párrafos siguientes recurriendo a 
autores conocedores del tema. En este orden de ideas es válido iniciar la explicación señalando 
que nuestra Constitución Política del Perú de 1993 señala expresamente que “la defensa de la 
persona humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y del Estado” (art. 
1). De lo señalado en nuestra máxima norma se puede apreciar que lo consignado solo será 
posible de lograr en palabras de Reyna y Alfaro (2008) mediante un apropiado establecimiento y 
facilitación de los servicios públicos. Asimismo también se puede comprender que los servicios 
públicos son actividades realizadas por instituciones sean estas públicas o privadas, creados por 
nuestra máxima norma o las leyes para satisfacer de manera constante alguna categoría de 
necesidades de interés común, sea esto de manera directa, vía concesionario, o mediante otro 
recurso legal, haciendo la salvedad que debe estar sujeto a un régimen de derecho público o 
privado (Reyna & Ventura, 2008). Bajo esta línea es importante señalar que se entiende por 
servicios públicos como aquellos servicios que tienen como fin la producción de bienes, pero 
también de actividades con fines sociales, tales como, atender las necesidades de una comunidad 
para producir en ella un impacto positivo. Haciendo la salvedad de que ello se hará no solo en 
aspectos económicos, sino porque se busca además de ello, la promoción social por cuanto ello 
contribuye con el desarrollo tanto económico como civil de nuestro país. (Reyna & Ventura, 
2008) Y esto es así porque tales servicios son indispensables para vivir en condiciones 
adecuadas. En este sentido, no hay forma de entender que se sigue la línea de valor supremo 
asignado a la persona en nuestra Constitución, si es que no se trabaja en todo aquello que 
finalmente tenga como meta proveer de vitales servicios. Por lo cual no basta con que nuestro 
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marco jurídico consigne que la persona es el fin supremo de la sociedad y el Estado, si no se 
gestiona para que ello se materialice, denegando lo esencial para la vida. Por cuanto en el caso 
del acceso al agua potable la misma es necesaria y básica para la ingesta de líquidos, para la 
preparación con la debida asepsia de los alimentos, para el consumo y para la higiene que hoy 
más que nunca se exige a fin de no ser uno más en la estadísticas de contagiados, o lo que es peor 
no ser uno más en la relación de fallecidos por el COVID 19 u otras enfermedades provenientes 
de la falta de acceso a vital recurso. Situación que también podemos apreciar en el suministro 
eléctrico ya que el mismo permitirá acceder al portafolio de bienes durables que acrecientan la 
calidad de vida de las personas y permitirá acceder a la educación en tiempos de pandemia. 
Para efectos del presente trabajo de investigación entenderemos a los servicios públicos no en el 
sentido orgánico sino como servicios que tienen como fin la generación de bienes y servicios 
dirigidos a realizar fines sociales. Hecha esta salvedad proseguimos con la explicación señalando 
que respecto a las características de los mencionados servicios públicos es preciso señalar de 
conformidad con Reyna & Ventura (2008) que entre los rasgos más resaltantes se tiene que son 
actividades en las cuales no siempre hay competencia, ello en razón a que el alto costo de las 
redes de repartición, por ejemplo en el caso de instalación de agua potable, saneamiento o 
suministro eléctrico determina que sea eficiente que exista un único proveedor. Otra de las 
características es que la reglamentación de los servicios emana del interés general por sus 
actividades, por lo cual hay un control de tarifas y servicios. Se debe agregar que otra 
característica es que deben funcionar de manera permanente a fin de no dejar desprovistos a los 
ciudadanos de los mismos por ser de importante utilidad para el progreso de su vida. Asimismo 
cabe agregar que la prestación de los mismos no debe perseguir solo fines de lucro, por 
consiguiente debe relievarse el interés de la comunidad. Finalmente, puede ser brindado por 
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entes públicos como privados siempre que se cuente con la autorización del Estado, vigilancia 
constante y sobre todo la fiscalización del servicio prestado a la comunidad con rigurosa 
inclinación al marco jurídico oportuno. 
De lo señalado en los párrafos anteriores se advierte que los servicios públicos se 
constituyen como servicios esenciales para la sociedad, motivo por el cual el Estado tiene la 
titularidad de los mismos. Por lo tanto, en cuanto a servicios públicos se trata, es relevante 
señalar que tales servicios solo lo pueden prestar los particulares en un régimen de concesión y 
caracterizado por los poderes de intervención del Estado sobre los particulares, excluyéndose de 
origen la libertad de acceso y la libre empresa. Ahora bien, siendo los servicios públicos de 
consumo masivo por la población y esenciales para la vida de los mismos resulta preocupante 
apreciar que hoy por hoy existen peruanos que no tienen acceso a los mismos lo cual agrava su 
situación de vulnerabilidad ya que se ve en riesgo tanto la vida, salud, educación, desarrollo 
personal, entre otros derechos recogidos en nuestra máxima normativa. Por cuanto es sabido que 
una vez que una vivienda cuenta con conexión a las redes sanitarias y al agua potable no solo 
accede a vida en condiciones dignas sino que además se reduce en mayor medida la probabilidad 
de que se contraigan enfermedades provenientes de la escasez del agua potable tales como 
cólera, tifoidea y frecuentemente el COVID 19. Cumpliendo con precisar qué se entiende por 
servicios básicos y cuáles son los argumentos que sustentan su necesidad, es oportuno entrar a 
desglosar cada uno de los derechos que desde nuestra perspectiva, apoyada en los escritos de 
conocedores de la materia, serian vulnerados. Iniciando dicha explicación con un recurso que es 
fuente de vida, denominada agua.  
Todos estamos de acuerdo en que el acceso al agua potable y al saneamiento concierne 
necesidades humanas sustanciales para la conservación del estado de salud y el bienestar de las 
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personas. Siendo esto así, qué duda cabe que al hablar del agua inmediatamente nuestra mente 
piensa en vida, y esto es así porque en efecto este recurso hídrico preciado genera situaciones 
positivas desde diversas aristas en la persona. Ya que, al contar con ella, las personas viven de 
manera digna, pueden realizar negocios, y un sinfín de actividades que contribuyen en el 
bienestar de la persona. En este sentido y con el fin de resaltar la importancia que merece el 
acceso al recurso hídrico vital iniciaremos el desarrollo de tan importante derecho desde la 
perspectiva de la Defensoría del Pueblo, que en su Informe Defensorial N° 94 (2005) ha señalado 
de modo claro que la cuestión o problemática del agua potable no puede quedar solo en una mera 
cuestión técnica, en un tema económico o jurídico, porque ello no termina solo en eso, muy por 
el contrario debemos entenderlo como un tema que comprende derechos humanos que el Estado 
tiene la deber de afianzar. El informe en mención se respalda en la doctrina y acuerdos 
internacionales sobre derechos humanos de los cuales nuestro país es parte, con el objeto de 
desarrollar lo que comprende el derecho al agua en la vida del ser humano, y con el fin de tener 
presente la obligación que el Estado peruano tiene de crear e implementar políticas públicas 
oportunas que permitan la realización de este derecho. (Defensoría del Pueblo, 2005)  
De lo consignado se advierte la relevancia en la vida del hombre que comprende el 
derecho a contar con agua potable ya que atender este derecho significa respetar otros derechos 
que solo se podrán concretar de contar con vital recurso. En vista a ello a fin de acceder a vital 
recurso los ciudadanos carentes de los servicios muchas veces pagan un mayor valor de su precio 
real por el agua, pese a tener menores ingresos, respecto de la población que si cuenta con los 
servicios básicos, situación que también se presenta en el caso del suministro eléctrico, lo cual no 
solo genera un perjuicio económico, sino que además de no contar con el poder adquisitivo para 
adquirir el elemental recurso sus condiciones de vulnerabilidad se incrementan en mayor 
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proporción en situaciones de pandemia. Por lo tanto, solo se alcanzara vida en condiciones 
adecuadas al contar con lo mínimo esencial para desarrollarse en sociedad, ello implica contar 
con servicios públicos esenciales. Así lo ha dejado señalado la Defensoría del Pueblo, en el 
informe citado líneas arriba y que a la letra señala que el permitir acceder a servicios de agua 
potable e instalaciones sanitarias apropiadas implica una circunstancia sustancial para la 
dignidad de las personas que acceden a los mismos, pero además permite facilitar el alcance al 
pleno desarrollo de sus competencias y bienestar no solo individual sino también colectivo. Bajo 
esta línea lo lamentable en nuestro país es que el acceso a indispensables servicios se encuentra 
muy restringido por diversas razones tales como falta de gestión, trabas burocráticas, entre otros 
temas. Por consiguiente, las consecuencias las viven los ciudadanos, tanto del ámbito rural como 
urbano ya que carecen de agua potable e instalaciones sanitarias, situación que coloca en grave 
peligro su estado de salud (Defensoría del Pueblo, 2005) 
De lo señalado hasta el momento, siguiendo la línea de la Defensoría del Pueblo, solo nos 
queda por afirmar en lo que respecta al agua potable, que dicho recurso tiene un valor 
indispensable para la vida de las personas. Dicho en sencillo el reconocimiento de un derecho 
subjetivo a contar con ella pareciera emanar de la propia persona por el simple hecho de serla 
(Defensoría del Pueblo, 2005).  
Ahora bien, es oportuno señalar que el agua potable y su importancia para la vida de la 
persona no solamente se encuentra regulado en nuestro ordenamiento jurídico interno, sino que 
además forma parte de acuerdos internacionales en las cuales el Perú es parte. Siendo esto así el 
ciudadano en búsqueda de alcanzar una vida digna no solo cuenta con el amparo de un 
ordenamiento interno, sino además con normas supranacionales, que viabilizan el camino para 
exigir al Estado les provea del recurso vital ya que de lo contrario su vida y la de su entorno 
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estarían en peligro. Ello debido a que el derecho al agua garantiza que puedan materializarse 
otros derechos tales como el derecho a la vida, a la salud, al medio ambiente idóneo, y el respeto 
a la dignidad humana, entre otros derechos (Defensoría del Pueblo, 2005). Si bien son muchos 
los acuerdos internacionales que comprenden el derecho al agua a continuación detallaremos los 
más importantes, entre ellos el “Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en 
materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales” (Defensoría del Pueblo, 2005, p. 8), 
entre otros. 
De lo consignado hasta el momento es válido resaltar que no son pocos los acuerdos 
internacionales en los cuales se reconoce a vital recurso hídrico como es el agua potable como 
fuente de vida y en consecuencia recurso de vital relevancia que permite se hagan efectivos o 
posibles otros derechos que generen vida en condiciones idóneas. Si quisiéramos ser específicos 
en los derechos vulnerados tendríamos en palabras de la Defensoría los siguientes: el derecho a 
que se respete su dignidad consignado en el artículo 1 de la Constitución, el derecho a la vida y a 
su libre desarrollo y bienestar señalado explícitamente en el artículo 2, inciso 1 del mismo cuerpo 
normativo. También el derecho a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de 
su vida señalado en el artículo 2° inciso 22 y finalmente el derecho al resguardo de su salud, y la 
de la comunidad consignado en el artículo 7 de nuestra carta magna (Defensoría del Pueblo, 
2005). 
En el presente trabajo de investigación se ha optado por desglosar a detalle la relevancia 
del derecho al agua en la vida del ser humano. Por cuanto consideramos que siendo este un 
recurso necesario para la vida, ningún argumento tiene sustento para denegar su entrega. 
Habiendo culminado con la apreciación de la Defensoría del Pueblo es momento de revisar la 
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perspectiva de las Naciones Unidas cuando de hablar de Derecho al Agua se trata. Siendo esto 
así, es oportuno señalar que hoy por hoy el derecho al agua es un derecho humano contemplado 
por las Naciones Unidas, por cuanto esta es la esencia de la vida. De este modo el folleto 
informativo N° 35 de las Naciones Unidas titulado el Derecho al agua refiere que el agua potable 
y el saneamiento de servicios básicos en la vida del hombre son primordiales, no solo para la 
vida y la salud, sino además son elementales para la dignidad de todo ser humano. Bajo lo 
señalado, el 28 de julio de 2010, a través de la Resolución 64/292 la Asamblea General de las 
Naciones Unidas consideró expresamente el derecho humano al agua potable y al saneamiento, 
confirmando que el acceso al agua potable y el servicio de saneamiento son necesarios para la 
materialización de los demás derechos humanos. En buena cuenta, el derecho al agua potable y 
el saneamiento es un derecho humano primordial para alcanzar el integro goce de la vida y de 
todos los derechos humanos (Asamblea General de las Naciones Unidas, 2010). 
Anteriormente en noviembre de 2002, de conformidad con el folleto informativo N° 35 
de las Naciones Unidas, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales aprobó la 
Observación General Nº 15 sobre el derecho al agua. En la mencionada Observación se define el 
derecho al agua como el derecho de cada una de las personas para contar no solo con agua 
potable suficiente, sino también saludable y accesible para la utilización personal y labores 
domésticas (Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, 
2011). Siendo esto así resulta incomprensible la negativa por parte de entidades del Estado, y de 
empresas que facilitan el servicio, a la solicitud de un ciudadano para que se le brinde dicho 
servicio público esencial, amparado en nuestra normativa interna y supranacional ya que 
comprenden su desarrollo personal en todos los ámbitos. Bajo esta línea debemos mencionar que 
no se puede privar a una persona y su familia del elemento hídrico vital que es el agua potable 
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puesto que ello significaría el atropello de derechos esenciales. Bajo este orden de ideas Henri 
Smets en su obra “El Derecho del Agua en las Legislaciones nacionales” señala lo siguiente 
El Consejo Europeo de Derecho del Medio Ambiente y la Academia del agua se 
han concentrado en definir aquello que comprende la expresión “derecho del 
agua”, es decir, si se considera como un derecho justiciable en el orden interno. 
En este sentido, ha resultado que esa expresión es la forma condensada del 
“derecho de acceso al agua potable y al saneamiento para todos”. Se trata como 
mínimo de un derecho de acceso al agua potable e instalaciones sanitarias básicas 
(anexo 1). (Smets, 2006, p. 16) 
De este modo, el derecho al agua solo se refiere al agua para la vida, es decir, al agua 
necesaria para los usos domésticos esenciales del hombre. No trata sobre la cantidad de agua por 
encima de la necesaria para suplir las necesidades esenciales ni para usos diferentes a los 
domésticos. Bajo esta línea, se señala lo siguiente 
El derecho al agua pretende que cada persona disponga de cierta cantidad de agua 
de cierta calidad con el fin de satisfacer sus necesidades esenciales. Este hecho no 
se puede disociar del derecho a servicios sanitarios adecuados, pues sin estos el 
recurso se degradaría en forma rápida. (Smets, 2006, p. 18) 
Ahora bien, respecto a la accesibilidad al principal recurso hídrico para la vida del 
hombre Smets (2006) señala que “el concepto de acceso al agua para todos es muy antiguo, solo 
se formalizo hace una treintena de años con la denominación del “derecho al agua” (Mar de 
Plata, 1977)” (p.18). Por esto el derecho al agua se considera cada vez más como un derecho 
justiciable, lo que significa, que cada persona puede hacer valer su derecho al agua potable en 
ciertas circunstancias. Por lo señalado en los párrafos precedentes es oportuno señalar que el ser 
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humano tiene necesidades vitales que deben satisfacerse y, por tanto, tiene, un verdadero derecho 
al agua potable. Este derecho debe solventarse en forma prioritaria, pues los derechos que se 
refieren al agua empleada en otros usos son relativos, ya que corren el riesgo de no llegar a 
satisfacerse en caso de penuria. Siendo esto así, Smets (2006) señala que  
Al igual que el derecho a la salud, el derecho al agua tiende a proteger la salud de 
los hombres antes que la de los animales. Del mismo modo que el derecho a la 
alimentación, el derecho al agua apunta a suministrar agua para todos los seres 
humanos antes de preocuparse por todas las especies de la creación. […]. La 
prioridad de protección al ser humano no excluye la exigencia de protección 
general al medio ambiente. (p. 20) 
Habiendo hecho referencia al Derecho al agua que todo ser humano tiene por la 
importancia que el recurso hídrico implica para el desarrollo del mismo en diversos ámbitos de 
su vida, es momento de desglosar otro derecho que a nuestro modo de ver, en principio, es de 
suma importancia ya que el mismo abarca múltiples derechos. Sin más preámbulos es oportuno 
referirnos a la Dignidad de la persona. En principio dicho derecho se halla previsto en el artículo 
1 de la Constitución vigente. Cabe resaltar que en nuestro país su valoración constitucional se 
inicia con la Constitución de 1979, así lo señala Víctor García Toma en su obra Derechos 
Fundamentales. Asimismo se encuentra contemplada en la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos de 1948 donde se señala que “Todos los seres humanos nacen libres e 
iguales en dignidad y derechos […]”. Pues bien, más allá de consignar lo estipulado por dicha 
normativa supranacional, consideramos necesario desmenuzar porque el respeto por dicho 
principio es de suma importancia. En este orden de ideas consideramos que García Toma, jurista 
peruano conocedor de la materia tratada, es la persona idónea, pero sobre todo quien brinda, a 
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nuestro juicio una explicación sencilla para el lector interesado respecto al tema abordado. De 
este modo García (2013) refiere que la dignidad sobreviene en el patrimonio colectivo de 
humanidad la misma que se conforma desde la concepción. Dicho en sencillo el respeto y 
promoción de la dignidad se infieren con prescindencia de las circunstancias particulares que 
tenga o cree para si cada persona. En este sentido desde la perspectiva del citado jurista se refiere 
que la dignidad es consustancial a cada una de las personas, por lo cual no se permite sustituto ni 
equivalente. También es considerado sustento de los derechos fundamentales, los mismos que la 
constitución y acuerdos internacionales amparan y patrocinan. (García, 2013) 
 Por consiguiente, de lo señalado se concluye que la tutela al derecho a la dignidad surge 
como resultado de la trasgresión de un derecho fundamental. Ello debido a que la dignidad es un 
principio, un valor, y como tal es la fuente de los derechos humanos. Por lo tanto, el fundamento 
de los derechos humanos es la dignidad. La misma que nunca se pierde porque corresponden al 
ser humano por el simple hecho de serlo. En este orden de ideas los Estados siempre deben 
procurar el respeto y amparo por cuanto es un derecho considerado fuente de otros derechos. Hay 
que mencionar, además que la dignidad exige que toda persona sea atendida de manera íntegra. 
De ahí que lo indigno es la consecuencia de la falta de respeto hacia la calidad de ser humano. Se 
debe agregar también de conformidad con García (2013) que la circunstancia de ser persona 
humana está por encima de todo argumento que no afiance o ampare su condición ya que es 
considerada de máxima importancia en nuestro ordenamiento. Siendo ello así, la dignidad que 
surge de su ser es común a todo ser humano sin ninguna excepción. En consecuencia generar 
afectación en la dignidad humana lleva a rebajar y desvalorizar la condición humana. Bajo esta 
línea podemos señalar que una de las formas de permitir se rebaje la condición humana es no 
facilitar lo sustancial para el desarrollo de la vida en sociedad, esto es contar con servicios 
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públicos esenciales tales como acceso al agua potable, saneamiento y suministro eléctrico, por 
cuanto el acceso a necesarios servicios mejora las condiciones de vida de este sector de la 
población ya que genera externalidades en sus vidas en diversos ámbitos. En cuanto a la relación 
que existe entre la dignidad de la persona respecto a la sociedad y el Estado, es oportuno señalar, 
que el artículo 1 de la Constitución vigente señala que el resguardo de la persona y el respeto de 
su dignidad son la finalidad primordial de la sociedad y del Estado. Bajo esta línea, lo 
consignado en la Constitución nos da a todas luces un claro mensaje respecto al tema tratado, 
esto es, que la persona humana y la deferencia a su dignidad, es el núcleo y la razón de ser de la 
comunidad. De lo señalado hasta el momento podemos apreciar que la dignidad humana es 
inalterable, ya que la misma implica el valor que tiene el ser humano. Por consiguiente, el 
principio de la dignidad, y como tal fuente creadora de más derechos, que corresponden al ser 
humano por simple hecho de serlo, constituye por tanto a decir de García (2013) lo mínimo 
necesario que no se puede infringir, motivo por el cual el Estado peruano y la sociedad tienen el 
deber de defender y fomentar. De ahí que la regulación en la conducta de las personas no debe 
implicar bajo ningún punto de vista un modo de menoscabo de la misma. Ya que de efectuarse el 
menoscabo del ser humano se estaría contradiciendo lo establecido en nuestra carta magna en la 
cual se sitúa a la persona humana en la más alta jerarquía sea esta política, económica, legal aun 
incluso del Estado y la sociedad. Así también lo establecido en normas supranacionales. 
A modo de relievar los puntos importantes del derecho tratado se puede señalar, en 
primer lugar, que se entiende a la dignidad en palabras de Jorge Avendaño y Francisco 
Avendaño (2019) como un valor superior de nuestra máxima normativa que, además de basar los 
derechos humanos que se le reconocen a la persona por el simple hecho de serla, delimita y 
orienta la finalidad que el Estado debe desempeñar. En segundo lugar, los citados autores 
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resaltan que como principio constitucional el Estado peruano tiene como deber estar al servicio 
del resguardo de la persona humana y de su progreso integral y bienestar y en parte de ese 
desarrollo integral cobran suma importancia el acceder a servicios básicos esenciales tales como 
acceso al agua potable, saneamiento y suministro eléctrico sobre todo en tiempos de pandemia, 
donde un lavado de manos adecuado puede evitar contraer el COVID 19 que hoy por hoy es el 
causante de miles de decesos en la población peruana. Tercero, la dignidad como derecho 
implica considerar a la persona humana, que dicho sea de paso es el fin supremo de la sociedad y 
el Estado de acuerdo a nuestra máxima normativa, siempre como fin en sí mismo y no como un 
medio. En cuanto al alcance la dignidad tiene dos ámbitos o dimensiones. Por un lado la 
dimensión subjetiva estrechamente relacionada a la persona de manera unipersonal, por ser 
titular del derecho; y por otro lado la dimensión objetiva por cuanto la dignidad se conforma 
como un principio y una significación que comunica la actuación del Estado peruano así como al 
marco legal. Respecto a los límites de tan importante derecho es preciso señalar que todo 
derecho fundamental es limitado ya que en la convivencia social todos los ciudadanos son 
sujetos titulares de derecho. Esto implica que la dignidad puede ser un derecho titularizado por 
más de una persona (Avendaño & Avendaño, 2019). 
 Por todo lo señalado en los párrafos anteriores, que en buena cuenta se resume en que la 
sociedad y el Estado existen para la persona; y que tanto la comunidad como el Estado peruano 
hallan su motivo organizacional por medio de la protección del hombre y la búsqueda de su 
fomento y tranquilidad, no parece razonable que dicho enunciado no se aplique en todos los 
casos, como es la situación que viven los posesionarios de Barrios Altos a quienes el Estado a 
través de la Municipalidad o las entidades que brindan servicios básicos no están generando 
bienestar en su vida por cuanto existe normativa que ampara la no accesibilidad a los servicios 
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básicos esenciales. Razón por la cual, a fin de obtener el recurso hídrico vital en muchas 
ocasiones este sector de personas, que dicho sea de paso son de escasos recursos, se ven en la 
obligación de desembolsar mayores sumas de dinero para acceder al agua potable para su 
sobrevivencia, sin que ninguna autoridad realice gestión a fin de dotarles de lo esencial para 
alcanzar vida en condiciones dignas. Siendo esta situación realmente contraria al fin que debe 
perseguir el Estado y que finalmente debe decantar en reducir la brecha de desigualdad mediante 
la entrega de lo esencial para el progreso de la vida en condiciones dignas. Es decir, orientar sus 
políticas públicas a la satisfacción de necesidades básicas que generen un resultado positivo en 
los ciudadanos y en consecuencia un impacto efectivo en la sociedad. 
Habiendo desarrollado la importancia del derecho al agua y el respeto a la dignidad de 
todo ser humano, lo cual implica velar por su bienestar, lo que mínimamente significa vivir en 
condiciones dignas, es momento de desarrollar la importancia que merece el derecho a la salud 
en la vida de los ciudadanos. Dicho lo anterior es oportuno señalar que en el artículo 7 de nuestra 
máxima norma se consigna que todas las personas cuentan con el derecho a la salvaguarda de su 
salud, así como también la del medio familiar y la de la comunidad. Ahora bien así como les 
corresponden derechos también tienen la obligación de aportar a su impulso y resguardo 
(Constitución Política del Perú, 1993). Y ello es así porque la salud es el bien más valioso que 
tiene todas las personas. Ahora bien el acceso a condiciones sanitarias adecuadas y al agua 
potable para contar con alimentos aptos para el consumo son algunos de los elementos 
concluyentes primordiales de la salud, factores que bajo la coyuntura sanitaria a la que se 
enfrenta nuestro país saca a la luz la ineficiencia de parte del Estado en dotar a la poblaciones 
carentes de servicios básicos, siendo estos un derecho humano, de lo indispensable para vivir en 
condiciones sanitarias idóneas y evitar su exposición ante distintas enfermedades. Respecto a los 
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alcances del citado derecho se puede señalar que siendo este considerado un derecho subjetivo, 
presupone el derecho a mantener una circunstancia de bienestar tanto físico como mental, ello 
con la finalidad de que la persona pueda efectuar las actividades de su vida diaria sin 
inconvenientes y con autonomía (Landa, 2017). Bienestar que no podrá alcanzar si vive en 
condiciones indignas puesto que no se tiene acceso a agua potable y saneamiento de suma 
importancia para conservar la salud. De lo expuesto es necesario dejar en claro que el derecho en 
mención, según Landa (2017) no es un derecho que asegure que una persona no enfermara, sin 
embargo si esto sucediera se garantiza el derecho a que los que vean afectada su salud puedan 
recuperar su estado normal. En cuanto a la parte objetiva, el citado derecho impone un conjunto 
de obligaciones de acción al Estado, que se relacionan con la extensión individual antes señalada. 
Hay que mencionar además que el derecho a la salud tiene una magnitud relacional ello en razón 
a que el mantenimiento de una circunstancia de salud apropiado tiene directa relación con el 
derecho a la vida y la integridad del ser humano, así como con el crecimiento de la personalidad 
y a la dignidad personal (Landa, 2017). Por lo cual se puede mencionar que al negar servicios 
básicos esenciales tales como agua y saneamiento a un sector de la población se les esta 
indirectamente exponiendo a una infinidad de peligros que finalmente dañan su salud, la misma 
que será una traba para poder desempeñarse en el campo laboral u otras actividades necesarias 
para su desarrollo en la sociedad. Lo cual no se puede permitir en un Estado que tiene como 
obligación reducir las brechas de desigualdad y otorgar beneficios a los ciudadanos en 
condiciones de vulnerabilidad. Ciudadanos que en muchas ocasiones deben pagar hasta dos 
veces más el precio regular por el agua, que conviene subrayar, nada garantiza que sea del todo 
saludable por cuanto quienes se encargan de expenderla son los camiones cisterna que no 
siempre cumplen las condiciones para entregar tal elemento vital en condiciones aptas para el 
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consumo humano. Dicho esto reiteramos la obligación que tiene el Estado para que se 
materialicen los derechos fundamentales establecidos en nuestra norma constitucional ya que de 
no efectuarse ello, todo derecho consignado en la parte dogmática de nuestra Constitución será 
solo papel mojado en tinta, violentándose lo mínimo indispensable para vivir en condiciones 
dignas. 
Culminado el desarrollo de tan importante derecho en la vida del hombre es oportuno, 
desglosar la implicancia del derecho a la igualdad. Ello en razón a que en el caso en concreto 
consideramos que también estaría siendo vulnerado al existir normativa que permite que algunos 
pobladores accedan a estos servicios y otros no, lo cual se vería reflejado, por un lado, en la 
entrega de Constancias de Posesión a pobladores que se encuentren dentro de la esfera de 
aplicación de la Ley 28687, las mismas que representan un requisito exigido por las empresas 
para la Factibilidad de Servicios Básicos esenciales, y que, por otro lado, limita a aquellos 
posesionarios prescribientes ya que los mismos no son posesionarios de inmuebles de propiedad 
estatal, que es lo que indica la norma. 
En cuanto a la igualdad en principio debemos señalar que este derecho se encuentra 
regulado en la Constitución en el cual se consigna que sin distinción alguna toda persona tiene 
derecho a ser tratado de manera igualitaria ante la ley. Por consiguiente ninguna persona puede 
ser discriminada no solo por motivo de origen, raza, sexo, idioma y religión, sino que tampoco 
puede ser discriminada por emitir opinión, por su condición económica o cualquier otra índole 
(Constitución Política del Perú, 1993). Del citado artículo es válido resaltar que si bien todos 
somos diferentes en cuanto a personas se trata, respecto a la ley, todos debemos ser tratados 
igual. Asimismo, se encuentra en el inciso 1 del artículo 26 del mismo cuerpo normativo en el 
cual se hace referencia a la igualdad de oportunidades sin discriminación. Es importante relievar 
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que en nuestro país el marco jurídico constitucional de la igualdad se inicia en el texto de 1823. 
De forma concomitante y sujeto a lo establecido en la Cuarta Disposición Final y Transitoria de 
la Constitución Política del Perú de 1993, el derecho a la igualdad también se encuentra 
consignado en normas supranacionales, específicamente en los artículos 1,2 y 7 de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos; el articulo II de la Declaración Americana de 
los Derechos y Deberes del Hombre; entre otros. Ello debido a que el derecho a la igualdad 
permite que los ciudadanos puedan ejercer de forma equitativa sus derechos fundamentales, 
situación que en el caso en concreto no se estaría presentando por cuanto se permite el acceso a 
lo mínimo esencial para la vida a un sector de la población como son los posesionarios regulados 
bajo la ley 28687 no tomando en cuenta en su regulación a los posesionarios precribientes que 
también requieren de estos servicios para concretar su desarrollo en condiciones adecuadas 
Desde una perspectiva histórica, es oportuno resaltar a decir de García Toma (2013), que el 
derecho a la igualdad es uno de los logros por un lado de la Revolución Francesa y por el otro de 
la Revolución Americana puesto que con las mismas se alcanzaron, independientes al derecho a 
la igualdad, otros derechos de vital relevancia para la vida del hombre. Siendo esto así, 
consideramos que tratándose de derechos fundamentales con más razón el Estado, mediante la 
entidad competente debe movilizar todo el engranaje necesario a fin de dotar de vitales servicios 
a la población carente de los mismos, sin anteponer argumento alguno para cumplir ese fin. Se 
debe agregar que en el artículo 1 de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano 
(Francia 1789) citado por García (2013) se estableció que: “Todos los hombres nacen libres e 
iguales en derechos; las distinciones sociales solo pueden fundarse en la utilidad común” (p. 
165). Respecto a la conceptualización de la igualdad podemos señalar que todas las personas 
somos diferentes, no obstante Landa (2017) afirma que todas las personas tenemos algo en 
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común, lo que no es otra cosa que nuestra dignidad como personas, asimismo se cuenta con 
capacidad de razonamiento y de vinculación con los otros, siempre que se efectúe en igualdad de 
condiciones. En consecuencia a pesar de la existencia de diferencias, sean estas físicas, psíquicas 
y espirituales finalmente todos somos iguales en dignidad y derechos. Así se encuentra 
establecido en el artículo 2 inciso 2 de nuestra constitución en donde se señala expresamente que 
sin distinción alguna toda persona tiene derecho a ser tratado de manera igualitaria ante la ley. 
Por consiguiente ninguna persona puede ser discriminada no solo por motivo de origen, raza, 
sexo, idioma y religión, sino que tampoco puede ser discriminada por emitir opinión, por su 
condición económica o cualquier otra índole. Ahora bien en cuanto al Estado Landa (2017) 
señala que dicho Estado considera a todos los ciudadanos como iguales y por tal motivo veda 
toda manera de discriminación. Asimismo impide un trato distinto a las personas sin que exista 
una justificación para tal acto. Posición basada en la regla que ordena tratar igual a los iguales y 
desigual a los desiguales. Dicho esto es necesario resaltar desde nuestra percepción que al 
denegar el accesos a servicios básicos esenciales a los posesionarios prescribientes se estaría 
incurriendo en la vulneración del principio de la igualdad ya que se está limitando a este grupo 
de ciudadanos las condiciones de igualdad para la materialización de sus derechos fundamentales 
tales como contar con el acceso al agua potable y saneamiento pese a tener condiciones similares 
con el grupo regulado en la ley 28687 que si tiene acceso a los mismos. En este sentido, si bien 
las personas somos iguales en dignidad y derechos nuestra disimilitud puede excusar tratos 
diferenciados con la finalidad de superar desigualdades. Bajo esta línea, conviene subrayar que el 
derecho a la igualdad se traduce en un mandamiento que veda la discriminación, el mismo que se 
traduce en un impedimento de realizar tratamientos diferenciados sin motivo alguno entre las 
personas. Sin embargo, al posesionario de una propiedad informal estatal se le permite acceder a 
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servicios básicos esenciales y se le niega dicho acceso a los posesionario prescribientes haciendo 
la salvedad que tales servicios son esenciales para la vida en condiciones dignas. Lo cual dista 
mucho de los consignado por el citado autor en el sentido que partiendo de lo que significa la 
igualdad se puede comprender que toda forma de trato distinto hacia una persona que no esté 
debidamente acreditado resulta ser una práctica discriminatoria y, por consiguiente, no permitida 
por el ordenamiento jurídico (Landa, 2017) 
En cuanto a los alcances, es oportuno señalar que el derecho a la igualdad se construye 
como un derecho principio y tiene un doble matiz. En este orden de ideas Cesar Landa afirma 
que en tanto derecho subjetivo la igualdad comprende “el derecho a la idéntica dignidad entre 
todos los ciudadanos para ser tratados de igual modo en la ley” (Landa, 2017, p. 31). Respecto a 
la parte objetiva, el derecho en mención implica el deber por parte del Estado y de los 
ciudadanos, de no realizar prácticas discriminatorias entre las personas, situación que no impide 
realizar tratos diferentes siempre que mencionado trato se encuentre motivado en razones 
objetivas (Landa, 2017). 
Cabe resaltar que el derecho a la igualdad, como principio que pone en conocimiento no 
solo al marco legal sino además a las esferas social y económica, presupone una orden que exige 
obligaciones al Estado con el objetivo de vencer algunas situaciones de inequidad material que 
finalmente terminan dividiendo a las personas debido a las diferencias presentadas. Lo dicho 
hasta aquí supone que las acciones estatales llamadas también discriminación inversa tienen 
como objetivo situar en iguales condiciones a quienes se hallen en estado de transgresión tales 
como poblaciones vulnerables. Hay que mencionar además que el citado derecho tiene una 
dimensión relacional, ello debido a que las lesiones a la orden de no discriminación o al principio 
de igualdad se manifiestan en la materialización de otros derechos fundamentales (Landa, 2017). 
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Por lo tanto, al no respetarse el derecho a la igualdad se terminan vulnerando otros derechos de 
suma relevancia que devienen del ejercicio de una real igualdad. 
Examinaremos brevemente ahora el contenido del derecho de la igualdad, que es preciso 
señalar se entiende, según Landa (2017) en dos sentidos. Por un lado, la igualdad formal que 
supone una orden de igualdad ante la ley, y de condiciones de igualdad en la aplicación de la ley. 
Por la primera se entiende como una orden dirigida al legislador con la finalidad de que las 
disposiciones legislativas que tomen no impliquen tratos diferentes no motivados o tratos 
distintos entre categorías de personas apoyados en razones proscritas por la constitución. Dicho 
en sencillo toda ley que sea emitida por el congreso debe ser aplicada en igualdad de 
condiciones, por consiguiente al no existir una justificación para algún tipo de diferencias 
estaremos ante una norma discriminatoria y prohibida por nuestro marco jurídico. Por la 
segunda, se entiende que dicha igualdad en la aplicación de la ley esta direccionado a la 
administración y los magistrados, los mismos que ante situaciones semejantes o idénticos deben 
emplear la misma normativa o el mismo sentido interpretativo conferido a la norma destacada 
para dar termino a la petición administrativa o el caso judicial. Por otro lado, la igualdad material 
afirma Landa (2017) implica una orden caracterizada por su complejidad dirigido al Estado 
peruano con la finalidad de que este tome medidas legislativas, administrativas y judiciales con 
el objetivo de vencer las inequidades existentes que dificultan a las personas o a colectividades 
vulnerables progresar de manera absoluta. 
De manera semejante se ha pronunciado el Tribunal Constitucional respecto al tema 
tratado resaltando en el Expediente N° 00261-2003-AA/TC citado por García (2013) que la 
noción de igualdad de oportunidades conlleva a conceptualizar y distinguir la igualdad formal de 
la igualdad material. La igualdad formal por un lado se presenta como una exigencia al legislador 
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o al juzgador de no establecer diferencias injustificadas o irrazonables en la ley o en una 
resolución administrativa o judicial. Por otro lado, la igualdad material se presenta como una 
exigencia de adopción de políticas públicas dirigidas a fomentar la equiparación respecto al 
acceso de la cobertura de necesidades básicas tales como agua, luz, alimentación, educación, etc. 
Ahora bien, la igualdad como derecho es entendida en términos sencillos como una potestad 
exigible sea de manera personal o colectiva mediante la cual a toda persona se le debe tratar 
proporcionalmente, tanto en el contenido de las normas como en las aplicaciones de dichas 
normas o leyes; haciendo la salvedad cuando se presenten fundamentados argumentos para un 
trato diferente (García, 2013). De lo mencionado por el autor se puede concluir que la igualdad 
se funda como un derecho fundamental de la persona oponible en todas las esferas de su vida. 
Por consiguiente un actuar contrario a lo señalado debe ser sancionado si es que no se aprecia un 
argumento sólido, por cuanto ello finalmente limita el ejercicio del derecho en mención. En el 
caso en concreto se aprecia que se deniega servicios básicos esenciales a los posesionarios 
prescribientes, siendo esenciales para la vida, bajo el argumento que dichos posesionarios no se 
encuentran comprendidos en la regulación que permite acceder a los citados servicios, lo cual 
desde nuestra modesta opinión resulta incomprensible ya que también son posesionarios de un 
predio no perteneciente al Estado y se ha cumplido con lo regulado en el Código Civil para 
adquirir el predio mediante la prescripción adquisitiva de dominio. 
Respecto al derecho a la educación podemos señalar que nuestra constitución ha 
destinado 7 artículos en los cuales hace referencia al derecho de recibir educación debido a la 
importancia de lo que ello significa cuando de aportar a la sociedad se trata. Bajo esta línea, a 
continuación, haremos mención de lo consignado en nuestra Carta Magna en cada uno de estos 
artículos, pero nos detendremos sobre todo en dos de ellos. Asimismo, se procederá a referir la 
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afectación en la cual se estaría incurriendo en el mencionado derecho de educación al no contar 
con servicios básicos esenciales, específicamente suministro eléctrico. Dicho esto, iniciaremos 
tal análisis con el artículo 13, el mismo que precisa que la educación tiene como objetivo el 
crecimiento total de la persona humana. En este sentido el Estado peruano genera un 
reconocimiento y respalda la libertad de enseñanza (Constitución Política del Perú, 1993). De lo 
mencionado resulta contradictorio lo señalado en nuestra norma superior, es decir que el Estado 
tiene como fin garantizar el crecimiento integral de la persona humana a través de la educación, 
y lo acontecido en nuestra realidad, ya que para que la educación logre ese anhelado desarrollo 
integral, no basta con acceder a ella sino además fortalecer y complementar los conocimientos 
recibidos mediante la investigación, desarrollo de tareas, lectura, entre otras situaciones. Las 
mismas que se concretaran en su máxima expresión si se cuenta con los medios que permitan 
hacer dichas labores en las condiciones adecuadas. Sin embargo, esto no es lo que ocurre en el 
caso de familias que no cuentan con servicios de electricidad, posicionándolas en desventaja 
respecto de la comunidad que si cuenta con dicho servicio, desventaja que hoy por hoy se 
acrecienta ya que por causa de la pandemia por el COVID 19 muchos estudiantes solo podrán 
acceder a sus clases mediante programas emitidos por radio, televisión o a través del internet, 
bienes que solo emitirán la educación virtual de contar con energía eléctrica, que dicho sea de 
paso, no es el caso de los posesionarios prescribientes por cuanto no tienen acceso a suministro 
eléctrico. Continuando con los artículos que hacen referencia al derecho a la educación, es 
momento de hacer mención al artículo 14, el mismo que refiere que la educación estimula el 
conocimiento y el aprendizaje en las personas. Además habilita a los ciudadanos para la vida y el 
trabajo. No obstante, también promociona la solidaridad. Siendo esto así, es obligación del 
Estado peruano procurar el crecimiento científico y tecnológico de nuestro país (Constitución 
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Política del Perú, 1993). 
De lo señalado en el párrafo antecedente no cabe duda mencionar que una buena 
educación permitirá a todo ser humano concretar un proyecto de vida anhelado. Ahora bien, es 
oportuno reafirmar también que dicha educación será asimilada, fortalecida y complementada, en 
consecuencia, concretada en su máxima expresión si se cuenta con los medios que permitan 
fortalecer y complementar dicha educación en las condiciones adecuadas, es decir con servicios 
básicos esenciales tales como servicio eléctrico, agua potable, etc. No obstante, y muy a nuestro 
pesar, esto no es lo que acontece, vulnerándose y poniendo en peligro el futuro de un sector de 
estudiantes integrantes de familias que tienen la condición de posesionarios. El artículo 15 de 
nuestra Carta Magna denominado Profesorado, carrera pública; y el artículo 16 titulado 
Descentralización del sistema educativo, entre otros también hacen referencia a la educación 
resaltando la importancia de la misma en la vida de las personas. Sin embargo, desde nuestro 
punto de vista no basta con que este regulado, es necesario, que ello deba aplicarse. Por lo tanto, 
si seguimos manteniéndonos solo en la teoría y ajenos a la realidad acontecida, que en buena 
cuenta decanta en un sector de población sin acceso a servicios básicos, contribuiremos con la 
constante vulneración del derecho a la educación de un gran sector de la población estudiantil de 
nuestro país solo por contar con la condición de posesionarios prescribientes. De lo señalado no 
debemos olvidar que la educación es un derecho propio a la persona humana. Ahora bien, en 
concordancia con el marco legal de la Constitución concibe de un lado la enseñanza y, del otro, 
la educación propiamente dicha. Esta composición dual comprende componentes éticos y 
jurídicos vinculados de primera mano con la dignidad humana. Siendo esto así el jurista y autor 
de derechos fundamentales en cuanto al derecho de la educación señala que la educación radica 
en una actividad orientada al conocimiento. Razón por la cual mediante el apropiado goce de 
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dicho derecho se resguarda la igualdad de oportunidades para los ciudadanos (García, 2013). 
De manera semejante respecto al derecho tratado se debe agregar que el tribunal 
constitucional en el caso Carlos Rodríguez Sánchez expediente N° 02537-2002-AA7TC citado 
por García (2013) ha consignado expresamente que el proceso educativo es continuo y su fin es 
el pleno progreso de la personalidad; lo que no es otra cosa que el desglose de todas las 
fortalezas humanas y del logro de su propio proyecto de vida. Por todo lo señalado en los 
párrafos precedentes nos sumamos a lo expresado por el jurista peruano García Toma respecto a 
la educación, por cuanto consideramos que explica de manera clara el rol importante que cumple 
la misma respecto al futuro de cada ser humano que la recibe. A modo de relievar ideas fuerza 
del citado derecho podemos señalar que la educación tiene por fin la preparación integral de la 
persona, la misma que le permitirá alcanzar un mayor despliegue de sus potencialidades. Además 
tiene relación con el tipo de Estado social y democrático de derecho, ello en razón a que la 
instrucción de los peruanos lleva al fomento de la colaboración de las personas en la vida 
política, cultural, económica y social de la nación (Landa, 2017). Lo cual es importante para 
nuestro país ya que posibilita a sus ciudadanos realizarse en sociedad y vivir con dignidad por 
cuanto la educación es un derecho clave para la realización de otros derechos. Así lo refiere 
Landa (2017) al precisar que hay una cercana conexión entre la educación y la puesta en práctica 
de otros derechos fundamentales tales como el trabajo o la libertad de empresa, ya que a través 
de una idónea instrucción las personas pueden introducirse en la vida económica del país. 
Habiendo culminado con todo lo relacionado al derecho de la educación es momento de 
enfocarnos en la vulneración de derechos de los posesionarios prescribientes desde la perspectiva 
del consumidor y usuario. En este sentido, se puede mencionar que la Constitución de 1993 en el 
artículo 65 señala que el Estado peruano protege el interés de los consumidores y usuarios. Para 
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ello asegura el derecho a la información a todos los consumidores y usuarios sobre los bienes y 
servicios que están en el mercado, para que cuando lo requiera puedan disponer de los mismos. 
De lo señalado podemos apreciar que se expone al Estado una obligación particular de amparo a 
los consumidores y usuarios, ello debido a que los mismos son el fin de toda acción económica. 
Dicho en sencillo, con ellos se culmina el circuito económico logrando su bienestar, por medio 
de la utilización de una serie de productos y servicios (García, 2013). Por lo tanto, de lo 
consignado expresamente tanto en nuestra Constitución como en escritos de autoría de 
especialistas en el tema se puede advertir la importancia que implica el respeto a los derechos de 
consumidores y usuarios en nuestro ordenamiento. Siendo esto así nuestro máximo intérprete de 
la Constitución también ha emitido jurisprudencia relacionada al derecho materia de análisis. 
Como el de la sentencia de fecha 20/07/2011 recaída en el expediente N° 01865-2010-PA/TC 
(2011) de la cual se desprende una explicación detallada de la importancia del derecho del 
consumidor y usuario desde una perspectiva constitucional haciendo referencia que los 
consumidores y usuarios devienen en los destinatarios de las relaciones que sustentan la 
existencia del mercado. Es decir, el consumidor o usuario son el fin de todo movimiento 
económico; es quien finaliza el circuito o dinamismo económico mediante la satisfacción de sus 
necesidades para acrecentar su bienestar. Ahora bien, consumidor o usuario puede ser toda 
persona natural o jurídica que por un acto jurídico oneroso alcanza, usa o disfruta de definidos 
productos, como consumidor; o servicios, en el caso de usuario que anticipadamente han sido 
ofertados al mercado (EXP N° 01865-2010-PA/TC, 2011). Un tema importante también por 
tener en cuenta es lo señalado en la Obra de Derechos Fundamentales de autoría del jurista 
García (2013) quien hace referencia a un deber especial por parte del Estado hacia el consumidor 
y usuario y por lo cual resalta que tal obligación peculiar de resguardo formula la emisión y 
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aplicación de normativa y directivas protectoras, la instalación de procedimientos 
administrativos, así como la fundación de órganos encargados de la salvaguarda de los intereses 
de los consumidores y usuarios. Bajo esta línea el Tribunal Constitucional en el caso Agua Pura 
Rovic SAC, expediente N° 03315-2004-AA/TC, ha definido el consumo como un grupo de 
procesos socioculturales a través del cual se constata jurídicamente el gozo, disposición y 
utilización a título oneroso de una serie de productos, pero también de servicios realizados en el 
mercado (EXP N° 03315-2004-AA/TC, 2005). 
Los consumidores o usuarios a decir de García (2013) son aquellas personas naturales 
que, en el proceso de obtención, utilización o goce de un bien o acuerdo de un servicio, actúan en 
una esfera ajena a su actividad ocupacional; ello a efectos que puedan satisfacer una concreta 
necesidad de carácter social. En consecuencia, aparecen como destinatarios finales de un 
producto o servicio material o inmaterial, adquirido o contratado para provecho particular, 
familiar o social. Baldo Kresalja Roselló y Cesar Ochoa (2009) en su obra Derecho 
Constitucional Económico, citado por García (2013) han señalado que el artículo 65 de la 
Constitución establece un derecho subjetivo de los consumidores y también de los usuarios de 
resguardarse en situaciones de vulneración o desconocimiento de sus auténticos derechos, y de 
esta manera reclamar del Estado peruano una acción destinada al amparo de los usuarios. Por lo 
tanto, desde nuestro ordenamiento jurídico podemos mencionar que la Constitución y la 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional manifestada en el caso Roberto Nesta Brero 
Expediente N° 00008-2003-AC/TC reconoce la validez de las atribuciones expresas e implícitas 
de los consumidores y usuarios a saber. Entre esas facultades tenemos “[…] los derechos de 
acceso al mercado […]” (EXP N° 00008-2003-AC/TC, 2003, pp. 10-11). Que dicho sea de paso 
es considerado un derecho implícito de los consumidores. 
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Bajo este orden de ideas también se ha expresado Landa (2017) quien refiere que si de 
facultades de los consumidores y usuarios se trata, los mismos pueden tener acceso en igual 
condición a los servicios públicos de calidad y a menor costo. Asimismo también cuentan con 
derecho para acceder sin discriminación a los bienes y servicios ofrecidos en el mercado. 
Posición que ratifica lo planteado en el presente trabajo de investigación y por el cual se busca el 
acceso a servicios básicos esenciales sin hacer distinción entre posesionarios sobre todo cuando 
del acceso a tales servicios dependa la calidad de vida de los ciudadanos, que en muchas 
situaciones deciden pagar hasta dos veces el valor regular por ejemplo del agua potable a fin de 
acceder a la misma para poder sobrevivir en condiciones dignas. 
Retomando lo planteado respecto al derecho de consumidor y usuario en la sentencia 
emitida por Tribunal Constitucional, de fecha 20/07/2011, recaída en el expediente N° 01865-
2010-PA/TC (2011) es válido precisar que la naturaleza de consumidor o usuario se realiza 
mediante la relación jurídica que este realiza con un proveedor, el mismo que puede ser público 
o privado, y que cuente con la condición de receptor o beneficiario de algún producto. Dicho en 
sencillo, la calidad o categoría del consumidor o usuario no la tiene cualquiera sino solo los 
suministradores dentro del entorno de las relaciones jurídicas producidas por el mercado, las 
mismas que tienen como secuela o continuación la acción del Estado peruano para afianzar su 
correcto desarrollo (EXP N° 01865-2010-PA/TC, 2011). Ahora bien, en este contexto 
consideramos necesario precisar que el termino usuario y consumidor ha sido materia de 
discrepancia en lo que respecta a su significado. Siendo esto así nuestro máximo intérprete de la 
Constitución ha dejado sentada su posición a afectos de evitar confusiones. Posición que ha sido 
tomada en el presente trabajo de investigación. En este sentido en cuanto a la controversia 
planteada referente a que técnicamente el término consumidor difiere de lo que implica usuario 
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es necesario señalar que en la citada sentencia se deja establecido que en términos 
constitucionales el usuario recibe el mismo trato tuitivo por parte de la Constitución. De lo 
expresado en la citada sentencia es necesario recalcar que el artículo 65º de la Constitución 
determina la defensa de los consumidores y usuarios, por medio de una ruta jurídico binario, que 
comprende lo siguiente: Por un lado, instaura un principio rector para la acción del Estado, por lo 
que se expone una pauta destinada a guiar y sostener la activación del Estado referente a alguna 
actividad económica. Por otro lado, consagra un derecho personal y subjetivo por lo cual se 
considera la potestad de acción de resguardo a los consumidores y usuarios en situaciones de 
vulneración o ignorancia de lo conveniente para ellos; dicho en sencillo, se considera y sostiene 
el derecho de pedir al Estado una acción definida cuando se efectué cierta forma de vulneración 
de los derechos del consumidor o del usuario, introduciendo la facultad de actuación contra el 
mismo proveedor (EXP N° 01865-2010-PA/TC, 2011). De lo señalado se aprecia que la negativa 
en la instalación de servicios básicos esenciales de consumo masivo y sustanciales para la vida 
devienen de algún modo u otro en la vulneración del derecho al consumidor o usuario, los cuales 
no se debe olvidar concluyen la circulación económica a través de la satisfacción de las 
necesidades que tienen, en el caso materia de análisis seria a través del acceso a servicios básicos 
tales como acceso al agua potable, saneamiento y suministro eléctrico. Servicios considerados 
indispensables para una vida en condiciones adecuadas y deben entregarse sin discriminación 
alguna por cuanto se encuentra amparado en nuestra constitución. 
 
   
 
Art. 65: El Estado defiende el 
interés de los consumidores y 
usuarios. Para tal efecto garantiza 
el derecho a la información sobre 
los bienes y servicios que se 
encuentran a su disposición en el 
mercado. Asimismo vela, en 
particular, por la salud y la 
seguridad de la población.
Consumid
or-usuario
Si de facultades de los consumidores y usuarios se trata, los mismos pueden “*…+ c) Acceder en condiciones de igualdad a 
S.P. de calidad y a bajo costo. d) Derecho de acceso sin discriminación a los bienes y servicios ofertados en el mercado. 
*…+” 
Devienen en el fin de toda actividad económica. Con ellos se cierra el círculo 
económico satisfaciendo su bienestar, a través de la util ización de una gama de 
productos y servicios
Puntos importantes Constitución Definición
Puntos importantes Constitución Definición
La igualdad
DefiniciónConstituciónNorma supranacional y puntos importantes
Art. 2, inciso 2: Toda persona tiene 
derecho *…+ 2. A la igualdad ante la 
Ley. Nadie debe ser discriminado 
por motivo de origen, raza, sexo, 
idioma, religión, opinión, 
condición económica o de 
cualquier otra índole. *…+” 
Art. 1,2 y 7 de la  Declaración Universa l  de los  Derechos  Humanos;                                                                                                                 
El  art. I I  de la  Declaración Americana de los  Derechos  y Deberes  del  Hombre;                                                                                                                      
Los  art. 2 y 26 del  Pacto Internacional  de los  Derechos  Civi les  y Pol íticos ; y                                                                                                    
En los  art. 1, 2, 13 y 24 de la  Convención Americana sobre Derechos  Humanos .                                                                                                             
La  igualdad ante la  ley: mandato dirigido a l  legis lador a  fin de que las  medidas  legis lativas  que adopte no supongan 
di ferenciaciones  no justi ficadas  o tratamientos  di ferentes  entre categorías  de sujetos  basados  en motivos  proscri tos  por 
la  consti tución.                                                                                                                                                                                       
Igualdad en la  apl icación de la  ley: di reccionado a  la  adminis tración y los  jueces , los  mismos  que ante casos  s imi lares  o 
idénticos  deben apl icar la  misma norma o el  mismo sentido interpretativo otorgado a  la  norma relevante para  resolver la  
petición adminis trativa  o el  caso judicia l
 Como derecho es  entendida como una facultad exigible individual  o colectivamente 
por medio de la  cual  las  personas  deben ser tratadas  s imétrica  y homólogamente, 
tanto en el  contenido de las  leyes  como en las  apl icaciones  de las  mismas; 
s iempre que no exis tan razones  fundadas  para  un tratamiento dis tinto
Dignidad
Constitución Definición
  Goce de un estado de bienestar físico y mental, de modo tal que el organismo 
funcione en adecuadas condiciones                                                                                  
Derecho subjetivo, supone el derecho a conservar un estado de bienestar físico y 
mental, de modo tal que la persona pueda realizar las actividades de su vida 
cotidiana sin dificultad y con autonomía                                                                                                                   
Parte objetiva, el citado derecho impone un conjunto de deberes de actuación al 
Estado.                                                                                                                                                                          
Hay que mencionar además que el derecho a la salud tiene una dimensión 
relacional ello en razón a que la conservación de un  estado de salud adecuado 
tiene directa relación con el derecho a la vida y la integridad de la persona, así 
como con el desarrollo de la personalidad y a la dignidad personal 
Art.de nuestra Constitución:  
“Todos tienen derecho a la 
protección de su salud, la del 
medio familiar y la de la 
comunidad así como el deber de 
contribuir a su promoción y 
defensa. *…+”                    
la salud
Norma supranacional
Preámbulo de la Carta de las Naciones Unidas; el art. 1 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos;                                      
El art. 8 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos; y                                                                                                                                       
El art. 13 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales
Norma supranacional Constitución Definición
Previsto en el art. 1 de la 
Constitución vigente: la defensa de 
la persona humana y el respeto de
su dignidad son el fin supremo de 
la sociedad y del Estado
Norma supranacional Constitución Defensoria del Pueblo
El  párrafo 1 del  art. 12º del  Pacto Internacional  de Derechos  Económicos , Socia les  y Cultura les , se vincula  di rectamente con 
el  derecho a l  agua por estar relacionado con el  Derecho a  la  Vida  y a  la  Dignidad Humana. El  Pacto señala  que los  
Estados  Partes  reconocen el  derecho de toda persona a l  dis frute del  más  a l to nivel  pos ible de sa lud fís ica  y mental .                                                                                                                                                                                                                         
El  inciso 1 del  art. 11º del  Protocolo Adicional  a  la  Convención Americana sobre DD.HH. en Materia  de Derechos  
Económicos , Socia les  y Cultura les , “Protocolo de San Sa lvador”, de 1988, señala  que toda persona tiene derecho a  vivi r en 
un medio ambiente sano y a  contar con S.P. bás icos , de los  cuales  el  más  bás ico es  precisamente el  agua potable .                                                                                                                                                                        
Por su parte, el  párrafo 1 del  art. 11º del  Pacto Internacional  de Derechos  Económicos , Socia les  y Cultura les  contiene una 
serie no taxativa  de derechos  que dimanan del  derecho a  un nivel  de vida  adecuado . El  Pacto señala  que los  Estados  
Partes  reconocen el  derecho de toda persona a  un nivel  de vida  adecuado para  s í y su fami l ia , lo que incluye 
a l imentación, vestido y vivienda adecuada, y una mejora  continua de las  condiciones  de exis tencia . Claramente, no podría  
ser adecuada una vivienda que carezca  de los  servicios  de saneamiento.                                                                                                                  
La  Observación Genera l  N° 6 (1995) como la  Observación Genera l  Nº 15 (2002) del  Comité de Derechos  Económicos , Socia les  
y Cultura les  de las  Naciones  Unidas  recogen estos  instrumentos  internacionales  y los  desarrol lan, desprendiendo de 
el los  el  derecho a l  agua.
TC
Expediente N° 01865-2010-PA/TC (2011):
Los consumidores y usuarios devienen en los destinatarios 
de las relaciones que sustentan la existencia del mercado. 
Es decir, el consumidor o usuario son el fin de toda 
actividad económica; es quien concluye el círculo 
económico mediante la satisfacción de sus necesidades 
para acrecentar su bienestar. En términos constitucionales 





Informe Defensorial N° 94 (2005) ha señalado que “el tema del agua potable no se 
reduce a una cuestión técnica, económica o jurídica, sino que es un asunto que 
involucra derechos humanos que el Estado tiene la obligación de garantizar” 
TC
Expediente N° 00261-2003-AA/TC: la  noción de igualdad de 
oportunidades  conl leva  a  conceptual izar y dis tinguir la  
igualdad formal  de la  igualdad materia l . La   formal   se 
presenta  como una exigencia  a l  legis lador o a l  juzgador de 
no establecer di ferencias  injusti ficadas  o i rrazonables  en la  
ley o en una resolución adminis trativa  o judicia l . La  
materia l  se presenta  como una exigencia  de adopción de 
pol íticas  públ icas  destinadas  a  promover la  equiparación 
respecto a l  acceso de la  cobertura  de neces idades  bás icas   
ta les  como agua, luz, a l imentación, educación, etc. 
La educación es un derecho inherente a la persona. Comprende de un lado la 
enseñanza y, del otro, la educación propiamente dicha. Esta composición binaria 
contiene elementos éticos y jurídicos relacionados directamente con la dignidad 
humana. El derecho a la educación consiste en la facultad de adquirir o transmitir 
información, conocimiento y valores destinados a habilitar a las personas para 
sus acciones existenciales y coexistenciales; amén de ser guía, dirección u 
orientación para el desarrollo integral de la persona. A través del adecuado goce de 
dicho derecho se afianza la igualdad de oportunidades. 
La 
educación
La educación tiene por finalidad la formación integral de la persona. Además tiene vinculación con el modelo de Estado 
social y democrático de derecho, ello en razón a que la formación de los ciudadanos conlleva la promoción de la 
participación de las personas en la vida política, cultural, económica y social de la nación.                                                                  
Existe una estrecha relación entre la educación y el ejercicio de otros derechos fundamentales como el trabajo o la 
l ibertad de empresa, pues mediante una adecuada preparación las personas pueden insertarse en la vida económica del 
país
Art. 13 La educación tiene como 
finalidad el desarrollo integral de 
la persona humana. *…+. Art. 14 La 
educación promueve el 
conocimiento, el aprendizaje  *…+. 
Prepara para la vida y el trabajo y 
fomenta la solidaridad. 
TC
Éxpediente N° 02537-2002-AA7TC: ha señalado 
expresamente que el proceso educativo es permanente y 
tiene como objeto el pleno desarrollo de la personalidad; lo 
que no es otra cosa que el desglose de todas las 
potencialidades humanas y de la realización de su propio 
proyecto de vida. 
Derechos vulnerados según la Defensoría : el derecho a que 
se respete su dignidad consignado en el art. 1 de la 
Constitución, el derecho a la vida y a su l ibre desarrollo y 
bienestar señalado expresamente en el art. 2, inciso 1 del 
mismo cuerpo normativo. También el derecho a gozar de un 
ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de su vida 
señalado en el art. 2° inciso 22 y finalmente el derecho a la 
protección de su salud, la del medio familiar y la de la 
comunidad consignado en el art. 7 de nuestra carta magna 
El  28 de jul io de 2010, a  través  de la  
Resolución 64/292 la  Asamblea 
Genera l  de las  Naciones  Unidas  
reconoció expl íci tamente el
derecho humano a l  agua y a l  
saneamiento, reafi rmando que son 
esencia les para  la rea l ización de
todos  los  DD.HH.  El   2017 el  Perú 
incluyo en el  art. 7-A de la  
Consti tución vigente el  derecho 
fundamental  del  acceso a l  agua 
potable por lo cual  el Estado 
reconoce el  acceso de forma 
progres iva  y universa l  a l  recurso 
hídrico vi ta l  mediante la  Ley N° 
30588 de Reforma Consti tucional  
Su tutela  aparece como consecuencia  de la  afectación de un D.F.  Es  un principio, un 
va lor, y como ta l  es  la  fuente de los  DD.HH. Por lo tanto, el  fundamento de los  
DD.HH. es  la  dignidad. Es  el  va lor supremo de la  consti tución que, además  de 
fundamentar los  di ferentes   DD.HH. del imita  y orienta  los  fines  que el  Estado debe 
cumpl i r. Como principio consti tucional  el  Es tado debe estar a l  servicio de la  
defensa  de la  persona y de su más  pleno desarrol lo y bienestar. Como derecho la  
dignidad supone la  cons ideración de la  persona como fin en s í mismo y no como un 
medio. As imismo, supone la  impos ición de una serie de deberes  vinculados  con la  
promoción y desarrol lo pleno de la  persona ya  que el  ser humano no se desarrol la  
con dignidad de manera  a is lada s ino en un determinado contexto socia l , 
económico y pol ítico. En cuanto a l  a lcance la  dignidad tiene dos  ámbitos  o 
dimens iones . La  dimens ión subjetiva  vinculada a  la  persona de manera  individual , 
en tanto ti tular del  derecho; y por otro lado la  dimens ión objetiva  por cuanto la  
dignidad se consti tuye como un principio y un va lor que informa la  acción del  
Estado as í como el  ordenamiento jurídico
Expediente N° 02868-2004-AA/TC: “El respeto a la persona 
humana se convierte en el leit motiv que debe informar toda 
actuación estatal"
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Fuente: (Constitución Política del Perú, 1993), (García, 2013), (EXP N° 01865-2010-PA/TC, 2011)  
Elaboración propia  
 
El cuadro consignado en líneas precedentes resume los derechos que se consideran 
estarían siendo vulnerados. Haciendo la salvedad que los mismos se encuentran recogidos en 
nuestra constitución y que no podrán materializarse debido a la regulación vigente en cuanto a 
servicios básicos esenciales. Problemática que a la fecha no ha sido atendida por las autoridades 
respectivas generando enormes consecuencias en este sector de la población. Y que vale la pena 
resaltar solo es vociferado por los políticos en tiempos de campaña electoral para luego terminar 
en papel mojado en tinta. En este contexto es necesario buscar soluciones para generar beneficios 
en la ciudadanía más aun cuando estos implican transgresión de derechos fundamentales 
esenciales para el logro de una vida en condiciones dignas. Condiciones de vida que hoy más que 
nunca se ven expuestas al peligro debido a la pandemia que atraviesa nuestro país. Todo ello 
debido a que no se cuenta con el líquido elemental para un adecuado lavado de manos, o para la 
adecuada preparación de alimentos a consumir lo cual resulta en nula sintonía con los problemas 
que aquejan a poblaciones vulnerables. 
Habiendo desarrollado lo que comprende el derecho a los servicios públicos esenciales 
tales como agua potable, alcantarillado, servicio eléctrico, entre otros y la importancia de lo que 
implica contar con ellos para el progreso integral de la persona humana, puesto que de no ser así 
se verían vulnerados otros derechos de suma importancia para la vida del hombre tales como, la 
dignidad fuente creadora de más derechos, la salud, educación, igualdad y derecho al 
consumidor, derechos, que por cierto, se encuentran consagrados en nuestra Carta Magna y que 
muy a nuestro pesar estarían siendo vulnerados al limitarse acceder a los mismos, es momento de 
analizar cuantas y cuáles serían las normas que estarían contribuyendo a la vulneración de los 
derechos de suma importancia para la vida del hombre antes mencionados y cuál sería la 
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alternativa de solución para remediar dicho atropello. Para comprender mejor porque nuestro 
análisis en principio va dirigido hacia una ordenanza que es emitida por un gobierno local es 
preciso señalar que ello se debe a que de conformidad con el Decreto Legislativo 1280 Ley 
Marco de la Gestión y la Prestación de los Servicios de Saneamiento, en la esfera local, son los 
gobiernos locales los encargados de responder por la prestación de estos servicios públicos 
esenciales, es decir, son las encargadas de promover el desarrollo local a fin de reducir la brecha 
de desigualdad respecto a servicios esenciales, y en consecuencia generar un resultado positivo 
que acreciente la condición de vida de las personas; en el ámbito regional, los gobiernos 
regionales y en el ámbito nacional el Ministerio de Vivienda Construcción y Saneamiento 
(Decreto legislativo N° 1280, 2016). Para el caso en concreto nos interesa profundizar en las 
funciones correspondientes al gobierno local en lo que ha servicios básicos esenciales se trata. 
En este sentido, es oportuno referir que la base legal que otorga responsabilidad a las 
municipalidades respecto al tema abordado se encuentra consignada en el artículo 195 de la 
Constitución de la siguiente forma, las municipalidades estimulan el progreso, la economía local, 
y la asistencia de los servicios públicos de su competencia, en concordancia con las políticas y 
programas nacionales y regionales de crecimiento. Además son competentes para planificar, 
reglamentar y administrar los servicios públicos en el ámbito local a su cargo. Asimismo de 
desarrollar y reglar acciones y servicios en lo que respecta a educación, salud, vivienda, 
saneamiento (Constitución Política del Perú, 1993). 
Además la Ley N° 27972, Ley Orgánica de las Municipalidades en su artículo 80 
consigna las funciones de las Municipalidades en cuanto a saneamiento, salubridad y salud. 
Precisando que, en la esfera urbana, la competente de brindar los servicios de saneamiento es la 
Municipalidad Provincial; y en la parte rural, la Municipalidad Distrital. Se debe agregar que la 
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mencionada ley señala que los gobiernos locales pueden prestar los servicios de saneamiento a 
través de una Empresa Prestadora, una Unidad de Gestión Municipal, un Operador Especializado 
o una Organización Comunal (Ley Orgánica de las Municipalidades, 2003). Lo dicho hasta aquí 
supone que sea la Municipalidad la segunda entidad, después de las empresas prestadoras de 
servicios públicos, a la que acudan los ciudadanos en busca de alcanzar acceder a los servicios 
públicos esenciales para lograr mejoría en su calidad de vida, entidad que deniega la posibilidad 
para acceder a los servicios argumentando que la condición de posesionario prescribiente no se 
encuentra comprendida en la regulación vigente. En este sentido, una de las primeras normas por 
analizar es la ordenanza N° 1487 que norma la entrega de constancias de posesión para la 
facilitación de servicios básicos, la misma que en su artículo 1 tiene como objeto añadir en el 
TUPA el procedimiento de Constancia de Posesión para el acceso a servicios básicos, la cual 
permitirá conseguir servicios básicos de electricidad y establecimiento de redes de agua potable 
y alcantarillado por el lado de las EPS dentro de la circunscripción del Cercado de Lima en las 
posesiones no formalizadas, en el campo de la Ley 28687 (Ordenanza que regula el 
Otorgamiento de Constancia de Posesión para la Factibilidad de Servicios Básicos N° 1487, 
2010)  
La mencionada ordenanza es de suma importancia para el tema abordado en el presente 
trabajo de investigación ya que la misma es el primer eslabón que debe pasar todo ciudadano con 
la condición de posesionario que desee acceder a los servicios de agua potable o de electricidad. 
Ello en razón a que la normativa que regula el procedimiento para la factibilidad de servicios 
básicos tiene como prerrequisito la presentación de una constancia de posesión en caso de no ser 
propietario. Constancia de posesión que solo la otorga el gobierno local competente, en este caso 
la Municipalidad de Lima Metropolitana, en caso de posesiones no formalizadas, en el campo de 
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la ley 28687. Dejando de lado a aquellos ciudadanos que no forman parte de la mencionada ley. 
Bajo esta línea es importante resaltar que el Título I de la mencionada Ley hace referencia al 
saneamiento de propiedades informales de terrenos tomados por posesiones informales, centros 
urbanos informales y urbanizaciones populares. De lo consignado se aprecia que no podrán ser 
beneficiados de la misma los ciudadanos que no cumplan lo requerido, o que no se subsuman en 
lo señalado por dicha ley. Es debido a ello que desde nuestra perspectiva consideramos que dicha 
ley devendría en la vulneración al principio de la igualdad. Ya que existe otro sector en la 
población peruana que carece de servicios básicos desde hace mucho tiempo, y por no ser 
contemplados en la norma y trabas burocráticas no puede acceder a los mencionados servicios 
básicos, siendo estos necesarios para desarrollar una vida en condiciones dignas al que todo 
ciudadano tiene derecho. Siendo esto así, nuestra observación surge en razón a que, si se permite 
la accesibilidad a servicios básicos a un sector de la población, porque tendría que denegársele a 
otro teniendo condiciones similares y tratándose de servicios de consumo masivo, esenciales para 
la vida, salud y la dignidad humana y que finalmente son determinantes para la supervivencia. 
Volviendo al tema planteado en cuanto a la ordenanza N° 1487 resulta interesante detenerse en el 
análisis del artículo 2 de la norma en mención, del cual se desprende como finalidad cooperar 
con la mejora de la calidad de vida, el progreso de los poseedores localizados en posesiones no 
formalizadas que se estén bajo los alcances de la Ley Nº 28687 (Ordenanza que regula el 
Otorgamiento de Constancia de Posesión para la Factibilidad de Servicios Básicos N° 1487, 
2010) 
Ahora bien, si la finalidad de dicha ordenanza es la mejora de las condiciones de vida, el 
crecimiento y desarrollo de los poseedores localizados en posesiones no formalizadas por qué 
esta finalidad no comprende a aquellos poseedores que tienen por mandato constitucional 
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derecho a contar con servicios básicos esenciales para vivir en condiciones dignas. Teniendo 
presente que el otorgamiento de constancia de posesión que viabiliza el acceso a servicios 
básicos solo servirá para la tramitación que se realicen en las empresas prestadoras del servicio, y 
así está consignado en el artículo 9 de la norma en mención consignando que las constancias que 
se entreguen a los solicitantes solo serán utilizadas para la tramitación que se realicen ante las 
empresas prestadoras de los servicios básicos (Ordenanza que regula el Otorgamiento de 
Constancia de Posesión para la Factibilidad de Servicios Básicos N° 1487, 2010) En 
consecuencia, si ya existe un margen de uso para las constancias de posesión, otorgadas solo 
para los trámites de accesibilidad a los servicios básicos, por qué seguir denegando el acceso 
para otros ciudadanos que no cuentan con servicios básicos. Ahora bien, por lo señalado hasta el 
momento se puede apreciar que con la normativa vigente en lo que respecta al gobierno local el 
posesionario prescribiente no podrá acceder a los servicios públicos esenciales. Sin embargo las 
empresas prestadoras de servicios piden también como requisito para la factibilidad de servicios 
se presente copia literal que acredite la propiedad del solicitante, documento con el que 
claramente no cuenta el ciudadano por cuanto tiene la condición de posesionario, por lo que se 
infiere que las empresas prestadoras solo consideraran propietario al posesionario de contar este 
con un título que lo reconozca propietario, lo cual desde nuestra perspectiva no es correcto ya 
que un posesionario prescribiente ya es propietario por cuanto cumplió lo consignado en la ley 
para prescribir, es decir para adquirir el predio. Dicho de otro modo al cumplir con la ley él ya se 
constituyó en propietario y lo único que falta es que el juez lo declare como tal, mas no que lo 
constituya. Pues bien al respecto es preciso señalar que la posición adoptada por las empresas 
prestadoras de los servicios decanta en que solo este usuario será propietario al culminar el 
proceso de prescripción por cuanto el juez recién allí lo constituye como tal, antes de esto no es 
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propietario. Lo cual desde nuestra modesta opinión vulnera el derecho del acceso a lo mínimo 
sustancial para alcanzar vida en condiciones adecuadas. Ya que se prima la forma desatendiendo 
el fondo del tema que culmina en la entrega de servicios públicos esenciales para la vida. Esta 
posición dista mucho de lo decidido por el Tribunal Constitucional en el EXP N° 01865-2010-
PA/TC en donde se discute la negación de la emplazada de colocar el suministro eléctrico en el 
predio. En este sentido, en el análisis de la controversia, en la citada sentencia se señala que si 
bien ante la solicitud de acceso al servicio eléctrico, el artículo 82º del Decreto Ley N.º 25844, 
Ley de Concesiones Eléctricas, dispone que, todo ciudadano que busque acceder a energía 
eléctrica, y que su ubicación corresponda a una área de concesión para su distribución, tendrá 
derecho a que el concesionario lo provisione de electricidad, siempre que anticipadamente 
cumpla los estipulaciones solicitadas y pagos que señale la ley y su respectivo reglamento (EXP 
N° 01865-2010-PA/TC, 2011), y que en el artículo 165º del Reglamento de la Ley de 
Concesiones Eléctricas, aprobado por Decreto Supremo N.º 009-93-EM, y modificado por el 
Decreto Supremo N.º 018-2007-EM, dispone que cuando una persona adquiera el suministro 
eléctrico deberá suscribir un contrato. El mismo constará en formulario y contendrá, los datos 
personales o razón social del solicitante, los cuales deberán demostrar ser propietario, o en su 
defecto contar con la venia del propietario, tener un certificado o constancia de posesión del 
inmueble destino para la instalación del suministro (EXP N° 01865-2010-PA/TC, 2011). 
También se presenta una excepción. Dicha excepción se encuentra comprendida en el numeral 
1.2.1 de la Directiva N.º 002-95-EM/DGE, que regula a las solicitudes de nuevo suministro, y 
que consigna que la solicitud vinculada con suministro de energía, sólo puede ser realizada por el 
propietario. Sin embargo, de manera excepcional se puede concretar el contrato con personas que 
no demuestren su condición de propietarios (EXP N° 01865-2010-PA/TC, 2011).  
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De lo observado en líneas anteriores se puede concluir que en palabras del Tribunal 
Constitucional si podría facilitarse la factibilidad al servicio de electricidad. Por cuanto existe 
una norma que regula la excepción para algunos casos. Ahora bien si esto es así, la 
desestimación para colocar el suministro eléctrico carecería de argumento, ya que las propias 
normas que regulan los requisitos para la instalación de servicios básicos aluden a una 
excepción, sobre todo cuando hablamos de un servicio esencial. Como puede apreciarse, de la 
citada sentencia se observa que es la propia normativa de las EPS la que las faculta para brindar 
atención a la solicitud de un ciudadano que desea acceder a servicios básicos para el desarrollo 
de una vida digna. De lo señalado líneas arriba es importante destacar que el tema tratado en el 
presente trabajo de investigación ha sido materia de análisis en el Tribunal Constitucional. Si 
bien la situación no es la misma guarda mucha similitud con lo desarrollado en el presente 
trabajo y que busca finalmente no se le prive de lo mínimo indispensable para vivir en 
condiciones adecuadas a los posesionarios prescribientes, ya que la privación de servicios 
básicos esenciales podría acarrear diversas consecuencias no solo en la salud de aquellos que 
carecen de los mismos sino además en su desarrollo personal. En este orden de ideas, en cuanto a 
la protección al usuario y al derecho de contar con servicios básicos esenciales se trata, el 
Supremo intérprete de la Constitución ha señalado que el caso materia de análisis tiene relación 
con la doctrina constitucional la misma que respecto a la protección del usuario ha señalado 
expresamente “no solo se tiene derecho a recibir servicios esenciales […], sino también a que 
estos sean dispensados en condiciones óptimas o, al menos, favorables” (Exp. N° 01865-PA/TC, 
2010, p.8). De considerarse lo contrario en palabras del Tribunal no se estaría respetando a 
nuestra constitución por cuanto la misma tiene como fin la defensa de la persona.  
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Ahora bien, en cuanto a la excepción contemplada en la regulación para la factibilidad 
del servicio de electricidad, tratada anteriormente, el Tribunal también ha emitido opinión, 
contando ya con jurisprudencia sobre el otorgamiento de suministro eléctrico a persona con la 
condición de posesionario debido a la excepción presentada en la normativa, de este modo el 
numeral 1.2.1 de la Directiva Nº 002-95-EM/DGE, aprobada mediante la Resolución Directoral 
Nº 029-95-EM, señala que, excepcionalmente, en las situaciones que el concesionario lo 
considere adecuado podrá consentir contrato de suministro eléctrico con ciudadanos que no 
demuestren claramente su condición de propietarios. Por consiguiente si las mencionadas normas 
permiten colocar el suministro eléctrico, inclusive a quienes no tengan la condición de 
propietarios, este Tribunal no halla motivo para que la entrega del servicio haya sido denegada al 
solicitante (Exp. N° 01865-PA/TC, 2010).  
El análisis del Tribunal Constitucional en el Exp. N° 01865-2010-PA/TC termino 
concluyendo que no es posible denegar servicios básicos esenciales puesto que son necesarios 
para un idóneo desarrollo de la vida en condiciones dignas, así lo dejo establecido declarando 
fundada la demanda en los siguientes términos: un pedido para el acceso de suministro eléctrico 
no puede igualarse, a un acto de administración común, porque no lo es. Pero sobre todo porque 
es un servicio básico, esencial y de suma importancia para un desarrollo en condiciones dignas. 
Siendo esta la situación este Tribunal concluye que al negar la instalación del suministro 
eléctrico solicitado por el usuario se ha acreditado que la entidad que facilita el servicio ha 
vulnerado el derecho de usuario de un servicio público esencial, regulado por el artículo 65º de la 
Constitución; motivo, por el cual la demanda debe ser estimada (Exp. N° 01865-PA/TC, 2010). 
Por lo tanto al ser considerado un servicio básico primordial para una vida en condiciones 
adecuadas no hay argumento valedero para denegar tales servicios porque de hacerlo no solo se 
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vulnera el derecho al consumidor consignado en nuestra máxima normativa sino que se 
atropellan derechos esenciales para la realización de la vida tales como el acceso al agua potable, 
saneamiento y suministro eléctrico. Derechos de suma relevancia para la vida y salud en tiempos 
de pandemia. 
Frente al tema abordado en el presente Trabajo de Investigación no se puede dejar de 
lado las posiciones discrepantes con lo planteado en el trabajo realizado. En este sentido 
debemos señalar que existen opiniones en contra de la accesibilidad de servicios básicos para 
este sector de ciudadanos bajo la tesis de que ello devendría en que muchas personas se adueñen 
de lugares que no le pertenecen. Manteniendo siempre el respeto por el punto de vista contrario, 
creemos necesario señalar nuestra posición, respaldada no solo en el Código Civil sino además 
en doctrina ya que el presente trabajo hace referencia al posesionario prescribiente. De esta 
manera consideramos que un ciudadano que tiene la posesión por más de 10 años de un predio, 
que paga impuesto predial y arbitrios, pero que no cuenta con servicios básicos por ser 
posesionario tiene derecho a contar con dichos servicios. Ello en razón a que nuestra  normativa 
civil refiere que todo ciudadano que cumpla con todos los requisitos de la usucapión regulado en 
el artículo 950 del Código Civil, vale decir que tenga la posesión continua (usas la cosa), pública 
(ejerce la posesión de manera exteriorizada), y pacífica (nadie interrumpe tu posesión), por más 
de 10 años puede optar por la prescripción. Y se hace relevancia del término optar ya que este 
ciudadano ya sería propietario del predio que habita, según nuestra normativa. El juez lo único 
que hará mediante el proceso de prescripción es decláralo propietario puesto que él ciudadano ya 
lo es. Dicho en sencillo, toda persona que cumpla lo regulado para la usucapión e interponga 
demanda de prescripción, la misma procedería puesto que se ha cumplido lo estipulado en la ley 
para prescribir, en consecuencia la sentencia emitida por el juez lo único que hace es declararlo 
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propietario porque se cumplió los requisitos que demanda la ley. Es decir, no es que el juez va 
decirle al ciudadano, es usted recién ahora propietario, porque ya lo es, desde el momento que 
cumplió los requisitos consignados en la norma para usucapir. Pues bien, este tipo de situaciones 
es la que se presenta en el caso materia de análisis ya que existe un sector de la población que al 
cumplir lo estipulado en la norma han interpuesto demanda de prescripción para ser declarados 
propietarios, no constituirse, porque ya lo hicieron al cumplir lo señalado en la norma. Ahora 
bien, existe a su vez otro grupo de personas que lleva más de 10 años viviendo en sus hogares sin 
servicios básicos, y no han iniciado un proceso de prescripción, por diversos motivos, tales como 
carencia de recursos económicos, desconocimiento, entre otros. En este sentido, mientras los 
afectados busquen financiamiento para iniciar un proceso de prescripción ¿es justo que dichas 
familias no cuenten con agua, luz, y una serie de servicios básicos en Lima Metropolitana? Pues 
desde nuestra modesta opinión consideramos que no, por cuanto ya son propietarios de hecho, 
menos aun cuando estos propietarios de hecho tienen una demanda interpuesta por prescripción 
adquisitiva de dominio. Bajo esta línea no se puede seguir permitiendo la carencia de vitales 
servicios básicos, menos aún bajo la coyuntura sanitaria que azota no solo nuestro país sino el 
mundo y lo que nos demuestra una vez más que la falta de gestión orientada a la reducción de 
brechas de desigualdad puede condenar a seres humanos libres e iguales en dignidad y derechos 
a vivir en condiciones indignas. Bajo esta línea, la única manera de alcanzar vida en condiciones 
dignas es contando con lo mínimo indispensable para el desarrollo de la vida lo cual implica 
acceder al agua, saneamiento y servicio eléctrico porque son servicios esenciales para la vida de 
la persona. En el caso del agua potable, el acceso a ella y su calidad genera externalidades en la 
salud de la población, En el caso del servicio eléctrico, contar con él, es importante para acceder 
al portafolio de bienes durables que eleva las condiciones de vida de la comunidad. Cabe 
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destacar, que la inaccesibilidad en la instalación de servicios básicos ha generado no solo 
consecuencias negativas en el crecimiento total de las personas, lo cual implica vida con 
condiciones indignas, si no que ha generado que algunos de los ciudadanos opten por obtener los 
servicios esenciales de forma clandestina, lo cual incrementa la informalidad que no debe seguir 
acrecentándose si lo que en realidad se busca es acabar con ella.  
Por todo lo señalado nos reafirmamos en lo referido inicialmente, esto es, que 
contraponiendo lo establecido en la Constitución y su fortaleza normativa para amparar derechos 
humanos, fundamentales o constitucionales en beneficio de los ciudadanos, existe la posibilidad 
de que se prime lo establecido en la Constitución, en donde se señala que “La defensa de la 
persona humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y del Estado” 
(Constitución Política del Perú, 1993, art. 1). Pues bien, si esto es así, el respeto por la dignidad 
del ser humano, que es un principio creador de más derechos debe primar, ya que contar con lo 
mínimo para el desarrollo personal, significa vivir con servicios básicos esenciales. Y ¿qué se 
entiende por la fuerza normativa de la Constitución? Pues al respecto debemos señalar de 
conformidad con Hakansson (2009) que la fuerza normativa de la Constitución es un principio 
que busca dar prioridad a las formulaciones que contribuyan a conseguir la mayor eficacia de los 
mandatos constitucionales. Si bien, en palabras del autor en nuestra Constitución no hay una 
medida expresa que haga referencia a su fuerza normativa y conexión inmediata, en su contenido 
encontramos algunas medidas que pueden facilitar la labor interpretativa. Tal es el caso del 
artículo 38, que dispone que “todos los peruanos tienen el deber de […] respetar, cumplir y 
defender la Constitución” (Constitución Política del Perú, 1993, art. 38), un mandato que hace 
referencia a los gobernantes y a los gobernados. Bajo lo mencionado en palabras del citado autor 
la fuerza de la Constitución también puede sustentarse debido a una visión de conjunto de su 
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estructura. De esta manera al visualizar la Carta de 1993 como un mapa de caminos, hallaremos 
a lo largo de su trayecto las normas que consagran su supremacía normativa frente al marco 
legal. Pero no solo ello, también tendremos las medidas que regulan la creación de las normas, 
las formas de aplicación directa de los derechos y las libertades consideradas. Asimismo, se 
hallara el control de la constitucionalidad como una fortaleza enmendadora de atropellos 
cometidos por especificas instituciones del Estado, así como las medidas sujetas los poderes 
públicos del Estado y los ciudadanos (Hakansson, 2009). En consecuencia, de lo señalado en el 
párrafo anterior se aprecia, en palabras del citado autor que la relevancia de los mandatos 
constitucionales en una sociedad democrática pierden su razón de ser si no existen mecanismos y 
garantías destinados a monitorear los actos o normas que transgreden, por la forma o fondo, el 
argumento del pacto constitucional (Hakansson, 2009). 
Finalmente no podemos concluir el tema tratado en el presente trabajo de investigación 
sin considerar que en setiembre del 2015 los líderes del mundo acogieron en el seno de Naciones 
Unidas un acuerdo denominado la Agenda del 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible, 
entrando en vigencia el 01 de enero del 2016. ¿Y qué significa esto? Pues se refiere a un acuerdo 
internacional no visto antes con vigencia hasta el año 2030 y que considera la importancia de 
tratar a la vez la lucha contra la pobreza, el cuidado del planeta y el descenso de las 
desigualdades que tanto daño generan. Dicho en sencillo estos objetivos son la hoja de ruta que 
han trazado los Estados miembros de la Organización de Naciones Unidas para asegurar que 
hasta el 2030 todas las personas sin tomar en cuenta su condición social, étnica, económica, lugar 
de vivienda, etc. Tengan las condiciones fundamentales e indispensables para vivir con dignidad. 
Este acuerdo cuenta con 17 objetivos de los cuales resaltaremos los que tienen estrecha relación 
con el tema tratado en el presente trabajo de investigación. Siendo esto así debemos resaltar que 
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entre los objetivos que se propone alcanzar encontramos en el objetivo tres a la buena salud, que 
implica afianzar una vida sana y fomentar el bienestar de todas las personas a todas las edades; 
en el objetivo cuatro se tiene a la educación de calidad lo que implica asegurar una educación 
que incluya a todos en igualdad de condiciones con la respectiva calidad y promueva más 
opciones de aprendizaje permanente. Asimismo, se debe señalar que la cobertura universal de 
agua y saneamiento es el sexto objetivo de desarrollo sostenible al 2030 promovidos por la ONU 
lo que comprende asegurar la dotación y la gestión sostenible del agua y del saneamiento. En el 
objetivo siete se busca afianzar acceder a una energía asequible, fiable, sostenible y moderna. En 
cuanto a la desigualdad, en el objetivo diez se busca reducir la misma entre los países y entre las 
personas. Es oportuno señalar, que si bien estos objetivos no son jurídicamente obligatorios hay 
un compromiso de los gobiernos para fomentar y cumplir estos objetivos por cuanto representan 
mejoría en las condiciones de vida de los seres humanos. Encontrándose abiertos a la 
participación de todos los países y no solo de los desarrollados, su cumplimiento será sometido a 
examen y revisión para revisar la evolución de esos progresos (Objetivos de Desarrollo 
Sostenible, 2015). Así también, nuestro país tiene como objetivo lograr que las personas puedan 
acceder de modo masivo a los servicios de saneamiento del sector urbano en el 2021, y del sector 
rural antes del 2030. De lo señalado se puede apreciar que los argumentos en pro del respeto por 
la dignidad de la persona humana y lo que ello implica, cada vez más se ve fortalecido. Ello en 
razón a que no existe argumento válido, para denegar al ser humano lo mínimo indispensable 
para desarrollarse como tal. Permitir que ello suceda implica la vulneración de los derechos 
humanos por los que tanto el hombre ha luchado alcanzar. Y que hoy por hoy cobran relevancia 
debido al virus que está acabando con la vida de muchos ciudadanos. 
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7.2. Marco normativo 
 
La problemática abordada en el presente trabajo de investigación tiene una estrecha 
relación, en el ámbito internacional, con normas supranacionales que todo país que se considere 
un Estado de Derecho debe respetar por cuanto comprenden lo mínimo imprescindible para el 
desarrollo de la persona humana en condiciones dignas. Del mismo modo estos mínimos 
indispensables que se traducen en servicios públicos esenciales están amparados en nuestra 
Constitución Política del Perú, y en normas de rango inferior jerárquico a la Constitución que 
regulan su acceso, en el ámbito interno. Siendo esto así y a efectos de precisar el desglose de los 
diversos compromisos internacionales por los cuales el Estado peruano debe procurar facilitar el 
acceso a lo mínimo indispensable para el desarrollo de la persona en sociedad, y el detalle de la 
normativa interna que por un lado amparan su viabilización y por el otro regulan los citados 
servicios públicos por cuanto ello implica contar con lo esencial para la mejora en la calidad de 
vida, consideramos necesarios detallarlos respetando la jerarquía normativa que comprenden. No 
obstante es oportuno señalar que si bien los servicios públicos comprenden una lista de 
prestaciones que debe realizar el Estado peruano con el objetivo de atender las necesidades 
básicas de una sociedad, en el presente trabajo de investigación se hace énfasis en especial a 
aquellos que implican un desarrollo integral del ser humano, tales como el servicio de agua 
potable, saneamiento y electricidad. De esta manera iniciaremos detallando los instrumentos 
normativos internacionales que comprende el derecho al agua, saneamiento y electricidad. En 
este orden de ideas dentro del marco internacional, en primer lugar, tenemos lo establecido en la 
Declaración Universal de Derechos Humanos en la cual se consigna en el artículo 25, inciso 1 
que las personas junto a su familia tienen derecho a llevar una vida en condiciones idóneas que 
les permita contar no solo con salud sino también preservar la misma, y con bienestar 
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(Declaración Universal de los Derechos Humanos, 1948). De lo señalado expresamente en la 
normativa supranacional se puede comprender que el bienestar se alcanzara cuando se cuente 
con lo mínimo indispensable para desarrollarse en sociedad, ello significa contar con servicios 
básicos esenciales tales como acceso al agua, saneamiento y suministro eléctrico. En segundo 
lugar tenemos a la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación 
contra la Mujer en donde se precisa en el art. 14, inciso 2, literal h, en líneas generales, el 
derecho a disfrutar de situaciones de vida idónea, sobre todo en el ámbito de la vivienda, los 
servicios sanitarios, la electricidad y el abastecimiento de agua potable, entre otros (Convención 
sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer, 1987). Bajo lo 
señalado es imposible pensar que los seres humanos podrán alcanzar condiciones de vida 
adecuadas si se limita el acceso a lo minino indispensable para desarrollarse como persona. En 
este sentido es deber del Estado peruano garantizar se pueda acceder a vitales servicios ya que de 
ellos depende la vida y salud de los ciudadanos. También es preciso hacer referencia a la 
Convención sobre los Derechos del Niño en la cual se deja expresamente señalado que se debe 
“Combatir las enfermedades y la malnutrición en el marco de la atención primaria de la salud 
mediante, entre otras cosas, la aplicación de la tecnología disponible y el suministro de alimentos 
nutritivos adecuados y agua potable salubre, […]” (Convención sobre los Derechos del Niño, 
1989, art. 24, inciso 2, literal c). Es decir, un Estado que tiene como prioridad entre otros temas 
la salud de la población infantil debe procurar facilitar de vital recurso como es el agua a los 
sectores que carecen del mismo sin discriminación alguna ya que solo de esta manera sus 
condiciones de vida mejoraran. Todo ello debido a que no se puede hablar de condiciones 
adecuadas para la persona sino se cuenta con lo mínimo indispensable para vivir de manera 
digna. Habría que decir también que la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
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Discapacidad respecto a los servicios esenciales ha señalado en el art. 28, inciso 2, literal a, que 
se debe resguardar el acceder en igualdad de condiciones a las personas con discapacidad a 
servicios de agua potable entre otros servicios (Convención sobre los Derechos de las Personas 
con Discapacidad, 2006) por la sencilla razón de que ello generara externalidades en diversos 
ámbitos de la vida de aquellos que tienen acceso a los mismos. Todavía cabe señalar al Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales por el cual se deja constancia en el 
art. 11, la potestad con la que cuenta toda persona y su familia no solo a una vida en condiciones 
idóneas, sino también a una alimentación, vestido y vivienda oportuna. Y en el artículo 12 se 
consigna el derecho de los ciudadanos al goce de una salud tanto física como mental (Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 1966). Derechos que por cierto no 
solo deben quedar como papel mojado en tinta, sino que solo podrán materializarse de contar con 
servicios básicos esenciales. Se debe agregar que en la Resolución 64/292, de fecha 28 de julio 
del 2010 se realizó la aceptación explicita del derecho humano al agua potable y al saneamiento, 
como derecho primordial para la materialización de los otros derechos fundamentales (Asamblea 
General de las Naciones Unidas, 2010). Habiendo señalado esto se debe indicar que antes de 
detallar la normativa a nivel interno que regula la factibilidad de servicios públicos esenciales es 
importante hacer precisión de los artículos que desde nuestra perspectiva amparan la petición 
justa del acceso a los mencionados servicios esenciales, tal es el caso, pon un lado, primero del 
Artículo 1 de la Constitución que señala que “la defensa de la persona humana y el respeto a su 
dignidad son el fin supremo de la Sociedad y del Estado” (Constitución Política del Perú, 1993, 
art. 1). Por lo cual se concluye que es deber del Estado proveer los servicios públicos esenciales 
por cuanto solo a través de ellos se materializara el respeto por la dignidad de la persona en 
sociedad. En segundo lugar tenemos al derecho a la igualdad también comprendido en la 
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Constitución y por lo cual se consigna en el art. 2, inciso 2 que las personas cuentan con la 
potestad de ser tratados de igual forma ante la ley. Razón por la cual está prohibido realizar actos 
de discriminación no solo por motivo de origen, raza, sexo, idioma, religión, sino además por 
opinión, condición económica o de cualquier otra índole. (Constitución Política del Perú, 1993). 
Motivo por el cual la prestación de servicios esenciales debe facilitarse sin ningún tipo de 
discriminación. Se debe agregar que en lo que respecta al consumidor o usuario la Constitución 
de 1993 en el artículo 65 señala explícitamente que es deber del Estado defender el interés de los 
consumidores y usuarios ya que con ese fin se garantiza el derecho a contar con información 
sobre los bienes y servicios que están a disposición en el mercado. Sin dejar de cuidar por la 
salud y la seguridad de la ciudadanía (Constitución Política del Perú, 1993). Por otro lado, 
respecto a la fuerza de la Constitución reflejada en el artículo 38 que dispone que “todos los 
peruanos tienen el deber de […] respetar, cumplir y defender la Constitución” (pp. 28-29), 
consideramos deben facilitárseles a los posesionarios prescribientes servicios públicos esenciales 
ya que la citada disposición se refiere a los gobernantes y a los gobernados. 
Habiendo hecho la salvedad de los artículos señalados en nuestra Constitución que 
amparan la entrega de servicios públicos esenciales bajo el principio de la fuerza normativa de la 
constitución regulada en el artículo 38 del mismo cuerpo normativo, es momento de volver a la 
normativa a nivel interno que regula meramente a las prestaciones que forman parte de los 
servicios públicos. Siendo esto así, se advierte que en el año 2017 el Perú incluyo en el artículo 
7-A de la Constitución vigente el derecho fundamental del acceso al agua potable por lo cual el 
Estado reconoce el acceso de forma progresiva y universal al recurso hídrico vital (Ley N° 30588 
de Reforma Constitucional que reconoce el Derecho de Acceso al Agua como Derecho 
Constitucional, 2017). Cumpliendo con incluir a tan preciado recurso en nuestra máxima norma 
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corresponde al Estado realizar las gestiones pertinentes a fin de materializar lo consignado en 
nuestra Carta Magna. ¿Pero a quién correspondía esta labor? Para resolver esta interrogante es 
necesario precisar que de conformidad con el Decreto Legislativo 1280 Ley Marco de la Gestión 
y la Prestación de los Servicios de Saneamiento, en la esfera local, son las Municipalidades las 
encargadas de responder por la prestación de estos servicios públicos esenciales; en la esfera 
regional, los gobiernos regionales y en el ámbito nacional el Ministerio de Vivienda 
Construcción y Saneamiento (Decreto legislativo N° 1280, 2016). Dicho esto debemos señalar 
que la Ley N° 27972, Ley Orgánica de las Municipalidades en su artículo 80 dispone las tareas 
de las Municipalidades en cuanto a saneamiento, salubridad y salud. Precisando que, en la esfera 
urbana, la competente de brindar los servicios de saneamiento es la Municipalidad Provincial; y 
en la esfera rural, la Municipalidad Distrital. Se debe agregar que la mencionada ley señala que 
los gobiernos locales pueden prestar los servicios de saneamiento a través de una Empresa 
Prestadora, una Unidad de Gestión Municipal, un Operador Especializado o una Organización 
Comunal (Ley Orgánica de las Municipalidades, 2003). Ahora bien en cuanto a la solicitud de 
acceso al servicio eléctrico, es el artículo 82º del Decreto Ley N.º 25844, Ley de Concesiones 
Eléctricas, que ordena que, toda persona que requiera servicio eléctrico, con ubicación dentro de 
una demarcación de concesión de distribución, tendrá sin problema derecho a que la respectiva 
EPS le suministre energía eléctrica. Resaltando que esto será así, siempre que anticipadamente se 
haya cumplido con las condiciones solicitadas y pagos que precise la Ley y el Reglamento, 
específicamente el artículo 165º del Reglamento de la Ley de Concesiones Eléctricas, aprobado 
por Decreto Supremo N.º 009-93-EM, y modificado por el Decreto Supremo N.º 018-2007-EM. 
Cabe recalcar que para la elaboración del presente trabajo de investigación también se ha 
recurrido a nuestro Código Civil de 1984 a fin de nutrirnos del tema relacionado a las maneras de 
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conseguir la propiedad tales como la prescripción adquisitiva de dominio y por la cual el código 
precisa en el artículo 950 que en el caso de un bien inmueble la propiedad del mismo se obtiene 
mediante la figura de la prescripción para lo cual debe presentarse una posesión continua del 
bien materia de prescripción, pacífica y pública, haciendo la salvedad de que debe darse como 
propietario. Todo ello a lo largo de diez años. Ahora bien, en el caso de que el poseedor cuente 
con justo título y buena fe la prescripción operara a los cinco años. 
Detallado el marco normativo pasamos a explicar de manera sucinta el grafico que a 
continuación consignamos y en el cual se aprecia la forma mediante la cual se organiza el 
Estado. En este sentido, se observa que nuestro Estado peruano tiene por un lado, niveles de 
gobierno, poderes del Estado, y por otro tiene OCAS. Y ¿qué relación tiene esto con lo tratado en 
el presente trabajo de investigación, se preguntara el lector? Pues bien, la conexión la 
encontramos en que el gobierno local, específicamente la Municipalidad de Lima Metropolitana 
es uno de los niveles de gobierno del Estado que tiene como fin buscar el desarrollo local de los 
ciudadanos, desarrollo que dicho sea de paso solo se lograra si se cuenta con lo mínimo esencial 
para vivir en condiciones adecuadas, lo que no es otra cosa, que contar con servicios básicos 
esenciales. Cabe resaltar, que este crecimiento de un modo u otro permitirá alcanzar bienestar en 
las personas de manera individual pero también colectiva. Por lo tanto, si verdaderamente se 
busca trabajar al servicio de la población y reducir brechas de desigualdad se debe partir por 
proveer de los elementos indispensables para un desarrollo del ciudadano tales como acceso al 
agua, saneamiento y suministro eléctrico. Todo ello en razón a que la ausencia de los mismos 
tiene secuelas negativas en la vida de los ciudadanos, a todas luces, contrarias con el valor que se 
le asigna en nuestro marco jurídico a la persona por el simple hecho de serla. Por lo tanto, no 
basta con señalar que nuestro ordenamiento tiene expresamente consignados los derechos 
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esenciales, puesto que los mismos solo serán papel mojado en tinta sino se materializan los 
derechos establecidos en nuestra Constitución en beneficio de las personas en condiciones 
vulnerables. 
 
Fuente: (Constitución Política del Perú, 1993) 
Elaboración propia 
G.R. - G.l. Poderes OCAS






   
 
 
Fuente: (Constitución Política del Perú, 1993), (Decreto legislativo N° 1280, 2016), (Ley Orgánica de las Municipalidades, 2003)  
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El cuadro precedente muestra una explicación resumida de lo consignado en el decreto 
legislativo 1280 y también de la ley Orgánica de la Municipalidades. Bajo esta línea se puede 
apreciar en principio que en el ámbito local corresponde a los gobiernos locales la competencia 
en cuanto a saneamiento se trata, así ha sido establecido en el decreto legislativo en mención, 
pero también en la ley orgánica que rige a los gobiernos locales. Cabe destacar que nuestra 
Constitución también señala expresamente las tareas correspondientes a la Municipalidad por lo 
cual en el artículo 195 de la misma refiere que es deber de los mencionados gobiernos locales la 
promoción del desarrollo local y la prestación de los servicios públicos que se le hayan asignado. 
Siendo esto así resulta preocupante que a la fecha la autoridad edil de Lima Metropolitana no 
haya buscado el medio de atender a este sector de ciudadanos que llevan viviendo muchos años 
sin lo esencial para la vida que son los servicios básicos. El argumento que en algunos casos se 
alega, como la falta de financiamiento no es comprensible ya que entre las políticas del gobierno 
vigente se busca proveer de lo esencial para vivir en condiciones dignas. Desde nuestra 
perspectiva consideramos que básicamente el problema se encuentra en la falta de gestión por 
parte de la autoridad competente, que finalmente produce consecuencias en las personas que no 
cuentan con acceso al agua potable, saneamiento y suministro eléctrico. Ahora bien, son tan 
esenciales para la vida estos servicios que en muchas ocasiones los usuarios carentes de los 
mismos han contribuido con la corrupción al efectuar pagos a malos funcionarios bajo la 
promesa de la viabilidad del trámite lo cual francamente resulta inaceptable, pero es parte de 
nuestra realidad, realidad en la que se tiene que trabajar para no hacer de estas prácticas una 
normalidad porque ello solo genera daño a la institucionalidad de las entidades del Estado y en 
los ciudadanos. En este sentido, y sin buscar justificar actos de corrupción, si verdaderamente se 
busca cortar todo acto de corrupción se debe evitar barreras burocráticas y denegación de lo 
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esencial para la vida, porque ello genera no solo que la corrupción se siga enquistando en el 
sistema, sino que los que menos tienen sigan pagando las consecuencias al ver postergados el 
acceso a derechos básicos recogidos en nuestra Constitución y también en normas 
supranacionales por la importancia que tienen en la vida de las personas.
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El grafico consignado en líneas anteriores detalla el paso a paso que debe seguir toda persona 
que busque acceder a servicios básicos esenciales. En este sentido se debe mencionar que el 
tramite inicia acudiendo a la empresa predadora del servicio, las que informan al usuario que 
para poder acceder a los servicios básicos deberá cumplir con ciertos requisitos tales como 
presentar una constancia de posesión del predio que habita o en consecuencia una copia 
literal emitida por SUNARP que acredite ser titular del predio. En este sentido, al tener la 
condición de posesionario el usuario acude la municipalidad competente, en el caso materia 
de análisis es la Municipalidad de Lima Metropolitana, a efectos de solicitar la constancia de 
posesión que le permita acceder a los servicios básicos. Recibiendo como respuesta por parte 
de autoridad edil la denegación a lo solicitado bajo el argumento que dicho documento solo 
será emitido para los posesionarios en el marco de la ley 28687. Situación que finalmente 
limita a estos ciudadanos con la condición de posesionarios prescribientes a acceder a vitales 
servicios básicos pese a que han cumplido con lo señalado para constituirse como 
propietarios mediante la prescripción. Frente a ello, el planteamiento de la parte contraria 
seria esperar hasta que la sentencia de prescripción adquisitiva de dominio, que solo lo 
declara como propietario por cuanto él ya se constituyó como tal, sea inscrita en Registros y 
así pueda contar con la copia literal que demuestre el dominio, lo cual no deja de ser cierto, 
no obstante, también es cierto que ello implicará un tiempo más de espera sin lo sustancial 
para vivir sobre todo en tiempos de pandemia por el COVID 19. Siendo esto así surge la 
siguiente interrogante ¿resulta prudente seguir limitando de lo indispensable para vivir en 
condiciones dignas solo con el fin de cumplir una formalidad? Pues desde nuestro punto de 
vista, ello no es prudente, por cuanto vulnera derechos fundamentales recogidos en nuestro 
marco jurídico y en normas supranacionales de las cuales nuestro país es parte. Otro de los 
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planteamientos que se señalan es que agote la vía administrativa, si la respuesta sigue 
decantando en la denegación de los servicios, se debe transitar por la vía judicial. Hecho ya 
tal recorrido, de considerar que no se ha valorado lo solicitado podrá recurrir al Tribunal 
Constitucional porque están en juego Derechos Fundamentales. Siendo esa la naturaleza de 
los derechos invocados, de conformidad con el artículo 20 del Código Procesal 
Constitucional corresponde al máximo intérprete de la Constitución emitir pronunciamiento, 
y con lo cual definitivamente coincidimos por cuanto es la forma mediante la cual nuestro 
ordenamiento indica que se debe buscar tutela de derechos que se consideran vulnerados. No 
obstante, todo este recorrido tomara no solo tiempo sino también un desembolso económico 
con el que no siempre cuentan personas que viven con lo necesario para sostener la canasta 
básica familiar. Por lo cual en la mayoría de veces declinan de la búsqueda de amparo para 
acceder a servicios indispensables para su desarrollo. Por ello, creemos que con el fin de 
atender las necesidades de este sector de la población, y evitar que las mismas inicien un 
proceso que no siempre podrán culminar por diversos factores es necesario se busquen 
salidas, con el objetivo de proveer de necesarios servicios a los ciudadanos. No solo porque 
es un pedido justo el que se reclama, sino porque es deber del Estado, a través del gobierno 
local de proveer de esenciales servicios a su población. Ahora bien, de no gestionar una 
solución a esta problemática este sector de ciudadanos peruanos seguirá viendo sus derechos 
postergados, que dicho sea de paso no siempre es por falta de presupuesto del gobierno local, 
sino por falta de vocación de servicio, por la falta de empatía para con el ciudadano en la 
búsqueda de generar mejoras en la calidad de vida que le permita vivir en condiciones 
dignas. Y esto va referido no solo a los posesionarios prescribientes ya que no son los únicos 
que viven en tales condiciones. Ya que es oportuno señalar que esto no sucede solo en Lima 
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Metropolitana, en zonas rurales la desatención en lo mínimo indispensable para vivir es 
superior y vergonzoso, lo cual no se puede permitir por cuanto no hay derecho de condenar a 
seres humanos a vivir sin acceso al agua potable que es fuente de vida, no hay derechos para 
dejar que vivan sin instalaciones adecuadas para las excretas, por cuanto ello, independiente 
de afectar el medio ambiente, los coloca en mayor vulnerabilidad y acrecienta las brechas de 
desigualdad. Por todo lo señalado nos reafirmamos en requerir soluciones inmediatas para la 
tratada problemática ya que hoy por hoy este sector de personas carentes de servicios básicos 
están más expuestos no solo a contraer enfermedades por la carencia de servicios básicos 
esenciales, sino además de contraer el COVID 19, causante del deceso de miles de peruanos. 
7.3. Marco conceptual 
 
Iniciaremos nuestro presente marco conceptual definiendo que se entiende por una 
norma. Ello en razón a que son materia de análisis en el presente trabajo de investigación. Siendo 
esto así en palabras de Rubio Correa las mencionadas normas jurídicas desde la perspectiva del 
Derecho “tienen como finalidad principal regular las conductas sociales, esto es, regir 
efectivamente en medio de la sociedad” (Rubio, 2020, p. 81). Ahora bien, la norma desde el 
enfoque de un derecho fundamental de acuerdo a García (2013) "debe ser entendida como los 
sentidos interpretativos atribuibles a las disposiciones consignadas en la Constitución" (p.11). Al 
respecto Medina (1997) citado por Víctor García Toma (2013) señala que estas "hacen referencia 
al haz de garantías, facultades y posibilidades de actuación […] que la Constitución reconoce 
inmediatamente a sus titulares" (pp. 11-12). Habiendo culminado con lo que se entiende por una 
norma, es momento de hacer referencia a los servicios públicos esenciales por cuanto a través de 
la presente investigación se busca sean dichos servicios accesibles para todos los ciudadanos por 
cuanto solo a través de su entrega se puede alcanzar una vida en condiciones dignas, y 
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resaltamos el termino todos ya que todos los seres humanos nacemos libres e iguales en dignidad 
y derechos. De esta manera se entiende que los servicios públicos son considerados de interés 
mayoritario para la sociedad por lo cual su acceso debe estar a disponibilidad de los usuarios que 
lo requieran a cambio de una tarifa razonable, dejando de lado toda discriminación en su entrega 
ya que su acceso genera condiciones para un desarrollo personal adecuado, pero sobre todo 
digno. Es válido resaltar, que siendo estos servicios esenciales para la vida del hombre, su 
finalidad no termina en la satisfacción de las necesidades de una comunidad, sino también se 
busca la promoción social por cuanto de ese modo se alcanzaría el desarrollo económico y civil 
de un país (Reyna & Ventura, 2008) 
Respecto a los servicios de saneamiento también abordado en el presente trabajo de 
investigación es oportuno referir que para los efectos del Decreto Legislativo N° 1280, en el 
artículo 1 del mismo se consigna que la entrega de los servicios de saneamiento abarca la entrega 
regular de: servicios de agua potable, alcantarillado sanitario, entre otros, en la esfera urbana y 
rural (Decreto legislativo N° 1280, 2016). Ahora bien, respecto a quien compete resolver la 
problemática que afecta a este sector de la población sin acceso a servicios públicos esenciales es 
prudente precisar en concordancia con el citado Decreto Legislativo 1280, en la esfera local, son 
las Municipalidades las encargadas de responder por la prestación de estos servicios públicos 
esenciales; en el ámbito regional, los gobiernos regionales y en el ámbito nacional el Ministerio 
de Vivienda Construcción y Saneamiento (Decreto legislativo N° 1280, 2016). Dicho esto 
debemos señalar que la Ley N° 27972, Ley Orgánica de las Municipalidades en su artículo 80 
fija las tareas de las Municipalidades en materia de saneamiento, salubridad y salud. Precisando 
que, en el ámbito urbano, la competente de brindar los servicios de saneamiento es la 
Municipalidad Provincial; y en la esfera rural, la Municipalidad Distrital. Se debe agregar que la 
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mencionada ley señala que los gobiernos locales pueden prestar los servicios de saneamiento a 
través de una Empresa Prestadora, una Unidad de Gestión Municipal, un Operador Especializado 
o una Organización Comunal (Ley Orgánica de las Municipalidades, 2003). Por lo tanto, si bien 
el Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento es el ente rector del sector saneamiento 
que debe definir las políticas del sector, promover el desarrollo, emitir normas y asignar recursos 
a nivel local; es el gobierno local, es decir, la Municipalidad responsable de la gestión a fin de 
orientar la misma a la satisfacción de los servicios públicos esenciales con el objetivo de generar 
un resultado positivo en el ciudadano carente del servicio de agua, saneamiento y electricidad lo 
que generará un impacto efectivo en la sociedad. 
Otro de los términos materia de análisis en el presente trabajo tiene estrecha relación con 
el posesionario prescribiente, motivo por cual consideramos necesario consignar que se entiende 
por la posesión. Pues bien, de conformidad con nuestro código civil “La posesión es el ejercicio 
de hecho de uno o más poderes inherentes a la propiedad” (Código Civil, 1984, art. 896). Ahora 
bien, dos son las principales teorías posesorias Por un lado, para Savigny los componentes de la 
posesión son el corpus y el animus. La falta de uno de estos hace que no haya posesión, El 
corpus supone la interacción física con la cosa y el animus es la intención de ejercer el derecho 
de la propiedad, lo cual implica no reconocer el derecho de propiedad en otro. Por otro lado, en 
la doctrina de Ihering el corpus y el animus no aparecen tan diferenciados como en la concepción 
de Savigny ya que Ihering dice que para saber cuándo hay posesión es necesario preguntarse 
cómo actúa habitualmente un propietario con relación a la cosa. En el Perú el Código Civil de 
1852 siguió la teoría de Savigny, postura que cambio con el Código de 1936 que al igual que 
nuestro actual Código acogió la doctrina de Ihering. Sin embargo el animus domini no ha sido 
totalmente desechado por el Código Civil peruano por cuanto está presente remotamente en el 
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artículo 905 que clasifica la posesión en mediata e inmediata y lo está con mayor claridad en los 
articulo 950 y 951 que exigen posesión como propietario, que no es otra cosa que el animus 
domini para adquirir un bien por prescripción (Avendaño & Avendaño, 2019). Respecto a la 
prescripción es necesario resaltar que la misma se materializara al cumplimiento de lo 
establecido en la normativa civil, específicamente artículo 950, que señala expresamente lo 
siguiente en caso de bienes inmuebles a modo de definición: al tratarse de un bien inmueble la 
propiedad del mismo se obtiene mediante la figura de la prescripción para lo cual debe 
presentarse una posesión continua del bien materia de prescripción, pacífica y pública, haciendo 
la salvedad de que debe darse como propietario. Todo ello a lo largo de diez años. Ahora bien, en 
el caso de que el poseedor cuente con justo título y buena fe la prescripción operara a los cinco 
años (Código Civil, 1984). Dicho en sencillo es una modalidad de obtener la propiedad, a través 
de la posesión de un bien durante un tiempo.  
Otro de los términos desarrollados en el presente trabajo de investigación responden al 
documento denominado Constancia de posesión. Motivo por el cual consideramos necesario 
consignar una definición a modo de comprender su importancia en cuanto al acceso a servicios 
públicos sustanciales. En este sentido, de conformidad con el artículo 26 de la Ley de desarrollo 
y complementaria de formalización de la propiedad informal, acceso al suelo y dotación de 
servicios básicos (2006) las Constancias de Posesión “son documentos extendidos por las 
municipalidades distritales de la jurisdicción y exclusivamente para los fines a que se refiere el 
presente Título, sin que ello constituya reconocimiento alguno que afecte el derecho de 
propiedad de su titular” (p. 13). Por lo tanto, sí la constancia de posesión no implica que se 
considere al sujeto al que se le entrega la misma, algún derecho de propiedad correspondiente al 
titular ¿por qué continuar denegándola? si finamente ello solo permite acceder a los servicios 
 113 
   
 
básicos esenciales para la mejora de la calidad de vida. Esta negativa en su entrega ha devenido 
en que muchas veces los ciudadanos carentes de acceso al agua potable, por ejemplo, realizan 
pagos hasta dos veces más del valor real por vital elemento. Simultáneamente debemos precisar 
que otro termino relevante materia de análisis en el presente trabajo es el certificado literal 
expedido por registros ello debido a que es requisito para el acceso de servicios básicos 
esenciales. Siendo esto así creemos necesario referirnos al mismo señalando que el certificado 
literal de partida, denominado anteriormente copia literal, es la generación total o parcial de la 
documentación que constituye el título archivado o la partida registral de un bien o derecho 
inscrito en la SUNARP. Es importante destacar que este documento, es permitido para realizar 
todo trámite u operación legal respecto de un específico bien o derecho (Reglamento del Servicio 
de publicidad Registral - Resolución N°281-2015-SUNARP-SN, 2015). 
Dicho lo anterior consideramos oportuno referirnos al término consumidor y usuario por 
cuanto se ha señalado que ambos términos son técnicamente diferentes. Siendo esto así nos 
vemos en la obligación de subrayar en palabras del Tribunal Constitucional que el consumidor o 
usuario son el propósito de toda actividad económica; ello en razón a que son quienes concluyen 
el circuito económico atendiendo sus necesidades e incrementado su bienestar mediante el uso de 
los productos y servicios. Dicho esto, si bien en el aspecto técnico la palabra consumidor se 
diferencia conceptualmente de lo que se conoce como usuario, en el ámbito constitucional se 
presenta indiscutiblemente claro que las personas situadas en la segunda condición obtienen el 
mismo trato protector que nuestra máxima norma consagra (EXP N° 01865-2010-PA/TC, 2011). 
Por lo tanto, la acepción que se le dará al término consumidor o usuario será la señalada por el 
Tribunal Constitucional a efectos de comprender la información consignada en el presente 
trabajo. 
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Antes de finalizar el presente marco conceptual es preciso señalar que durante el 
desarrollo del presente trabajo de investigación se ha utilizado indistintamente el término 
derechos humanos, derechos fundamentales y derechos constitucionales. Siendo esto así es 
necesario señalar que si bien los derechos humanos responden al ámbito internacional, los 
derechos fundamentales responden a su nombre porque que están incluidos en el marco jurídico 
y los derechos constitucionales porque están en la constitución, es oportuno aclarar que los tres 
son lo mismo. Ello debido a que el Tribunal Constitucional en la (Resolución N.º 1417-2005-
PA/TC , 2005) ha señalado que todos los derechos son constitucionales al amparo del artículo 3 
de la Constitución, ya que la lista de los derechos dispuestos en este capítulo no dejan de lado los 
otros derechos que la Constitución salvaguarda, ni otros de naturaleza semejante o que se basan 
en la dignidad de la persona (Constitución Política del Perú, 1993). Por consiguiente, son 
derechos constitucionales no solo los que están en la Constitución sino todos aquellos que 
deriven de la dignidad de la persona humana. Por lo tanto, frente a la duda de que entre los tres 
existen diferencias por lo cual no se deben usar indistintamente, es oportuno resaltar que ello no 
es así, ya que los tres deben ser entendidos de la misma forma, porque los mismos se 
fundamentan en la dignidad de la persona, así lo ha dejado expresamente señalado nuestro 
Tribunal Constitucional. 
7.4. Marco contextual 
  
Actualmente existen ciudadanos en Lima Metropolitana que no tienen acceso a los 
servicios públicos esenciales, los mismos que permiten a todo ser humano vivir en condiciones 
dignas. Lo cual no debería suceder ya que los servicios públicos esenciales pueden ser 
comprendidos como indispensables para materializar el respeto por la dignidad de la persona. 
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Dignidad amparada en la Constitución de 1993 y donde se refiere en el Artículo 1 que “la 
defensa de la persona humana y el respeto a su dignidad son el fin supremo de la Sociedad y del 
Estado” (p. 9). Pues bien, apreciando claramente la negativa a su factibilidad para la vida del 
ciudadano el propósito del análisis del presente trabajo de investigación es la normativa que 
regula el acceso a servicios públicos esenciales y la vulneración  de los derechos 
constitucionalmente protegidos de los posesionarios de Barrios Altos. En este sentido, cabe 
aclarar que el respeto por la dignidad de la persona, que es el fin del Estado y la sociedad, 
implica proveer lo mínimo indispensable para la vida, que no es otra cosa, que contar con 
servicios básicos esenciales tales como el agua, saneamiento y electricidad ya que solo de esta 
manera se podrá entender que la persona podrá desarrollar su vida en condiciones adecuadas. Sin 
embargo, lo regulado en nuestra norma superior parece haber quedado solo en el texto escrito ya 
que existen muchos ciudadanos en el Cercado de Lima, específicamente en Barrios Altos que 
han vivido por muchos años y aún continúan viviendo sin servicios básicos en sus hogares, sin 
que se haga algo al respecto en su beneficio. Por ejemplo en el aspecto político a la fecha la 
entidad competente no ha buscado soluciones a fin de satisfacer las necesidades justas de este 
sector de la población. Puesto que ha hecho caso omiso a los innumerables pedidos por derecho, 
de contar con lo esencial para la vida que son los servicios públicos esenciales, específicamente 
agua potable, alcantarillado y servicio eléctrico para las personas con condición de posesionarios 
prescribientes. Alegando que la vigente normativa no comprende a los posesionarios con su 
condición. En tal sentido, señala la Municipalidad que las causas de inaccesibilidad a los 
servicios básicos parte de la ordenanza 1487 que norma la entrega de constancias de posesión 
para acceder a servicios básicos, la misma que señala que no se otorgará constancias de posesión 
a posesionarios que no se encuentren bajo la regulación de la Ley Nº 28687. Situación que ha 
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generado que este sector no pueda obtener los servicios básicos puesto que entre los requisitos 
para la factibilidad de servicios se solicita, sino fuera propietario, una constancia de posesión 
otorgada por la municipalidad distrital competente para que las empresas prestadoras de los 
servicios faciliten su acceso. Ahora bien de no contar con tal documento debe presentar un 
certificado literal (antes llamado copia literal) que acredite la propiedad, situación que no 
ocurrirá por cuanto el ciudadano materia de análisis es un posesionario prescribiente, dicho de 
otro modo, ya se constituyó en propietario porque cumplió lo regulado en el Código Civil para 
prescribir, y aguarda que el juez reconozca ese derecho preexistente en la sentencia, por cuanto 
dicha sentencia se empleará para inscribir la propiedad en el registro respetivo y para anular el 
asiento del anterior dueño. Es decir, entrampamientos normativos y trabas burocráticas impiden 
que un derecho amparado en la Constitución pero además en normas supranacionales no se 
efectivice generando consecuencias negativas en este sector de la población. Lo paradójico de 
esta situación es que es competencia de la Municipalidad promover el desarrollo local de los 
ciudadanos a fin de generar un resultado positivo a sus problemas que en consecuencia generen 
un impacto en la sociedad. Pues lo cierto es, que esto no ha sucedido hasta la fecha condenando a 
personas a vivir en condiciones inadecuadas expuestos al peligro, el mismo que ahora se ha 
exacerbado debido a la coyuntura sanitaria por el COVID 19 y que dicho sea de paso cada día 
cobra la vida de más ciudadanos peruanos. Respecto al aspecto económico se puede señalar que 
el argumento basado en que no se cuenta con fondos para gestionar estas obras, cae en saco roto, 
por cuanto para obtener financiamiento lo que se necesita es que este proyecto de inversión 
pública se alinee a las políticas nacionales que finalmente buscan disminuir las brechas de 
desigualdad. En consecuencia, el problema en la facilitación al acceso de vitales servicios no es 
el financiamiento sino la falta de capacidad por parte de las autoridades competentes en atender 
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las necesidades que verdaderamente pueden mejorar la calidad de vida de los ciudadanos. En el 
aspecto social se puede mencionar que a la fecha este sector de la población sigue viviendo en 
condiciones indignas lo que puede generar vean limitadas las oportunidades en diversos aspectos 
de su vida tales como no acceder a información, en consecuencia tomar decisiones que pueden 
devenir en su perjuicio, menores oportunidades laborales al no contar con una educación idónea, 
salud personal deficiente al estar expuestos a constantes peligros por la falta de la debida asepsia 
en la preparación de sus alimentos y aseo personal, entre otros. De este modo, siendo los 
servicios básicos esénciales para la vida del hombre y su normal desarrollo, no existe argumento 
valedero para denegarlo. Ya que esto no solo permitirá que este se desarrolle en óptimas 
condiciones sino que permitirá el cuidado del medio ambiente a través de su conservación 
evitando la contaminación. 
En este sentido, es oportuno señalar que no son pocos los informes periodísticos que han 
dado a conocer múltiples incendios que han cobrado la vida de muchas personas, en mayor 
proporción menores de edad y adultos mayores en Barrios Altos por el uso de velas u otros 
medios para no vivir en oscuridad, y para acceder a la educación en tiempo de pandemia, ya que 
no cuentan con suministro eléctrico, sin embargo, esto no parece preocupar a las autoridades 
competentes. Dicho esto, creemos necesario resaltar que si no se busca una solución efectiva a 
esta problemática que afecta a ciudadanos peruanos, las consecuencia en el desarrollo integral de 
su vida serán negativas ello debido a que el ciudadano y su familia que no cuenta con servicios 
básicos está condenado a vivir con una inadecuada higiene personal, lo cual puede afectar no 
solo su salud, sino además su seguridad personal frente al resto de personas, situación que puede 
afectar el desarrollo normal de su vida. Ello debido a que el acceso al servicio de agua potable 
conlleva a que se dinamicen otros derechos tales como la educación, salud, el trabajo entre otros. 
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Además de ello, respecto al servicio de electricidad considerado también un servicio público 
esencial, el ciudadano carente de dicho servicio puede verse en desventaja frente a otro 
ciudadano que tiene acceso al servicio eléctrico, ya que este último podrá acceder a los medios 
de comunicación que de alguna manera u otra lo informaran de la coyuntura económica, política, 
sanitaria, social entre otras presentadas en nuestro país y a la educación virtual en el caso de los 
estudiantes. Lo cual a nuestro juicio no parece ser justo, sino discriminatorio. Puesto que se 
estarían vulnerando una serie de derechos considerados de obligatoria protección y respeto. Por 
lo señalado en los párrafos anteriores, reiteramos la importancia que merece el tema abordado en 
el presente trabajo de investigación ya que consideramos que no se puede primar la forma antes 
que el fondo cuando se trata de Derechos consagrados en nuestra Carta Magna, esenciales para la 
vida, menos aun cuando existe jurisprudencia que ha fallado a favor del respeto por los Derechos 
Fundamentales de toda persona amparados no solo en nuestro ordenamiento jurídico interno, 
sino además protegidos por normas supranacionales de la cual el Perú es parte. 
8. Metodología 
 
Es oportuno iniciar la explicación de la metodología señalando, en principio que el estudio o 
análisis que se realiza respecto a un tema materia de investigación es meramente un conjunto de 
procesos, que dicho sea de paso no son solo sistemáticos, sino también críticos y empíricos. Los 
mismos que se utilizan en el estudio de un problema (Hernández, Fernández, & Baptista, 2014). 
Ahora bien, al referirnos a la investigación jurídica, específicamente, es válido precisar que 
actualmente la misma esta introducida en el ejercicio que el derecho tiene en la actualidad frente 
a un mundo globalizado que es en el que actualmente nos encontramos (Garcia, 2015). En este 
sentido Jorge Witker, citado por García (2015) afirma que el estudio del derecho tiene como 
objeto primordial el preparar a los estudiantes en el manejo de métodos y técnicas. Asimismo 
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busca promover una autoformación para todo estudiante que decide investigar, ya que ello le 
permitirá alcanzar un punto de vista jurídico no solo amplio, sino también pragmático y eficiente 
para la vida social durante plena globalización. Además busca también incentivar al maestro a 
estar al día en su materia (Garcia, 2015). 
Precisando lo que implica la investigación jurídica en el siglo XXI, se debe señalar que al hacer 
referencia a la metodología en la investigación nos enfocarnos en el uso de técnicas o métodos 
que se emplearan durante el desarrollo de la investigación ya que la metodología comprende la 
forma como el investigador recaba y luego analiza la información obtenida. Así también lo 
señala Behar (2008) quien afirma que la metodología de la investigación comprende el desglose 
y la demostración de las primordiales determinaciones metodológicas acogidas de acuerdo al 
tema materia de investigación, así como también de las posibilidades del investigador. En la 
presente investigación se utilizó la metodología para dar respuesta a las interrogantes que a 
continuación se detallan: 
Como pregunta general se plantea ¿Cómo se ve afectado los derechos constitucionalmente 
protegidos de los posesionarios prescribientes de Barrios Altos con relación a la normativa que 
regula el acceso a servicios públicos esenciales? Para los cual tendremos como objetivo analizar 
cómo la normativa que regula el acceso a servicios públicos esenciales afecta los derechos 
constitucionalmente protegidos de los posesionarios prescribientes de Barrios Altos. Bajo lo 
señalado como hipótesis general consideramos que la vigente normativa legal que regula la 
instalación de servicios básicos esenciales vulnera derechos constitucionalmente protegidos en 
nuestro ordenamiento jurídico interno y normas supranacionales. Y ello es así ya que durante el 
análisis de las normas tales como la ordenanza 1487, la ley 28687, reglamento de la ley de 
concesiones eléctricas entre otros que regulan servicios básicos, se pudo apreciar que no se 
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permite acceder al posesionario no regulado a la ley 28687 en el acceso a dichos servicios. Lo 
cual termina vulnerando derechos recogidos en la parte dogmática de nuestra Constitución al ser 
considerados de suma importancia. Asimismo tal denegación es incompatible con el valor que le 
asigna a la persona nuestra máxima norma por lo cual toda decisión debe estar orientada a 
generar un beneficio al ser humano de modo individual o colectivo. 
Como pregunta específica 1 se consigna ¿Cómo regula la normatividad vigente el acceso a la 
instalación de servicios públicos esenciales? Para lo cual se tiene como objetivo  determinar cómo 
regula la normatividad vigente el acceso a los servicios públicos esenciales. En este sentido se 
plantea como hipótesis que las normas que regulan el acceso a la instalación de servicios básicos 
no contemplan la posibilidad de que los posesionarios prescribientes accedan a los servicios 
públicos esenciales. Por cuanto entre los requisitos solicitados para acceder a los mismos 
solicitan un documento denominado constancia de posesión, documento que no emitirá la 
autoridad edil bajo el argumento de que la condición que posee este ciudadano no se subsume en 
lo regulado por la ley 28687. Ahora de no contar con ese requisito las empresas prestadoras de 
los servicios solicitan documento que acredite la propiedad, el mismo con el no cuentan los 
posesionarios ya que son propietarios de hecho y se encuentran en proceso de prescripción que 
finalmente mediante la resolución emitida por el magistrado solo lo declarara como propietario 
por cuanto ya se constituyó como tal cuando cumplió lo consignado en la norma para prescribir. 
Por consiguiente si ya se constituyó como propietario, ¿por qué denegarle lo básico para vivir en 
condiciones dignas?, ¿por qué no facilitar los servicios básicos si tal poseedor ha adquirido una 
propiedad de manera originaria al cumplir la regulación para prescribir, más aun cuando están en 
juego derechos fundamentales?  
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Como pregunta específica 2 se plantea ¿Qué derechos constitucionalmente protegidos de los 
posesionarios prescribientes de Barrios Altos se ven vulnerados con la normatividad que regula 
el acceso a servicios básicos esenciales? En este sentido se tiene como objetivo identificar los 
derechos constitucionalmente protegidos de los posesionarios prescribientes de Barrios Altos 
vulnerados con la normatividad que regula el acceso a servicios básicos esenciales. La hipótesis 
planteada a la interrogante en mención es que los derechos vulnerados con la vigente normativa 
son el derecho al agua, la dignidad, la salud, el derecho a la igualdad, el derecho a la educación y 
el derecho del consumidor o usuario desarrollados en las bases teóricas. Esto es así porque el 
agua representa el elemento líquido vital para la ingesta de líquidos necesarios para una salud 
adecuada, para la preparación con la debida asepsia de los alimentos para el consumo, y para la 
higiene que hoy por hoy cobra relevancia debido a la pandemia sanitaria que golpea a nuestro 
país y el mundo. Asimismo se ve vulnerada la dignidad de la persona humana ya que no se puede 
concebir una vida en condiciones dignas si no se cuenta con lo minino necesario que garantice su 
existencia. Respecto a la salud podemos señalar que es uno de los derechos que más resulta 
vulnerado por cuanto se produce una afectación grave al no proveer condiciones que garanticen 
su conservación. En este orden de ideas se puede señalar que la salud es indispensable para el 
desarrollo humano y el logro de bienestar en la vida. En cuanto al derecho a la igualdad se puede 
mencionar que no existe una justificación valedera para no comprender a los poseedores 
prescribientes para el acceso a servicios básicos. Respecto a la educación podemos señalar que 
todo sujeto sin acceso a servicios básicos difícilmente podrá recibir una buena educación ya que 
para fortalecer lo aprendido es necesario contar con suministro eléctrico que permita acceder al 
portafolio de bienes durables que mejora la calidad de vida en diversos aspectos. Finalmente en 
cuanto al consumidor o usuario, se debe resaltar que el mismo cierra el circuito económico a 
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través de la satisfacción de las necesidades que tiene mediante la adquisición de bienes y 
servicios, por lo cual si un servicio atiende una necesidad básica no se puede denegar porque 
tiene amparo en nuestro ordenamiento. 
 8.1. Alcances y enfoques metodológicos 
 
Respecto al alcance en un trabajo de investigación se puede mencionar que cuando se habla de 
dicho alcance en una investigación lo recomendable es que no se debe comprender a los alcances 
como clases de investigación, ello en razón a que, más que hablar de que nos encontramos frente 
a una clasificación, los alcances finalmente constituyen un continuo de causalidad que puede 
tener un análisis respecto a un tema (Hernández, Fernández, & Baptista, 2014). Dicho en sencillo 
cuando se hace referencia sobre el alcance más que una categorización, lo único que refiere 
dicho alcance es el resultado que se aguarda conseguir del estudio. Señalado esto, es oportuno 
señalar que en vista a que en el caso en concreto se buscar señalar cuales son las causas o 
factores que provocan un fenómeno de estudio, el alcance utilizado en el presente trabajo de 
investigación corresponde al alcance descriptivo el mismo que casi siempre busca pormenorizar 
las características no solo de las personas y las comunidades, sino también de objetos y de 
cualquier otro fenómeno que pueda ser sometido a un análisis o estudio. Todo ello debido a que 
solamente buscan medir o recolectar información de manera libre o en grupo sobre los conceptos 
o las variables a las que se refieren. Por lo tanto, su finalidad no es señalar cómo interactúan 
éstas (Hernández, Fernández, & Baptista, 2014). Siendo esto así, podríamos señalar que el 
alcance descriptivo en un trabajo de investigación básicamente pretende establecer información 
pormenorizada referente a un problema para describir sus dimensiones con exactitud.  
Respecto al enfoque metodológico es válido precisar que dado que en este caso no se busca 
comprobar una hipótesis previamente establecida, así como los objetivos trazados, el presente 
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trabajo de investigación será elaborado bajo el planteamiento metodológico del enfoque 
cualitativo. Dicho enfoque “utiliza la recolección y análisis de los datos para afinar las preguntas 
de investigación o revelar nuevas interrogantes en el proceso de interpretación” (Hernández, 
Fernández, & Baptista, 2014, p. 7). En este sentido, a modo de relievar las ideas fuerza de este 
tipo de enfoque se puede señalar que en el mismo, en primer lugar, se procura entender la 
realidad que es materia de investigación. En segundo lugar, no se comprueban las posibles 
soluciones conocidas también como hipótesis. Tercero, se examinan diferentes situaciones reales 
subjetivas. Cuarto, se aplican métodos de recojo de datos no estandarizadas. No se basa en las 
estadísticas y finalmente el resultado obtenido no se generaliza de forma probabilística 
(Hernández, Fernández, & Baptista, 2014). 
8.2. Operacionalización de las variables  
  
Antes de centrarnos en el desarrollo de nuestras variables independiente y dependiente y su 
respectiva operacionalización es importante destacar que una variable es entendida como una 
particularidad que puede cambiar y cuya variación es capaz de medirse y apreciarse (Hernández, 
Fernández, & Baptista, 2014). Se debe precisar también en palabras de los citados autores que la 
noción de variable se emplea no solo para personas u otros seres vivos, sino además para objetos, 
hechos y fenómenos, los mismos que toman diferentes valores respecto de la variable precisada 
(Hernández, Fernández, & Baptista, 2014). En buena cuenta podemos entender como variables a 
ciertos elementos que pueden modificarse y que es importante destacar son susceptibles de ser 
medibles. Para el caso materia de análisis las variables con las cuales trabajaremos son en primer 
lugar la normativa y en segundo lugar la vulneración de derechos constitucionales, siendo la 
normativa considerada como la variable independiente, y la vulneración de derecho como la 
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variable dependiente. Habiendo señalado la definición de una variable, es momento de hacer 
mención a cada una de las mismas. 
VARIABLE INDEPENDIENTE: Normativa 
Definición conceptual: La norma es la “regla que se debe seguir o a que se deben ajustar las 
conductas, tareas, actividades, etc.” (Real Academia Española, 2019, párrafo primero) Desde la 
perspectiva del derecho es un “precepto jurídico” (Real Academia Española, 2019, párrafo 
tercero). 
Definición operacional: La variable será analizada mediante la aplicación de encuestas con 10 
preguntas a los posesionarios prescribientes que domicilian en Barrios Altos. Asimismo será 
analizada mediante la aplicación de entrevistas con preguntas abiertas realizadas a especialistas 
en el tema materia de análisis. 
Dimensión: Antes de precisar cuál es la dimensión en el presente trabajo de investigación es 
preciso referir que se entiende por la misma. En esta línea de conformidad con Segundo Soto las 
dimensiones en un trabajo de investigación pueden nombrarse como sub variables ya que 
precisan minuciosamente el proceder de la variable en investigación. Ahora bien, Soto propone 
que las dimensiones procedan de teorías, las cuales deben estar pormenorizadas en el marco 
teórico (Soto, 2018). De lo señalado podríamos decir entonces que las dimensiones son aspectos 
importantes o facetas específicas de un concepto que queremos investigar. Siendo esto así, uno 
de los aspectos importantes que tiene nuestra variable independiente denominada “Normativa” es 
la Normativa que regula el acceso a servicios públicos esenciales. El segundo aspecto importante 
de la mencionada variable son las consecuencias en los posesionarios prescribientes generados 
por la normativa que regula el acceso a servicios básicos. 
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Indicador: Soto (2018) precisa que se entiende por indicador a la medición o la traducción 
numérica de las dimensiones. Asimismo, el citado autor resalta que los indicadores deben estar 
representados de forma clara, por cuanto ello dejará estimar las razones por las cuales actúan las 
dimensiones y en consecuencia la variable de interés, facilitando estimar la situación en la que se 
encuentra nuestra problemática materia de análisis. Hay que señalar además que el definir 
correctamente los indicadores, desde la perspectiva de Soto, instará a que la investigación puede 
obtener un estudio por indicador, generando una contribución más profunda. Todo ello en razón 
a que se puede llegar a debatir los resultados obtenidos de la investigación realizada, superando a 
un simple estudio de variables y dimensiones. Habiendo definido que se entiende por indicador 
es oportuno señalar que para efectuar la medición de los aspectos importantes de la variable 
independiente tendremos como indicador, en primer lugar, trato igualitario en la regulación de la 
normativa al posesionario de Barrios Altos. En segundo lugar, nuestro indicador será la 
afectación en el desarrollo personal integral del ciudadano y la cantidad de familias afectadas por 
no contar con servicios básicos. 
VARIABLE DEPENDIENTE: Vulneración de derechos constitucionales 
Definición conceptual: Vulnerar significa “transgredir, quebrantar, violar una ley o precepto” 
(Real Academia Española., 2019, primer párrafo). Asimismo, también significa “dañar, 
perjudicar” (Real Academia Española., 2019, segundo párrafo). Respecto a los Derechos 
fundamentales, la RAE precisa “que, por ser inherentes a la dignidad humana y por resultar 
necesarios para el libre desarrollo de la personalidad, son normalmente recogidos por las 
constituciones modernas asignándoles un valor jurídico superior” (Real Academia Española., 
2019, s/p). Siendo esto así se puede concluir que la vulneración de derechos implica la 
trasgresión y el quebrantamiento de derechos consustanciales a la dignidad humana y por ser 
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finalmente sustanciales para el libre desarrollo de la personalidad, son comúnmente adoptados 
por las constituciones modernas concediéndoles un valor jurídico superior. 
Definición operacional: La variable será analizada mediante la aplicación de encuestas con 10 
preguntas a los posesionarios prescribientes que domicilian en Barrios Altos. Asimismo será 
analizada mediante la aplicación de entrevistas con preguntas abiertas realizadas a especialistas 
en el tema materia de análisis. 
Dimensión: Definido ya, que entendemos por dimensión en párrafos precedentes debemos 
señalar que uno de los aspectos importantes que tiene nuestra variable dependiente denominada 
“Vulneración de derechos constitucionales” es la Vulneración de los derechos 
constitucionalmente protegidos de los posesionarios de Barrios Altos. El segundo aspecto 
importante de la mencionada variable son los efectos de la vulneración de derechos 
constitucionales en adultos mayores y niños. 
Indicador: Entendiendo al indicador como la medición o la traducción numérica de las 
dimensiones podemos señalar que para efectuar la medición de los aspectos importantes de la 
variable dependiente tendremos como indicador, en primer lugar, la calidad de vida de los 
posesionarios que carecen de servicios básicos. En segundo lugar, nuestro indicador será el 
perjuicio a la salud  de adultos mayores y niños. 
8.3. Técnicas e instrumentos de investigación 
 
Los instrumentos utilizados en el presente trabajo de investigación fueron encuestas con 
interrogantes dirigidas a los posesionarios prescribientes que domicilian en Barrios Altos. Ello 
con el fin de contar con el criterio o sentir de los ciudadanos victimas de vulneración de derechos 
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amparados en nuestra constitución. Paralelamente de realizaron entrevistas con preguntas 
abiertas dirigidas a especialistas en el tema materia de análisis. 
8.4. Análisis e interpretación en la información  
 
La muestra de estudio estuvo conformada por 10 personas. Los participantes en el caso de las 
encuestas serán los posesionarios prescribientes. Los datos se recolectaron en el Cercado de 
Lima, específicamente en Barrios Altos. Ahora bien, de las encuestas realizadas se pudo apreciar 
que la no accesibilidad a los servicios básicos está afectando no solo el normal desarrollo de vida 
de las personas que acrecen de los mismos sino que además está exponiendo en grave peligro la 
salud de menores y está haciendo más difícil la última etapa del hombre que es la vejez, en 
donde más cuidado se debe tener por ser considerados ciudadanos vulnerables. Sin embargo, esto 
no está ocurriendo con el sector de población materia de análisis en el presente trabajo de 
investigación, y que hoy por hoy se ven en mayor peligro debido a la pandemia sanitaria por el 
COVID 19. Ahora bien como ya habíamos desarrollado en los párrafos precedentes esta carencia 
de servicios básicos deviene en la afectación de una serie de derechos que se han desarrollado en 
el trabajo de investigación tales como el derecho a vivir en condiciones dignas, igualdad, 
educación, salud, al consumidor o usuario, etc. Lo cual francamente contradice lo señalado 
expresamente en nuestro ordenamiento constitucional, y por el cual se le asigna valor supremo a 
la persona, lo que implica que toda decisión a tomar debe procurar la mejora en las condiciones 
de vida y bienestar de las personas, porque el Estado se debe a sus ciudadanos. Debido a ello, 
podríamos plantear un cambio normativo en pro de los afectados, sin embargo del análisis 
efectuado nos reafirmamos que al solicitar dicho cambio estaríamos desconociendo la fuerza 
normativa que tiene la Constitución, en donde dicho sea de paso, se contempla el amparo de 
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todos los derechos mencionados líneas arriba. Por consiguiente nos reafirmamos en la posición 
respecto a hacer prevalecer la fuerza normativa de la Constitución, que no es otra que movilizar 
todo el engranaje necesario a fin de que lo señalado en la parte dogmática de la Constitución se 
materialice y no termine solo siendo papel mojado en tinta ya que es deber del Estado garantizar 
su cumplimiento. Bajo esta línea, es oportuno señalar que debido a la fuerza normativa que tiene 
la Constitución es posible dar salida a esta problemática. Atendiendo así el fondo del asunto el 
mismo que consiste en la vulneración de derechos fundamentales que toda persona tiene, siendo 
irrelevante su condición de posesionario Así lo señala Hakansson (2009) al afirmar que la fuerza 
normativa de la Constitución es un principio que busca otorgar preferencia a los planteamientos 
que ayuden a obtener la máxima eficacia de las disposiciones constitucionales. Si bien, en 
palabras del autor en nuestra Constitución no se aprecia una disposición expresa que haga 
referencia a su fuerza normativa, en su contenido se hallan algunas disposiciones que pueden 
permitirnos realizar la interpretación. Tal es el caso del artículo 38 de nuestra Constitución, que 
dispone que todos los peruanos deben defender la Constitución, articulo que hace referencia 
tanto a los gobernantes como a los gobernados. Siendo esto así, consideramos que lo regulado 
por nuestra Constitución, en cuanto protección de derechos se trata, no puede solo quedarse en 
eso, es decir, en estar escrito, porque ello terminaría siendo papel mojado en tinta, sino que esta 
protección debe ser efectiva a partir de la satisfacción de las necesidades básicas de los 
ciudadanos, a través de la provisión de indispensables servicios, logrando un resultado que 
genere un cambio positivo en las personas y por consiguiente en la sociedad. En este orden de 
ideas, una ordenanza que traba el acceso a los servicios básicos esenciales no puede estar sobre 
el derecho a una vida en condiciones dignas que permita el desarrollo personal, porque ello está 
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amparado en nuestra Constitución. Como tampoco puede primar antes que el derecho a la 
igualdad, educación, salud, entre otros 
En el caso de las entrevistas el participante será un especialista en el tema abordado. Los datos se 
recolectaran en el lugar donde designe el entrevistado. 
Al culminar la entrevista la conclusión a la que se puede arribar es que la denegatoria a lo 
esencial para la vida que finalmente es contar  con servicios básico tales como agua, saneamiento 
y suministro eléctrico puede ser una traba para que la persona alcance el desarrollo humano, 
siendo el mismo un medio principal para lograr bienestar tanto a nivel particular como de manera 
colectiva. 
Desarrollo de los instrumentos de investigación 
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Encuesta realizada a posesionarios de Barrios Altos 
 
Encuestados : 10 ciudadanos de diversas edades, domiciliados en quintas, callejones de Barrios 
Altos. 
Instrumento : Encuesta 
El jueves 15 y viernes 16 de noviembre del 2019, se procedió a realizar visitas en diversas 
quintas y callejones de Barrios Altos, lugares de los cuales ya habíamos obtenido información 
que los moradores de dichos predios carecían de servicios básicos por lo que se apoyaban en 
familiares, o vecinos para proveerse de agua y de suministro de electricidad ya que no contaban 
con dichos servicios. En la mencionada encuesta se formularon un conjunto de interrogantes de 
lenguaje sencillo para los encuestados respecto al tema planteado en el trabajo de investigación 
titulado “Análisis de la normativa que regula el acceso a servicios públicos esenciales y la 
vulneración de derechos constitucionalmente protegidos de los posesionarios prescribientes 
de Barrios Altos”.  El tiempo que tomo la encuesta fueron entre 5 a 10 minutos por cada 
persona. La culminación de esta muestra se realizó al segundo día ya que no todas las personas 
con esta problemática estaban dispuestas a atendernos, no obstante con paciencia y tiempo 
logramos contar con la opinión de 10 ciudadanos a los cuales les informamos que su problema 
nos importaba y que la presente investigación tenía como objetivo dar solución al problema que 
los aquejaba. A continuación se detalla el resultado de las encuestas efectuadas. 
Respecto al periodo viviendo en dicho inmueble 
 De las 10 personas que entrevistamos 5 de ellas lleva viviendo más de 10 años en ese 
lugar y en esas condiciones 
 De las 10 personas que entrevistamos 4 de  ellas lleva viviendo 5 años en ese lugar y en 
esas condiciones 




   
 
  
5 AÑOS 8 AÑOS 
MÁS DE 10 
AÑOS 
5 DE 10     X 
4 DE 10 X     
1 DE 10   X   
 
Respecto a la condición que tiene en cuanto al inmueble que habita 
 De las 10 personas que entrevistamos 10 de  ellas tienen la condición de posesionarios 
del inmueble. 
 Resumen 
  PROPIETARIO POSESIONARIO INQUILINO 
10 DE 10   X   
 
Respecto a la interrogante de que entiende por servicios básicos 
 De las 10 personas que entrevistamos 7 de  ellas relacionan el significado de servicios 
básicos a contar con agua, luz y desagüe para vivir de forma digna. 
 De las 10 personas que entrevistamos 3 de  ellas relacionan el significado de servicios 
básicos a contar con agua y  luz para vivir.  
 Resultado 
  AGUA Y LUZ AGUA, LUZ Y DESAGUE 
7 DE 10   X 
3 DE 10 X   
 
Respecto a la interrogante de si cuenta con servicios básicos 
 De las 10 personas que entrevistamos 10 de ellas de manera unánime refirieron no contar 




   
 
  SI NO 
10 DE 10   X 
 
Respecto a la cantidad de habitantes que conformaban la familia y sus características 
 De las 10 personas que entrevistamos 1 de  ellas vive solo (varón). 
 De las 10 personas que entrevistamos dos tienen familia compuesta de 2 integrantes. 1ra 
familia (1 varón y 1 mujer adulto mayor), 2da familia (1 varón y 1 mujer adulto mayor) 
 De las 10 personas que entrevistamos tres tienen familia compuesta de 3 integrantes. 1ra 
familia (1 mujer, 1 mujer adulto mayor y 1 varón); 2da familia (2 varones y 1 mujer-
adulto mayor); 3ra familia (1 mujer, 1 mujer adulto mayor, y 1 varón niño) 
 De las 10 personas que entrevistamos dos tienen familia compuestas de 4 integrantes. 1ra 
familia (2 mujeres, 1 varón y 1 varón niño); 2da familia (1 mujer, 1mujer adulto mayor, 1 
varón y 1 varón niño) 
 De las 10 personas que entrevistamos dos tienen familia compuestas de 5 integrantes. 1ra 
familia (2 mujeres, 1 mujer adulto mayor, 1 varón, 1 varón niños); 2da familia (2 mujeres 















1 FA DE 
10 X           
2 FA DE 
10 
X     X     
X     X     
3 FA DE 
10 
X X   X     
2 X     X     
  X   X   X 
2 FA DE 
10 
x 2X       X 
X X   X   X 
2 FA DE 
10 
X 2X   X   X 
  2X       3X 
 
Respecto al impacto negativo a su desarrollo personal 
 De las 10 personas que entrevistamos 10 de ellas de manera unánime refirieron que no 









10 DE 10 X   
 
 
Respecto al impacto negativo en su salud 
 De las 10 personas que entrevistamos 10 de ellas de manera unánime refirieron que no 











10 DE 10 X   
 
Respecto a quienes han sido los más afectados 
 De las 10 personas que entrevistamos 5 de ellas refirieron que los más afectados eran los 
menores 
 De las 10 personas que entrevistamos 5 de ellas refirieron que los más afectados eran los 
ancianos 
 Resultado 
  NIÑOS  ANCIANOS 
5 DE 10 X   
5 DE 10   X 
 
Posición de investigador: De las encuestas realizadas podemos concluir en principio que la 
carencia de servicios básicos está afectando no solo el normal desarrollo de vida de menores sino 
que además está haciendo más difícil la última etapa del hombre (la vejez). Esta carencia de 
servicios básicos deviene en la afectación de una serie de derechos que se han desarrollado en el 
trabajo de investigación tales como el derecho a vivir en condiciones dignas, igualdad, 
educación, salud, al consumidor o usuario, etc. Debido a ello, podríamos plantear un cambio 
normativo en pro de los afectados, sin embargo del análisis efectuado nos reafirmamos que al 
solicitar dicho cambio estaríamos desconociendo la fuerza normativa que tiene la Constitución, 
en donde dicho sea de paso, se contempla el amparo de todos los derechos mencionados líneas 
arriba. Bajo esta línea, es oportuno señalar que debido a  la fuerza normativa que tiene la 
Constitución es posible dar salida a esta problemática. Atendiendo así el fondo del asunto el 
mismo que consiste en la vulneración de derechos fundamentales que toda persona tiene, siendo 
irrelevante su condición de posesionario Así lo señala Hakansson (2009) al afirmar que la fuerza 
normativa de la Constitución es un principio que busca entregar prioridad a los planteamientos 
que cooperen a obtener la máxima eficacia de las medidas constitucionales. Si bien, en palabras 
del autor en nuestra Constitución no hay una medida expresa referida a su fuerza normativa y 
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vinculación inmediata, como la prevista en la Ley Fundamental de Bonn (1949) y la 
Constitución española de 1978 citado por Hakansson (2009), en su contenido hallamos algunas 
medidas que pueden hacer menos complicado la interpretación. Tal es el caso del artículo 38, 
que dispone que “todos los peruanos tienen el deber de […] respetar, cumplir y defender la 
Constitución” (Constitución Política del Perú, 1993, art. 38), una disposición que alude tanto a 
los gobernantes como a los gobernados. Siendo esto así, consideramos que lo regulado por 
nuestra Constitución, en cuanto protección de derechos se trata, no puede solo quedarse en eso, 
es decir, en estar escrito, sino que esta protección debe ser efectiva a partir de la satisfacción de 
las necesidades básicas de los ciudadanos logrando un resultado que genere un cambio positivo 
en las personas. En este orden de ideas, una ordenanza que traba el acceso a los servicios básicos 
esenciales no puede estar sobre el derecho a una vida en condiciones dignas que permita el 




   
 
Cuestionario para especialista 
 
Entrevistado : Augusto Medina Otazu – Abogado y Magister en Derecho del Trabajo y la 
Seguridad Social, egresado del doctorado, miembro del Instituto de Ciencia Procesal Penal, 
especialista en derechos fundamentales y de la seguridad y salud en el trabajo, juez laboral, 
docente universitario, expositor y articulista de revistas nacionales y extranjeras. 
Instrumento : Entrevista 
El jueves 28 de noviembre del año 2019, previa solicitud, en instalaciones de la facultad de 
derecho de la Universidad Tecnológica del Perú se formularon un conjunto de interrogantes 
respecto al tema planteado en el trabajo de investigación titulado “Análisis de la normativa que 
regula el acceso a servicios públicos esenciales y la vulneración de derechos 
constitucionalmente protegidos de los posesionarios prescribientes de Barrios Altos” al 
Doctor Augusto Medina Otazu, quien amablemente absolvió de manera didáctica dichas 
interrogantes. El tiempo que tomo la entrevista fue de 30 minutos. A continuación se detalla el 
desarrollo de la entrevista efectuada. 
Respecto a la normativa vigente 
1. ¿Desde su punto de vista con la vigente regulación qué derechos estarían siendo 
vulnerados en los posesionarios de Barrios Altos? 
En principio, por un lado, se estaría vulnerando el derecho al agua, derecho que por cierto 
ha sido reconocido como un derecho humano fundamental. Asimismo, se estaría 
incurriendo en discriminación por lo cual se estaría vulnerando el principio de la igualdad 
ya que se permite acceder al agua a un sector de ciudadanos, y al otro se le limita el uso 
de vital recurso hídrico pese a tener condiciones similares. 
 
2. ¿Considera que la actual regulación prima la forma antes que el fondo si de otorgar 
servicios básicos esenciales se trata? 
Del caso planteado todo indica que la forma es lo que está primando. No obstante 
considero que debe primar el fondo ya que están en juego derechos fundamentales de las 
personas. La esencia de la problemática es que cierto sector de la población peruana no 
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cuenta con agua lo que puede poner en peligro no solo su salud sino además su desarrollo 
personal en condiciones dignas. 
 
Respecto a la carencia de servicios básicos esenciales 
 
3. ¿Qué opinión le merece que cierto sector de la población peruana viva hoy por hoy 
sin servicios básicos esenciales? 
La existencia de familias sin servicios básicos esenciales en el siglo XXI, desde mi 
perspectiva es una afrenta al respecto de la dignidad que toda persona tiene y que se 
encuentra amparado en nuestra Constitución. En consecuencia, no basta con que el 
amparo de los derechos se encuentre regulado, los mismos tienen que ponerse en 
práctica, tienen que ser efectivos en beneficio de los ciudadanos ya que la Constitución 
tiene fuerza normativa. 
 
Respecto a la ordenanza en cuestión 
 
4. ¿Considera que la Ordenanza Metropolitana 1487-MML que regula el 
Otorgamiento de Constancia de Posesión para la Factibilidad de Servicios Básicos 
incurre en discriminación al limitar al posesionario acceder a una constancia de 
posesión, siendo este requisito necesario para la accesibilidad a los servicios públicos 
esenciales?  
Considero que la mencionada ordenanza vulnera el principio de igualdad lo que genera 
afectación en cierto sector de personas sin servicios básicos. 
 
Respecto al derecho al agua reconocido como derecho humano 
 
5. ¿Siendo el derecho al agua reconocido como derecho humano por las Naciones 
Unidas, desde su punto de vista, una ordenanza que limita la factibilidad para 
contar con vital recurso hídrico, pese a contemplarlo en uno de sus artículos para un 
sector de población devendría en abuso? 
De lo planteado en el caso considero que se incurre en abuso. Si bien el funcionario 
público debe hacer lo que la ley manda, ello no significa que solo sea lo que la ley 
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manda, si no lo que manda todo el sistema normativo y por jerarquía normativa la 
Constitución encabezaría este sistema normativo, en consecuencia este funcionario podría 
ir más allá de la ley contraponiendo la Constitución en beneficio de los ciudadanos.  
 
6. ¿Desde su punto de vista la denegación de facilitar el acceso al servicio de agua 
potable por parte de SEDAPAL y al servicio de electricidad por parte de ENEL 
devendrían en vulneración al derecho de usuario de un servicio público esencial 
previsto por el artículo 65 de la Constitución? ¿por qué? 
Si, aun con mayor razón en el caso del acceso al agua. Me explico, si bien nuestro 
ordenamiento contempla el derecho del consumidor por cuanto tenemos una economía de 
libre mercado en algunos casos solo se cuenta con un solo proveedor que brinda un 
servicio en nuestro mercado. Este es el caso del agua puesto que el proveedor que brinda 
dicho recurso vital es solo SEDAPAL, apreciándose un abuso de dominio. En el caso 
planteado se advierte que SEDAPAL se estaría valiendo de barreras burocráticas para 
denegar el servicio del acceso al agua con lo cual estamos en desacuerdo ya que si 
nuestro mercado no cuenta con más alternativas para acceder a tal recurso vital, lo 
mínimo que deben trabar el acceso a vital recurso son las barreras burocráticas.  
 
Respecto al derecho del consumidor o usuario 
 
7. ¿Siendo el consumidor o usuario el fin de toda actividad económica puesto que es 
este quien concluye el circuito económico satisfaciendo sus necesidades, es razonable 
y rentable privar de los servicios públicos esenciales a ciudadanos con la condición 
de posesionarios? 
No es razonable primar forma antes que el fondo (que deviene en la satisfacción de 
necesidades básicas) si de derechos humanos se trata. 
 
Respecto a propuestas de solución 
 
8. ¿Qué propuesta de solución propone para la problemática planteada? 
Se debe construir un puente que dé solución a tal problemática. Dicho puente puede 
iniciar dándole fuerza normativa a nuestra Constitución, es decir contraponiendo lo 
regulado en nuestra Constitución sobre una ley, ordenanza u otra normativa que vulnere 
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derechos amparados en nuestra Carta Magna y que dicho sea de paso tiene mayor 
jerarquía.  
Respecto a las preguntas específicas 
9. ¿Cómo regula la normatividad vigente el acceso a la instalación de servicios públicos 
esenciales?  
De la explicación que brindo el entrevistado se puede resaltar que desde su perspectiva la 
regulación correspondiente a la facilitación de servicios básicos esenciales, 
específicamente la ordenanza 1487 vulneraría el principio de igualdad lo que genera 
afectación en cierto sector de personas sin servicios básicos. 
 
10. ¿Qué derechos constitucionalmente protegidos de los posesionarios prescribientes de 
Barrios Altos se ven vulnerados con la normatividad que regula el acceso a servicios 
básicos esenciales?  
Respecto a la presente interrogante el entrevistado resalto que se estaría vulnerando el 
derecho al acceso del agua, y decimos resalto, por cuanto fue enfático al señalar que el 
acceso a importante recurso promovía la materialización de otros derechos. En 
consecuencia, su no acceso vulneraría aquellos derechos que se materializan cuando se 
cuenta con agua.  Además señalo que se estaría vulnerando el principio de la igualdad ya 
que se permite acceder al agua a un sector de ciudadanos, y al otro se le limita el uso de 
vital recurso hídrico. 
Posición de investigador: De la entrevista efectuada al Doctor Augusto Medina Otazu queda 
referir que coincidimos en la mayoría de las respuestas que brindo a las interrogantes planteadas. 
Ello en razón a que consideramos que lo regulado por nuestra constitución en cuanto protección 
de derechos se trata no puede solo quedarse en eso, es decir, en estar escrito, sino que esta 
protección debe ser efectiva a partir de la satisfacción de las necesidades básicas de los 
ciudadanos logrando un resultado que genere un cambio positivo en las personas. Bajo esta línea, 
consideramos que los funcionarios públicos pueden ir más allá de la ley siempre que contraponga 
la constitución en beneficio de los ciudadanos. En este orden de ideas, una ordenanza que traba 
el acceso a los servicios básicos esenciales no puede estar sobre el derecho a una vida en  
condiciones dignas que permita el desarrollo personal, no puede primar antes que el derecho a la 
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igualdad, educación, salud, entre otros. Más aun cuando los servicios básicos esenciales son 
considerados de interés mayoritario para la sociedad por lo cual su acceso debe estar a 
disponibilidad de los usuarios que lo requieran a cambio de una tarifa razonable, dejando de lado 
toda discriminación en su entrega ya que su acceso genera condiciones para un desarrollo 
personal adecuado, pero sobre todo digno. Es válido resaltar, que siendo estos servicios 
esenciales para la vida del hombre, su finalidad no termina en la satisfacción de las necesidades 
de una comunidad, sino también se busca la promoción social por cuanto de ese modo se 
alcanzaría el desarrollo económico y civil de un país (Reyna & Ventura, 2008). 
9. Matriz de consistencia 
 
 
   
 
¿Cómo se ve afectado los derechos constitucionalmente protegidos de los posesionarios prescribientes de Barrios Altos con relación a la  normativa que regula el acceso a servicios públicos esenciales?
Variable independiente - causa
Variable dependiente - consecuencia
PREGUNTAS HIPÓTESIS DE TRABAJO OBJETIVOS VARIABLES CONCEPTO DE LA VARIABLE TIPO DE INVESTIGACIÓN ENFOQUE DE INVESTIGACIÓN
DIMENSIÓN (aspectos importantes que 
tiene la variable)
INDICADOR ¿Cómo mido ese aspecto?
1. Pregunta de investigación: (General) Hipótesis General Objetivo General CIUDADANOS VÍCTIMAS ESPECIALISTAS
2. Pregunta específica 1
3. Pregunta específica 2
¿Qué derechos constitucionalmente 
protegidos  de los posesionarios prescribientes 
de Barrios Altos se ven vulnerados con la 
normatividad que regula el acceso a servicios 
básicos esenciales?  
Los derechos vulnerados con la 
vigente normativa son el 
derecho al agua, la dignidad,  la 
salud, el derecho a la  igualdad, 
el derecho a la educación y el 
derecho del consumidor o 
usuario
Identificar los derechos 
constitucionalmente 
protegidos  de los 
posesionarios prescribientes 
de Barrios Altos  vulnerados 
con la normatividad que regula 
el acceso a servicios básicos 
esenciales  
Vulneración  de derechos  
constitucionalmente 
protegidos de los 
posesionarios prescribientes
Se entienden vulnerados o lesionados los derechos cuando quien tiene la obligación 
de respetarlos, protegerlos, garantizarlos y promoverlos realiza actos o adopta 
medidas que limitan el pleno ejercicio de los derechos fundamentales  sin 
justificación suficiente, en forma arbitraria o desproporcionada, o sin respeto a su 
contenido esencial.
Explicativo.- Usaré este 
tipo de estudio en la 
presente investigación 
puesto que el tipo de 
investigación explicativo 
detalla el porqué de los 
hechos, estableciendo 
relaciones de causa- 
efecto.
Enfoque cualitativo, porque los valores de 
mis variables son cualidades y no números.                                                                      
*Este enfoque pretende COMPRENDER la 
realidad que se investiga.                                                        
*No se prueban la hipótesis.                                                                     
*Examina diversas realidades subjetivas. 
*Técnicas de recolección de datos no 
estandarizadas.                                                                       
*No se basa en las estadísticas.                                                          
*Los resultados no se generalizan de forma 
probabilística
* Consecuencias de la vulneración de 
derechos constitucionales en adultos 
mayores y niños.                    
Perjuicio a la salud  de adultos 
mayores y niños.                      
5. ¿Ha visto afectada su salud debido a la carencia de servicios
básicos esenciales? 
6. ¿Si la respuesta es sí, podría mencionar aproximadamente
con qué frecuencia y quienes han sido los más afectados?
4. ¿Considera que la Ordenanza Metropolitana 1487-MML que regula el 
Otorgamiento de Constancia de Posesión para la Factibilidad de Servicios 
Básicos incurre en discriminación al limitar al posesionario acceder a una 
constancia de posesión, siendo este requisito necesario para la accesibilidad 
a los servicios públicos esenciales ?                                                                                                                           
5. ¿Siendo el derecho al agua reconocido como derecho humano por las 
Naciones Unidas, desde su punto de vista, una ordenanza que limita la 
factibilidad para contar con vital recurso hídrico, pese a contemplarlo en uno 
de sus artículos devendría en abuso? 
6. ¿Desde su punto de vista la denegación de facilitar el acceso al servicio de 
agua potable por parte de SEDAPAL y al servicio de electricidad por parte de 
ENEL devendrían en vulneración al derecho de usuario de un servicio 
público esencial previsto por el artículo 65 de la Constitución?  ¿por qué?                                                                                           
7. ¿Siendo el consumidor o usuario el fin de toda actividad económica 
puesto que es este quien concluye el circulo económico satisfaciendo sus 
necesidades, es razonable y rentable privar de los servicios públicos 
esenciales a ciudadanos con la condición e posesionarios?
8. ¿Qué propuesta de solución propone para la problemática planteada?
Normativa  que regula el acceso a servicios públicos esenciales
Análisis de la  normativa que regula el acceso a servicios públicos esenciales y la vulneración de derechos constitucionalmente protegidos de los posesionarios prescribientes de Barrios Altos
¿Cómo  regula la normatividad vigente el 
acceso a la instalación de servicios públicos 
esenciales? 
Las normas que regulan el 
acceso a la instalación de 
servicios básicos no 
contemplan la posibilidad de 
que los posesionarios 
prescribientes accedan a los  
servicios públicos esenciales.
Determinar cómo regula la 
normatividad vigente el acceso 
a los servicios públicos 
esenciales.              
Normativa 
* Consecuencias en los posesionarios 
prescribientes generados por  la 
normativa que regula el acceso a 
servicios básicos
¿Cómo se ve afectado los derechos 
constitucionalmente protegidos de los 
posesionarios prescribientes de Barrios Altos 
con relación a la  normativa que regula el 
acceso a servicios públicos esenciales?
 La vigente normativa legal que 
regula la instalación de 
servicios básicos esenciales 
vulnera derechos 
constitucionalmente 
protegidos  en nuestro 
ordenamiento jurídico interno 
y normas supranacionales.
Analizar cómo la  normativa 
que regula el acceso a servicios 
públicos esenciales afecta los 
derechos constitucionalmente 
protegidos de los 
posesionarios prescribientes 
de Barrios Altos                                                                                                          
                                                                                 
1. Normativa 
2. Vulneración  de derechos  
constitucionalmente 
protegidos
*Normativa que regula el acceso a 
servicios públicos esenciales                                                                
*Vulneración de derechos 




Normativa  que regula el acceso a servicios públicos esenciales 
Vulneración  de los derechos constitucionalmente protegidos  de los posesionarios de Barrios Altos 
1. ¿Considera que la normativa vigente que regula el acceso a 
los servicios públicos esenciales brinda un trato igualitario a los 
ciudadanos de Barrios Altos?
• Si la respuesta es SI, sírvase explicar por qué considera ello
• Si la respuesta es NO, sírvase explicar por qué considera ello                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                     
2. ¿Desde su punto de vista, considera que han sido satisfechas 
sus necesidades básicas en su condición de posesionario con la 
actual gestión municipal?
• Si la respuesta es SI, sírvase explicar por qué considera ello
• Si la respuesta es NO, sírvase explicar por qué considera ello
3. ¿Puede detallar sí la carencia de servicios básicos esenciales 
ha generado un impacto negativo en su desarrollo personal? 
¿por qué?                                                                                                                                          
4. ¿Podría señalar una cifra aproximada de cuantas familias 
están bajo su misma situación?
PREGUNTAS A POBLACIÓN 
1. ¿Desde su punto de vista con la vigente regulación qué derechos estarían 
siendo vulnerados en los posesionarios de Barrios Altos?
2. ¿Considera que la actual regulación prima la forma antes que el fondo si 
de otorgar servicios básicos esenciales se trata?                                                                                              
3. ¿Qué opinión le merece que cierto sector de la población peruana viva 
hoy por hoy sin servicios básicos esenciales?
VARIABLES
Explicativo.- Usaré este 
tipo de estudio en la 
presente investigación 
puesto que el tipo de 
investigación explicativo 
detalla el porqué de los 
hechos, estableciendo 
relaciones de causa- 
efecto.
* Trato igualitario en la regulación de 
la normativa al posesionario de Barrios 
Altos                                                                                                              
* Calidad de vida de los posesionarios 
que carecen de servicios básicos
  * Afectación en el desarrollo personal 
integral del ciudadano                                       
* Cantidad de familias afectadas por no 
contar con servicios básicos
Explicativo.- Usaré este 
tipo de estudio en la 
presente investigación 
puesto que el tipo de 
investigación explicativo 
detalla el porqué de los 
hechos, estableciendo 
relaciones de causa- 
efecto.
Enfoque cualitativo, porque los valores de 
mis variables son cualidades y no números.                                                                      
*Este enfoque pretende COMPRENDER la 
realidad que se investiga.                                                        
*No se prueban la hipótesis.                                                                    
*Examina diversas realidades subjetivas. 
*Técnicas de recolección de datos no 
estandarizadas.                                                                       
*No se basa en las estadísticas.                                                          
*Los resultados no se generalizan de forma 
probabilística
*Norma: Según la RAE la norma es la regla que se debe seguir o a que se deben 
ajustar las conductas, tareas, actividades, etc. Desde la perspectiva del derecho es 
un precepto jurídico.                                                                                                                          
*Vulneración de derechos: Según la RAE el  termino vulnerar significa transgredir, 
quebrantar, violar una ley o precepto. Asimismo, también significa  dañar, 
perjudicar. Respecto a los Derechos fundamentales, la RAE precisa que, por ser 
inherentes a la dignidad humana y por resultar necesarios para el libre desarrollo de 
la personalidad, son normalmente recogidos por las constituciones modernas 
asignándoles un valor jurídico superior. Siendo esto así se puede concluir que la 
vulneración de derechos implica la trasgresión y el quebrantamiento de derechos 
inherentes a la dignidad humana y por resultar necesarios para el libre desarrollo de 
la personalidad, son normalmente recogidos por las constituciones modernas 
asignándoles un valor jurídico superior.
Las  normas jurídicas de conformidad con Rubio Correa (2000) desde la perspectiva 
del Derecho “tienen como finalidad principal regular las conductas sociales, esto es, 
regir efectivamente en medio de la sociedad” (p. 86). Ahora bien, la norma desde el 
enfoque de un derecho fundamental de acuerdo a García (2013) "debe ser entendida 
como los sentidos interpretativos atribuibles a las disposiciones consignadas en la 
Constitución" (p.11). Al respecto Manuel Medina Guerrero citado por Víctor García 
Toma (2013) señala que estas "hacen referencia  al haz de garantías, facultades y 
posibilidades de actuación que la Constitución reconoce inmediatamente a sus 
titulares" (p. 11-12). 
Enfoque cualitativo, porque los valores de 
mis variables son cualidades y no números.                                                                                        
*Este enfoque pretende COMPRENDER la 
realidad que se investiga.                                                        
*No se prueban la hipótesis.                                                                     
*Examina diversas realidades subjetivas. 
*Técnicas de recolección de datos no 
estandarizadas.                                                                       
*No se basa en las estadísticas.                                                          
*Los resultados no se generalizan de forma 
probabilística
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Niñoz Adulto mayor Habilidades diferentes
SI NO
13. ¿Si la respuesta es sí, podría mencionar aproximadamente con qué frecuencia y quienes han sido los más afectados?   
11.  ¿Podría señalar una cifra aproximada de cuantas familias están bajo su misma situación?
12. ¿Ha visto afectada su salud debido a la carencia de servicios básicos esenciales? 
10. ¿Puede detallar sí la carencia de servicios básicos esenciales ha generado un impacto negativo en su desarrollo personal? ¿por qué?
Agua, luz, desague y 
teléfono
5. ¿Si la respuesta es SI, señale desde hace cuánto tiempo?
6. ¿Si la respuesta es NO, señale desde hace cuánto tiempo?
4. ¿Cuenta usted con servicios básicos ?
Agua, luz, desague, teléfono, 
cable, automovil, moto, etc
ENCUESTA
1. ¿Cuánto tiempo lleva viviendo en este inmueble?
9. ¿Si hubieran niños, adultos mayores o personas con habilidades diferentes  podría precisar la cantidad?
I. MARQUE CON UN "X" LA RESPUESTA CORRECTA
2. ¿Qué condición tiene respecto al inmueble que habita?
3. ¿Qué entiende usted por servicios básicos?
Agua y luz Agua, luz y desague
II. SÍRVASE PRECISAR LOS DATOS SOLICITADOS
7. ¿Cuántos integrantes componen su familia?
8. ¿Podría precisar la cantidad varones y mujeres que componen su familia?
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